
 

Acta Sesión Ordinaria 73-2017 
 

12 de Diciembre del 2017 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 73-2017 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del 12 de Diciembre del dos mil diecisiete, en la Sala de Sesiones Guillermo 
Villegas de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES 
PERMANENTES PRESENTES:  REGIDORES PROPIETARIOS:  Arq. Eddie Andrés Mendez 
Ulate - Presidente – quien preside.  Maria Antonia Castro Franceschi.  Jose Luis Venegas Murillo.  
Gaspar Rodriguez Delgado.  Elena Maria Gonzalez Atkinson.  REGIDORES SUPLENTES:  
Alejandro Gomez Chaves.  Edgar Hernán Alvarez Gonzalez.  Luis Alonso Zarate Alvarado.  Juan 
Luis Mena Venegas.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Rosa Murillo Rodriguez.  Maria Lidiette 
Murillo Chaves.  Minor Jose Gonzalez Quesada.  SINDICOS SUPLENTES:  Luis Antonio 
Guerrero Sanchez.  Melissa Maria Hidalgo Carmona.  ALCALDE MUNICIPAL:  Horacio Alvarado 
Bogantes.  ASISTENTE SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL:  Ana Berliot Quesada 
Vargas.  MIEMBROS AUSENTES:   REGIDORES PROPIETARIOS:  Ana Lorena Gonzalez 
Fuentes – Vicepresidenta.  SINDICOS SUPLENTES:  Jacob Chaves Solano (renuncio).   
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 

II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DE LAS ACTAS 71-2017 Y 72-2017. 
 

III) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 
 

1- Convocatoria a Sesión Extraordinaria. 
 
2- Juramentación de miembros de Comisiones. 
 

IV) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

V) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 

VI) INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL.  
 

VII) MOCIONES E INICIATIVAS. 
 

VIII) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

CAPÍTULO II 
 



 

REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 
 

ARTÍCULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria N°71-
2017, celebrada el 05 de diciembre del año dos mil diecisiete. 
 
El Regidor Propietario Gaspar Rodríguez comenta que con respecto al nombramiento del Comité 
de Deportes la semana pasada está muy satisfecho y de acuerdo con las personas que fueron 
escogidas para este nuevo periodo, el señor Juan Manuel Gonzalez es una persona que tiene 
mucha experiencia en el deportes y al igual que Carlos Alvarado que han dado mucho al cantón y 
se extrañó cuando se habló en el Concejo que era algo de política y quisiera saber porque se 
trató de aludirlos diciendo que ellos eran políticos y que tenían aspiraciones en puestos. Piensa 
que lo mejor que paso en el Comité de Deportes es que la presidencia ahora esté en manos de 
Juan Manuel González le parece muy bien el nombramiento.  
 
El Regidor Suplente Luis Zárate consulta si lo que está en discusión es sobre la aprobación del 
acta de la semana anterior o simplemente es un comentario y es válido? 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Andrés Mendez, responde que es un comentario que hace el 
Regidor.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta de la Sesión Ordinaria N°71-2017, 
celebrada el 05 de diciembre del año dos mil diecisiete. 
 
ARTÍCULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Extraordinaria 
N°72-2017, celebrada el 07 de diciembre del año dos mil diecisiete. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta de la Sesión Extraordinaria N°72-2017, 
celebrada el 07 de diciembre del año dos mil diecisiete. 
 

CAPÍTULO III 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL 

 

El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez Ulate, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTÍCULO 3.  Convocatoria a Sesión Extraordinaria. 
 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Convocar a Sesión Extraordinaria el jueves 14 de diciembre 
a las 6:00 pm., con el siguiente Orden del Día: 
 

- 6:00 pm.  Se atiende a Ana Gabriel Zuñiga – Dirección Ejecutiva CoST-CR – Viceministerio de 
la Presidencia – Ministerio de Planificación, Daniel Garro – Presidente Grupo Multisectorial – 
Iniciativa CoST.  CoST.  Asunto:  “Diseño y Construcción del Puente sobre el Rio Virilla en la 
Ruta Nacional 147”.  



 

- 7:00 pm.  Se atiende a Taxistas de Belen.  Asunto:  Problema de transporte con Inspectores de 
Transito.   

 
ARTÍCULO 4.  Juramentación de miembros de Comisiones. 
 

• Karla Villegas – Comisión Pro – Teatro. 

• Ligia Franco – Comisión Pro – Teatro. 
 

           
 

CAPÍTULO IV 
 

INFORME  DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTÍCULO 5.  Se conoce el Oficio AMB-MC-228-2017 del Alcalde Municipal Horacio Alvarado.  
Remitimos el informe del proceso de Control Interno correspondientes a la etapa de F y etapa E-
2.  Al respecto trasladamos copia de del informe original con su respectivo disco compacto para 
su valoración, análisis y gestiones que estimen pertinentes. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Informe del proceso de Control Interno.  

 
ARTÍCULO 6.  Se conoce el Oficio AMB-MC-229-2017 del Alcalde Municipal.  Recibimos el oficio 
UPU-047-2017, suscrito por Ligia Franco, de la Unidad de Planificación Urbana, por medio del 
cual informa que la señora Ligia Noboa no participará como responsable de la apertura y cierre 
del área pública contiguo al CENCINAI-La Ribera.  Al respecto, adjunto enviamos copia del 
documento mencionado para su información y trámite correspondiente. 



 

 
UPU-047-2017 
Con relación al Convenio de apertura y cierre del área publica contiguo al CENCINAI- La Ribera, 
avalado por la Alcaldía y conocido recientemente por el Concejo Municipal, les informo que vía 
correo electrónico del pasado 2 de diciembre, la Sra. Ligia Noboa Houed, desistió de su 
participación en dicho  convenio, quedando únicamente como responsable el Sr. Adrián Garro 
Zamora, esto para su conocimiento y para tomar las acciones necesarias para que  este aspecto 
sea considerado en la formalización del convenio en mención.  Agradeciéndoles de antemano su 
atención. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro pregunta que en caso de que este señor que esta 

designado se enferme o quiera ir de paseo quien se va a ser responsable por el cierre del 

parque. 

  

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado responde que el señor forma parte de una junta directiva 

de vecinos en caso de que pase alguna cosa que no le permita al señor hacer la junta directiva 

tiene más miembros y alguno de ellos lo haría. 

 

La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro sugiere que igualmente seria importante que se 

designara a un vecino más para estos casos por un asunto de responsabilidad.  

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Unidad de 

Planificación Urbana.  SEGUNDO:  Establecer como único responsable del Convenio de apertura 

y cierre del área pública contiguo al CENCINAI-La Ribera al señor Adrian Garro Zamora.  

TERCERO:  Autorizar al señor Alcalde a firmar dicho convenio con el cambio señalado 

 
ARTÍCULO 7.  Se conoce el Oficio AMB-MC-230-2017 del Alcalde Municipal Horacio Alvarado.  
Recibimos el oficio DAF-M-092-2017, suscrito por Jorge Gonzalez, director del Área 
Administrativa Financiera, por medio del cual remite el documento denominado “Política de 
expediente único y digital”,  como parte de las acciones de mejora en el marco regulatorio sobre 
la protección al ciudadano del exceso de trámites y requisitos.  Al respecto, adjunto enviamos 
copia del documento mencionado para su información y trámite correspondiente. 
 
DAF-M-092-2017 
Una vez recibidas las únicas observaciones realizadas por parte de la Dirección Jurídica y la 
Vice-Alcaldía y corregidas aquellas pertinentes; esta Dirección procede a remitir para su 
aprobación la Política denominada “Política de Expediente Único y Digital”, como parte de las 
acciones de mejora en el marco regulatorio sobre la protección al ciudadano del exceso de 
trámites y requisitos, el cual se adjunta a este memorando, a fin de presentarlo a Concejo para su 
análisis y aprobación.  Cualquier otra consulta con mucho gusto le atenderé.  Muchas gracias. 
 

Política de Digitalización y Expediente Único de la Municipalidad de Belén 
 



 

23 de Noviembre del 2017 
 

Introducción 
 
Este documento es una propuesta para la creación de políticas de Expediente Único el cual busca 
orientar las labores municipales en materia del manejo de expedientes de las diferentes áreas que 
conforman la institución. El mismo está apoyado en el análisis de documentos previos, políticas de 
instituciones públicas y leyes y reglamentos establecidos.  Se presenta tanto como informe y 
propuesta específica para el cantón de Belén; evalúa los elementos y aportes que se desean 
implementar para la creación del Expediente Único y la digitalización de documentos; para que de 
esta manera se cumpla con los objetivos y metas asignados por el Plan Cantonal 2013 - 2022, a 
través del análisis de los documentos y propuestas existentes en temas de Expedientes Únicos y 
digitalización de expedientes.  La Política de Digitalización y Expediente Único se fundamentó en los 
siguientes documentos: 

• Reglamento del Expediente de Salud presentado por CCSS. 

• Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial 2011. 

• Reglamento de Procedimientos Internos presentado por la Municipalidad de Pérez Zeledón. 

• Instructivo Expediente Único presentado por la Universidad de Costa Rica. 

• Procedimiento para la integración y Control del Expediente Único de Persona, Gobierno de 
México, 2007. 

•  Modelo de política de gestión de documentos electrónicos para Entidades Locales del 
Gobierno de España 

 
Este trabajo se inició en febrero del 2017, con el apoyo de gran cantidad de agentes, asesores y 
trabajadores en el manejo y archivo de la información de la Municipalidad de Belén, los cuales 
estuvieron presentes en todo el proceso de estudio, formulación, integración y creación de las 
políticas, orientados a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos belemitas. 
 

Capítulo I. Importancia y Conceptualizaciones  
 
1.1. Importancia 
 
Este informe de normas y procedimientos para la integración y control del Expediente Único y 
Digitalización para la Municipalidad de Belén busca mejorar de forma integral el desarrollo de la 
administración de los recursos humanos, financieros, materiales, considerando con la premisa de 
contar con elementos administrativos sencillos.  Por tanto, el objetivo principal es definir las normas y 
el procedimiento de operación, para facilitar la integración, seguimiento y control del Expediente 
Único Municipal y la Digitalización de documentos; donde se busca generar una evolución en el 
proceso administrativo rutinario para el logro de la eficiencia institucional.  De esta manera se 
convierte en suma importancia para la Municipalidad de Belén implementar estas políticas, ya que se 
lograría una mejora en la agilización de procesos, distribución de personal y un rápido acceso a la 
información.  
Conforme a la normatividad fijada en materia de las políticas referente a la protección de datos 
confidenciales de la Municipalidad y al establecimiento de las acciones conducentes para la 



 

optimización de los recursos, a fin de dar cabal y exacto cumplimiento a los criterios de eficiencia, 
imparcialidad y honradez en cada uno de los trámites y movimientos que realiza la Municipalidad de 
Belén. 
Esta política se basa en los principios de: Reglas claras y objetivas, cooperación institucional, buena 
fe, transparencia, economía procesal, legalidad, publicidad, celeridad, eficiencia y eficacia de la 
actividad administrativa. 
 
1.2 Conceptualización 
 
Política:  La política es una decisión que guía a los miembros de una organización, la cual tiene 
como objetivo orientar la acción de cada participante dentro de un marco, además fija los límites y 
campos en que las personas bajo esta guía pueden tomar decisiones, anticipar condiciones o 
situaciones.  
 
Digitalización:  La digitalización consiste en la transformación de la información analógica, propia de 
la naturaleza en información digital apta para ser tratada.  
 
Expediente Único:  El Expediente Único es una herramienta automatizada que integra toda la 
documentación de personas físicas y jurídicas, propiedades y/o casos, con el fin de facilitar la 
protección de los datos e información presente en la organización. Para que de esta manera la 
organización pueda optimizar los recursos disponibles, y con esto brindar eficiencia, imparcialidad y 
honradez en las actividades que se realizan. 
 
Expediente:  Conjunto de documentos producidos y recibidos durante el desarrollo de un mismo 
trámite o procedimiento, acumulados por una persona, dependencia o unidad administrativa, 
vinculados y relacionados entre sí y que se conservan manteniendo la integridad y orden en que 
fueron tramitados, desde su inicio hasta su resolución definitiva. 
 
Firma Digital:  Entiéndase por firma digital cualquier conjunto de datos adjuntos o lógicamente 
asociado a un documento electrónico, que permita verificar su integridad, así como identificar en 
forma unívoca y vincular jurídicamente al autor con el documento electrónico.  Una firma digital se 
considerará certificada cuando sea emitida al amparo de un certificado digital vigente, expedido por 
un certificador registrado.  
 
Finca:  Se le puede denominar también como fundo o predio, es una propiedad inmueble que se 
compone de una porción delimitada de terreno.  
 
Archivo Central: Aquellos que tienen bajo su responsabilidad la custodia y administración en una 
segunda etapa de los fondos documentales de una entidad o institución. Además, coordina y 
controla el funcionamiento de los distintos archivos de gestión y reúne los documentos transferidos 
por estos una vez finalizado su trámite y cuando su consulta no es constante. 
 
Unidad de Informática:  Es la Unidad responsable del sistema, será la encargada de controlar y 
dirigir a los usuarios en el manejo y uso de herramientas para la adecuada digitalización de los 
documentos. 

https://www.ecured.cu/Digitalizaci%C3%B3n
https://www.ecured.cu/index.php?title=Informaci%C3%B3n_digital&action=edit&redlink=1


 

 
Expedientes por Procesos 
 
Expedientes seleccionados de algunos procesos: 
 

- Expedientes de personal   
- Expedientes de Trámites (permisos de construcción, uso de suelo, solicitud de pajas, altos 

consumos, etc) 
- Expedientes de Trámites de ayuda social (estudios socioeconómicos, promoción laboral, 

becas, subsidios, etc) 
- Expedientes Clínicos 
- Expedientes de Solicitud e Informe de Transferencias a ONG’s 
- Expedientes de proveedores. 
- Expedientes de contrataciones. 
- Expedientes de casos judiciales



 

 

 

1.3 Marco Legal 
 
Ley del Sistema Nacional de Archivos, N° 7202, aprobada el 24 de Octubre de 1990, publicada en la 
Gaceta #225 el 27 de Noviembre de 1990. 
 
Ley General de Control Interno, N° 8292. 
Reformas:  
Artículo 1º— Contenido y ámbito de aplicación. Esta Ley establece los criterios mínimos que deberán 
observar la Contraloría General de la República y los entes u órganos sujetos a su fiscalización, en 
el establecimiento, funcionamiento, mantenimiento, perfeccionamiento y evaluación de sus sistemas 
de control interno. 
 
Artículo 3º— Facultad de promulgar normativa técnica sobre control interno. La Contraloría General 
de la República dictará la normativa técnica de control interno, necesaria para el funcionamiento 
efectivo del sistema de control interno de los entes y de los órganos sujetos a esta Ley. Dicha 
normativa será de acatamiento obligatorio y su incumplimiento será causal de responsabilidad 
administrativa. 
 
Artículo 4º— Aplicabilidad a sujetos de derecho privado. Los sujetos de derecho privado que, por 
cualquier título, sean custodios o administradores de fondos públicos, deberán aplicar en su gestión 
los principios y las normas técnicas de control interno que al efecto emita la Contraloría General de 
la República de conformidad con el artículo tercero. 
 
Ley General de Administración Pública, N° 6227. 
Reformas:  
Artículo 1.- La Administración Pública estará constituida por el Estado y los demás entes públicos, 
cada uno con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado.  
Artículo 2.- Las reglas de esta ley que regulan la actividad del Estado se aplicarán también a los 
otros entes públicos, en ausencia de norma especial para éstos. Las reglas que regulan a los otros 
entes públicos no se aplicarán al Estado, salvo que la naturaleza de la situación requiera lo contrario.  
Artículo 3.- 1. El derecho público regulará la organización y actividad de los entes públicos, salvo 
norma expresa en contrario. 2. El derecho privado regulará la actividad de los entes que por su 
régimen de conjunto y los requerimientos de su giro puedan estimarse como empresas industriales o 
mercantiles comunes.  
Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios 
fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo 
cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 
destinatarios, usuarios o beneficiarios. 
 
Ley de Protección al ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, N° 8220, 
aprobada el 04 de Marzo de 2002, publicada en La Gaceta el 11 de Marzo de 2002. 
Reformas: 
 
Artículo 1.- Ámbito de aplicación.  La presente Ley es aplicable a toda la Administración Pública, 
central y descentralizada, incluso instituciones autónomas y semiautónomas, órganos con 



 

 

 

personalidad jurídica instrumental, entes públicos no estatales, municipalidades y empresas 
públicas. Se exceptúan de su aplicación los trámites y procedimientos en materia de defensa del 
Estado y seguridad nacional. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por administrado a toda 
persona física o jurídica que, en el ejercicio de su derecho de petición, información y/o derecho o 
acceso a la justicia administrativa, se dirija a la Administración Pública.  
 
Artículo 2.- Presentación única de documentos.  La información que presenta un administrado ante 
una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por 
estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna 
entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias 
de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la 
Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o 
funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas 
de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas. 
 
Artículo 3.- Respeto de competencias.  La Administración no podrá cuestionar ni revisar los permisos 
o las autorizaciones firmes emitidos por otras entidades u órganos, salvo lo relativo al régimen de 
nulidades. Únicamente podrá solicitarle al administrado, copia certificada de la resolución final de un 
determinado trámite. Tampoco podrán solicitársele requisitos o información que aún se encuentren 
en proceso de conocimiento o resolución por otra entidad u órgano administrativo; a lo sumo, el 
administrado deberá presentar una certificación de que el trámite está en proceso. 
 
Artículo 4.-  Publicidad de los trámites y sujeción a la ley.  Todo trámite o requisito, con 
independencia de su fuente normativa, para que pueda exigirse al administrado deberá: a) Constar 
en una ley, un decreto ejecutivo o un reglamento. b) Estar publicado en el diario oficial La Gaceta 
junto con el procedimiento a seguir, los instructivos, manuales, formularios y demás documentos 
correspondientes y estar ubicado en un lugar visible dentro de la institución. Asimismo, en un diario 
de circulación nacional deberá publicarse un aviso referido a dicha publicación. Sin perjuicio de lo 
anterior, dichos trámites o requisitos podrán ser divulgados en medios electrónicos. La oficina de 
información al ciudadano de las instituciones será la encargada de explicarle al usuario los requisitos 
y el procedimiento para el otorgamiento de solicitudes, permisos, licencias o autorizaciones. En caso 
de no contar con esa oficina, la institución deberá designar un departamento o una persona para 
este fin. 
 
Artículo 6.-  Plazo y calificación únicos.  La Administración tendrá el deber de resolver el trámite 
siempre dentro del plazo legal o reglamentario dado. La entidad, el órgano o el funcionario de la 
Administración deberá verificar la información presentada por el administrado y prevenirle, por una 
única vez y por escrito, que complete los requisitos omitidos en la solicitud o el trámite, o que aclare 
o subsane la información. La prevención debe ser realizada por la Administración como un todo, 
válida para los funcionarios, y no se podrán solicitar nuevos requisitos o señalar nuevos defectos 
que no fueron prevenidos oportunamente, aun cuando sea otro funcionario el que lo califique por 
segunda vez. La prevención indicada suspende el plazo de resolución de la Administración y 
otorgará al interesado hasta diez días hábiles para completar o aclarar; transcurridos este continuará 
el cómputo del plazo restante previsto para resolver. 
 



 

 

 

Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con Discapacidad, N° 7600. 
Reformas: 
Artículo 3 - Objetivos  
Los objetivos de la presente ley son:  
a) Servir como instrumento a las personas con discapacidad para que alcancen su máximo 
desarrollo, su plena participación social, así como el ejercicio de los derechos y deberes 
establecidos en nuestro sistema jurídico.  
b) Garantizar la igualdad de oportunidades para la población costarricense en ámbitos como: salud, 
educación, trabajo, vida familiar, recreación, deportes, cultura y todos los demás ámbitos 
establecidos.  
c) Eliminar cualquier tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad.  
d) Establecer las bases jurídicas y materiales que le permitan a la sociedad costarricense adoptar 
medidas necesarias para la equiparación de oportunidades, y la no discriminación de las personas 
con discapacidad.  
 
Artículo 4 - Obligaciones del Estado.  Para cumplir con la presente ley, le corresponde al Estado:  
a) Incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad 
de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten; así como 
desarrollar proyectos y acciones diferenciadas, que tomen en consideración el menor desarrollo 
relativo de las regiones y comunidades del país.  
b) Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y, las instalaciones de atención al público sean 
accesibles para que las personas los usen y disfruten.  
c) Eliminar las acciones y disposiciones que, directa o indirectamente, promueven la discriminación o 
impiden a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios.  
d) Apoyar a los sectores de la sociedad y a las organizaciones de personas con discapacidad, con el 
fin de alcanzar la igualdad de oportunidades.  
e) Garantizar el derecho de las organizaciones de personas, con discapacidad de participar en las 
acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que 
estén involucradas.  
f) Divulgar esta ley, para promover su cumplimiento.  
g) Garantizar, por medio de las instituciones correspondientes, los servicios de apoyo requeridos por 
las personas con discapacidad para facilitarles su permanencia en la familia. h) Garantizar que las 
personas con discapacidad agredidas física, emocional o sexualmente, tratadas con negligencia, 
que no cuenten con una familia o se encuentren en estado de abandono, tengan acceso a los 
medios que les permitan ejercer su a autonomía y desarrollar una vida digna.  
Artículo 5 - Ayudas técnicas y servicios de apoyo.  Las instituciones públicas y las privadas de 
servicio público deberán proveer, a las personas con discapacidad, los servicios de apoyo y las 
ayudas técnicas requeridos para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes. 
 
Ley para la Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad,       N° 9379. 
Artículo 4 – Responsabilidades del Estado.  Para cumplir los objetivos de la presente ley, el Estado 
procurará:  
a) El acceso a la figura del garante para la igualdad jurídica y a la asistencia personal humana a 
todas aquellas personas que por su condición de discapacidad, para el ejercicio pleno del derecho a 
la autonomía personal, requieren dichos apoyos, así como productos y servicios de apoyo.  



 

 

 

b) Medidas efectivas para garantizarle, a la población con discapacidad, la participación en los 
procesos de toma de decisiones.  
c) El diseño, el establecimiento y la implementación de la salvaguardia, de conformidad con lo fijado 
en el inciso g) del artículo 2 de la presente ley, que aseguren el ejercicio del derecho a la autonomía 
personal de las personas con discapacidad. 
 
Código Municipal  
Artículo 4- La municipalidad posee la autonomía política, administrativa y financiera que le confiere la 
Constitución Política. Dentro de sus atribuciones se incluyen las siguientes:  
a. Dictar los reglamentos autónomos de organización y de servicio, así como cualquier otra 
disposición que autorice el ordenamiento jurídico.  
b. Acordar sus presupuestos y ejecutarlos. 
c. Administrar y prestar los servicios públicos municipales.  
d. Aprobar las tasas, los precios y las contribuciones municipales, así como proponer los proyectos 
de tarifas de impuestos municipales.  
e. Percibir y administrar, en su carácter de administración tributaria, los tributos y demás ingresos 
municipales.  
f. Concertar, con personas o entidades nacionales o extranjeras, pactos, convenios o contratos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones.  
g. Convocar al municipio a consultas populares, para los fines establecidos en esta Ley y su 
Reglamento.  
h. Promover un desarrollo local participativo e inclusivo, que contemple la diversidad de las 
necesidades y los intereses de la población.  
i. Impulsar políticas públicas locales para la promoción de los derechos y la ciudadanía de las 
mujeres, en favor de la igualdad y la equidad de género. 
 
Artículo 13- Son atribuciones del concejo:  
a) Fijar la política y las prioridades de desarrollo del municipio, conforme al programa de gobierno 
inscrito por el alcalde municipal para el período por el cual fue elegido y mediante la participación de 
los vecinos. (Reformado por el artículo 17 de la Ley N° 8801 del 28 de abril de 2010) 
 
Capítulo II. Política de Expediente Único Municipal  
 
2.1 Visión: 
Ser facilitadora de la información y los procesos de la municipalidad, garantizando el bienestar de los 
ciudadanos del cantón de Belén. 
 
2.2 Misión: 
Optimizar los recursos, agilizando los procesos de información documental, para mejorar la calidad 
de vida de los ciudadanos del cantón de Belén. 
 
2.3 Objetivos 
 



 

 

 

2.3.1 Generales:  

• Establecer los criterios necesarios para la correcta integración, manejo, custodia y 
conservación del expediente único, a fin de optimizar la administración de documentos y 
llevar a cabo los procesos con mayor eficiencia. 

 
2.3.2 Objetivos Específicos 

- Fortalecer la comunicación entre los ciudadanos Belemitas y la Municipalidad, al registrar, 
integrar y controlar la documentación fundamental. 

- Incentivar la sensibilización e innovación en el procedimiento para la integración de la 
información relevante en los trámites gubernamentales y de los pobladores. 

- Mejorar la administración de información y manejo del archivo físico en la Municipalidad de 
Belén con el fin de reducir los trámites y optimizar los recursos. 

 
Capítulo III. Ejes de las Políticas de la Metodología de la Norma Técnica de Gestión Documental y 

Digital del Archivo del Expediente Único 
 
3.1. Registro:  
Los registros son instrumentos de control y garantía externa e interna de actuaciones 
administrativas, mayoritariamente utilizados para registrar el ingreso de solicitudes, trámites, escritos 
y correspondencia.  
Tipo de documentación: 

- Cualquier documento físico para solicitud, trámite o queja. 
- Cualquier documento electrónico de solicitud, trámite o queja que se encuentre conforme a 

lo propuesto en la política de manejo y creación del expediente único. 
- Cualquier solicitud, escrita o comunicación distinta de los mencionados anteriormente, 

dirigido a cualquier órgano o entidad del ámbito de la administración titular del registro que 
requiera ser ingresada al sistema. 

3.1.2. Proceso de Registro 
Entrada de Documentos: 

▪ Establecer un sistema digital de ingreso que permita indicar la procedencia del expediente y 
la referencia del asunto comprendido en el documento digital registrado. 

▪ Establecer un número de orden y numeración correlativa tanto para los documentos digitales 
como para los documentos físicos. 

▪ Establecer un sistema de control de cada documento mediante departamento responsable. 
▪ Establecer los responsables del ingreso de documentos. 

Salida de Documentos: 
▪ Establecer un sistema de registro con el número de orden y numeración del expediente que 

requiere la salida. 
▪ Establecer un mecanismo de control de uso de la información. 
▪ Establecer los responsables de la salida de la documentación. 

3.2. Clasificación:  
Se entiende por documentos esenciales aquellos que van a resultar indispensables dentro de la 
institución, que permitan alcanzar los objetivos, cumplir con sus obligaciones diarias de servicio, 
respetar la legalidad vigente y los derechos de los pobladores. 
La clasificación de expedientes corresponde a la identificación única de los expedientes. 



 

 

 

 
-Clasificación: Dividir o separar un conjunto de documentos estableciendo secciones, grupos o 
series.  
 
3.2.1. Proceso de Clasificación: 

▪ Establecer un sistema de soporte electrónico que permita la clasificación de la información. 
▪ Establecer formato que sea susceptible a la identificación y tratamiento diferenciado. 
▪ Establecer un sistema que pueda disponer de los datos de identificación que permitan su 

individualización, sin perjuicio de su posible integración a un expediente electrónico. 
▪ Establecer un índice electrónico de los expedientes. 
▪ Implementar un sistema de expediente único electrónico que mantenga los criterios de 

identificación, firma digital, resumen del expediente, la fecha de incorporación al expediente 
y orden del documento. 

▪ Establecer un sistema identificador único, el cual no se puede repetir. 
▪ Establecer los responsables de la clasificación de expedientes. 

 
3.3. Gestión:  
La Gestión corresponde a la organización y administración de los recursos de manera tal que se 
pueda concretar todo el trabajo requerido dentro del tiempo y del presupuesto disponible.  En este 
apartado, el sistema de gestión documental se entenderá como la plataforma que sirve para 
gestionar los trámites, solicitudes y quejas, el cual permitirá la numeración, seguimiento y registro de 
movimientos de todas las actuaciones y expedientes de la institución.  La gestión en la organización 
del expediente es competencia de la Unidad de Informática, la Unidad del Archivo Central y los 
Archivos de Gestión que les corresponde gestionar los expedientes, todo esto con la finalidad de 
garantizar el acceso y agilidad del servicio, procurando la eficiencia y transparencia, así como la 
comunicación efectiva hacia la ciudadanía. 
 
3.3.1. Proceso de Gestión: 

▪ Establecer un sistema de almacenamiento para la realización de copias de seguridad que 
permita, en cualquier momento, la obtención de una copia electrónica auténtica según lo 
dispuesto en el procedimiento de copiado auténtico de la Municipalidad. 

▪ Establecer el tratamiento y conservación, en su caso de original y copia, según lo 
establecido en el procedimiento de conservación. Es importante destacar que no siempre se 
conservará el documento en papel, por lo que se prevé el escaneo del documento. 

▪ Establecer los responsables de mantenimiento y control de los respaldos de la información 
almacenada. 

 
3.4. Conservación: 
La conservación es la función cuyo objetivo específico es evitar, detener, y  reparar el deterioro  y los 
daños sufridos por los documentos,  incluyendo la aplicación de métodos y técnicas de preservación 
y restauración de la información que se representa como esencial para la institución, con la clara 
misión de mantener, de modo satisfactorio, e intactas, sus cualidades. 

3.4.1. Proceso de conservación: 



 

 

 

▪ La conservación de los expedientes sean físicos o electrónicos cumplirá con los plazos 
legales establecidos por el Comité Institucional de Selección y Eliminación de Documentos 
encargado de evaluar y determinar la vigencia administrativa y legal de los documentos de 
la institución. Para lo cual se establecerá una tabla de plazos de conservación de 
expedientes en los Archivos de gestión y en el Archivo Central. 

▪ Establecer un plan de continuidad para preservar los documentos y expedientes electrónicos 
y físicos conservados, así como sus metadatos asociados, que incluirá lo previsto sobre las 
copias de seguridad, junto con las medidas de protección de la información, de protección 
de los soportes de información, en cualquier caso. 

▪ Adaptar los documentos que vayan a enviarse, preferiblemente, a un formato longevo, como 
PDF o el que defina la Unidad de Informática. 

▪ Añadir las formas que pudieran faltar, así como la información necesaria para la verificación 
y validación y los sellos de tiempo que garanticen la conservación a largo plazo de las 
mismas. 

▪ Definir el responsable o responsables de velar por la eficiente conformación de los 
expedientes según la unidad administrativa a la cual corresponda. Garantizando con esto la 
autenticidad, integridad, fiabilidad y disponibilidad de los expedientes, independientemente si 
están en soporte papel o digital. 

▪ Definir el responsable de revisar la documentación, actualizar y completar los metadatos 
mínimos necesarios para la transferencia de documentos y expedientes. 

▪ Fijar los sistemas de firma electrónica y cifrado de datos necesarios para asegurar su 
integridad y autenticidad. 

 
3.4.2. Conservación o eliminación: 
▪ Establecer los plazos la vigencia administrativa y legal de los documentos y definir cuáles 

son de valor permanente. 
▪ Es importante aclarar que no se eliminará ningún documento que tenga declaratoria de valor 

permanente. 
 

Capítulo IV. Participantes del Proceso de Registro, Clasificación, Gestión y Conservación del 
Expediente Único 

 
Esta Política requiere de agentes encargados del Registro, Clasificación, Gestión y 
Conservación de los archivos del Expediente Único, a quienes se les establecerá su función y 
rol en el proceso. 
a) Los actores del Expediente son todas aquellas personas que ejecutan los procesos iniciales 
de ingreso de información, así como las actividades de trámite de la documentación.  

b) La Unidad de Archivo Central es la encargada de establecer los procedimientos archivísticos 
en la Gestión Documental y realizar un plan de acompañamiento a las distintas unidades que 
implementarán el expediente único.  

c) La Unidad de Informática es el enlace entre los diferentes participantes, su función es la de 

gestionar el sistema informático que permitirá la conservación mantenimiento de los documentos 
electrónicos, velando por el cumplimiento de las políticas del uso y manejo de información. 

 



 

 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Gobierno y Asuntos Jurídicos para 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTÍCULO 8.  Se conoce Oficio DJ-446-2017 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos a los oficios Ref.6719/2017 de 22 de noviembre del presente año, en donde a esta 
Dirección Jurídica, se le solicita se sirva emitir criterio legal en relación con el proyecto de ley 
denominado: “Ley para la gestión integrada del recurso hídrico del recurso hídrico (plazo 
aprobación 2 años, según ley de iniciativa popular No. 8491)”, expediente 17.742.  Una vez 
analizado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar lo siguiente:  El 25 de mayo del 
2010, fue presentado bajo la modalidad de iniciativa popular contemplada en la Ley 8441, el 
proyecto de Ley para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico, que se tramita bajo el expediente 
17.742. El 31 de marzo del 2014, luego de un proceso de trabajo conjunto entre los diversos 
sectores involucrados, dicho proyecto fue aprobado en primer debate. Sin embargo, varios 
diputados presentaron una consulta no preceptiva de constitucionalidad ante la Sala 
Constitucional, órgano que mediante resolución N°12887-2014 de las catorce horas y treinta 
minutos del ocho de agosto de dos mil catorce, establece la existencia de vicios del 
procedimiento legislativo. 
 
Así es como la existencia de inconstitucionalidades por el fondo en los artículos 29, 30 y el 
transitorio XI. Para informar al Plenario sobre los alcances de la mencionada resolución de la 
Sala, la Comisión de Consultas de Constitucionalidad de la Asamblea, emite un dictamen 
afirmativo de mayoría, donde se dispuso en lo que interesa lo siguiente: “ 3.1 Sobre la derogación 
de art. 31 de Ley de Aguas. Señala la Sala: “…el artículo 128. a) del proyecto, al derogar la Ley 
de Aguas, concretamente el artículo 31, está violentando el principio de no regresión en materia 
ambiental y la tutela de bienes demaniales. Indican que el artículo 31 de la Ley de Aguas creó 
áreas de reserva de dominio a favor de la Nación para la protección de las fuentes de agua, y 
que sin justificación técnica alguna. El artículo 128.a) del Proyecto derogó toda la Ley de Aguas. 
Además, sin sustituir el contenido de la norma en otra parte del articulado del proyecto”… 
“Respecto de este extremo, ciertamente se constata que el proyecto, desde su versión de origen, 
deroga toda la Ley de Aguas. Sin embargo, como verificar si lo que establecía el art. 31 de la Ley 
de Aguas fue en efecto obviado en el proyecto, o si por el contrario fue retomada en otras 
normas, implica un examen de todo el proyecto, más allá de lo consultado, esta Sala omite 
pronunciamiento al respecto”. No obstante hay duda sobre la consulta que debería despejarse. 
“… el proyecto consultado ha dispuesto un marco de regulación y protección, en diferentes 
numerales, que podrían ser considerados más amplio que el artículo 31 de la ley de Aguas, o que 
en todo caso, su análisis excede las competencias de esta Sala, por no haber sido expresamente 
detallado en la consulta. Por ello no se puede constatar que el art.128.a del proyecto violente el 
principio de no regresión en materia ambiental. Sin embargo, a pesar de esta imposibilidad de 
orden formal que impide pronunciarse sobre un tema de tanta relevancia, subsiste la duda sobre 
una definición tutelar tan importante como la que contiene el artículo 31 de la ley de aguas 
derogada. Debería existir certeza sobre el motivo por el que se deroga una norma de tanta 
trascendencia”. 3.2. Sobre los artículos 29, 39 y transitorio XI. De acuerdo con el criterio de la 
Sala, existe un vicio esencial de procedimiento en relación con los artículos 29,30 y transitorio XI, 



 

 

 

por carecerse de estudios técnicos o científicos que den sustento a la reducción de la superficie 
de las áreas de protección y violación del artículo 50 Constitucional y el Transitorio XI, lo que 
provoca también la violación del principio de tutela del dominio público y no regresión en materia 
ambiental. La Sala dice que adoptando como referencia su jurisprudencia “no cabe duda que 
todas aquellas normas en las cuales hay reducción de las áreas protegidas sin el respaldo de 
estudios técnicos ni compensación alguna, son inconstitucionales los artículos 29, 30 el 
transitorio XI”. 3.3. La Sala acredita también la existencia de un vicio esencial de procedimiento y 
dice “…Toda reducción de áreas de protección que implique regresión en la protección del agua 
como bien de dominio público, además de una violación constitucional al derecho al ambiente, 
supone una violación de procedimiento, por ausencia de criterios técnicos o científicos que 
sustenten la reducción de la superficie de las áreas de protección establecidas”.  
 
En el ambiente legislativo se extraen dos conclusiones específicas importantes o decisivas a 
saber:  a) Que el proyecto de “Ley para la Gestión integrada del recurso Hídrico”, expediente 
legislativo número 17.742, es inconstitucional por violación al artículo 50 de la Constitución 
Política por carecer de estudios técnicos o científicos que den sustento a la reducción de la 
superficie de las áreas de protección establecidas en la Ley Forestal N° 7575, vicio de 
procedimiento legislativo de carácter esencial y por consiguiente, vinculante para la Asamblea 
Legislativa. b) Que son inconstitucionales los artículos 29, 30 y el transitorio XI por violación del 
artículo 50 de la Constitución Política y de los principios que lo sustentan. 4. Consideraciones de 
la Comisión Permanente Especial de Consultas de Constitucionalidad sobre la opinión consultiva. 
a) Vicio de procedimiento por carecer de estudios técnicos o científicos que den sustento a la 
reducción de la superficie de las áreas de protección establecidas en la Ley Forestal N° 7575. b) 
Inconstitucionalidad específica de los artículos 29,30 y del transitorio XI por la violación del 
artículo 50 de la Constitución Política. Como se observa, la reducción de áreas de protección con 
carencia de base técnica y científica, violenta el artículo 50 de la Constitución Política y causa 
simultáneamente un vicio invalidante del procedimiento que afecta el trámite del proyecto en su 
conjunto. Dada la inextricable relación entre el vicio invalidante del proyecto y la infracción 
constitucional que se atribuye a los artículos 29, 30 y el transitorio XI del proyecto. 
 
Por lo anterior se considera como la consecuencia inevitable es que el trámite no puede continuar 
sin remediar estas limitaciones ya apuntadas, por lo tanto no se debería continuar con el segundo 
debate. De acuerdo con el voto de la Sala y el dictamen afirmativo de la Comisión, existen vicios 
sustanciales tanto de forma como de fondo, que hacen prácticamente imposible, en el estado 
procesal en que se encuentra, darle viabilidad al proyecto, sobre todo por tratarse del 
procedimiento especial de iniciativa popular.  Ante este panorama jurídico y con el fin de atender 
la necesidad de contar con un proyecto de ley consecuente con las aspiraciones ciudadanas, del 
año 2010, en la corriente legislativa se planteó otro proyecto esta vez bajo el Expediente N.º 
20.212  el cual, se apoya esencialmente en el expediente 17.742, llevado a la corriente legislativa 
por el mecanismo de iniciativa popular, sustentado en la Ley de Iniciativa Popular número 8491, 
de 9 de marzo de 2006, con algunas modificaciones importantes, que buscan entre otras cosas, 
ajustar la normativa a lo dispuesto por la Sala Constitucional en la consulta evacuada dentro de 
su trámite legislativo. 
 



 

 

 

III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de ley: denominado: “Ley para la gestión integrada del recurso 
hídrico del recurso hídrico (plazo aprobación 2 años, según ley de iniciativa popular No. 8491)”, 
expediente 17.742, se estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley y así lo 
recomendamos a ese Concejo Municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar la recomendación de la Dirección 
Jurídica.  SEGUNDO:  De acuerdo con el análisis hecho al proyecto de ley:  denominado:  “Ley 
para la gestión integrada del recurso hídrico del recurso hídrico (plazo aprobación 2 años, según 
ley de iniciativa popular No. 8491)”, expediente 17.742, se estima innecesario pronunciarse sobre 
el citado proyecto de ley.  TERCERO:  Comunicar a la Asamblea Legislativa.  
  
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 9.  El Regidor Suplente Luis Zárate pregunta al Alcalde Municipal Horacio Alvarado 
sobre el proyecto el Cafetal II ya que pasa por ahí todos los días y están haciendo el cordón y en 
la misma parte donde estaba y cree que se les había solicitado la ampliación de la vía para que 
por favor se verifique eso ya que recuerda que se le había pedido a la empresa varias 
ampliaciones. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado responde que no ha pasado en estos días por el lugar pero  
se compromete a averiguar e informarles. 
 
El Regidor Suplente Juan Luis Mena sugiere que por ser un lugar que es muy transitado se 
requiere que se le pida a la empresa un carril más.  
 
ARTÍCULO 10.  El Regidor Suplente Juan Luis Mena felicita al Alcalde por los trabajos en Fátima 
pero advierte que hay lugares donde faltan aceras para que por favor se tomen en cuenta lo 
antes posibles. 

  
CAPÍTULO V 

 
INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 

 
INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS Y DE ASUNTOS AMBIENTALES. 
 
ARTÍCULO 11.  El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, presenta el Oficio SCO-49-2017.  
Se conoce acuerdo del Concejo Municipal Ref. 6706-2017 donde remiten Oficio AMB-MC-206-
2017 del Alcalde Municipal Horacio Alvarado.  Recibimos el oficio DTO-180-2017, suscrito por 
Jose Zumbado, director del Área Técnica Operativa, por medio del cual presenta el informe 
solicitado sobre si se requiere de la compra de alguna propiedad para llevar a cabo la obra del 
puente conocido como Victor Mora.  Al respecto, adjunto enviamos copia del documento 
mencionado para su información y trámite correspondiente, en cumplimiento de lo solicitado en la 
Sesión Ordinaria N°60-2017. 



 

 

 

 
DTO-180-2017 
Informe de Adquisición de otras fincas para el Puente conocido como Victor Mora y Otros. 

 

Consecuente con lo solicitado por la Alcaldía Municipal mediante el memorando AMB-MA-125-
2017 de fecha 17 de octubre de 2017 y mediante el cual se solicita a la Alcaldía Municipal, un 
Informe de la Unidad correspondiente sobre si se requiere la compra de alguna otra propiedad 
para llevar a cabo la obra del Puente conocido como Victor Mora, y considerando de previo el 
Informe DTO-110-2017 conocido en la sesión ordinaria No 48-2017, articulo 33 de fecha 22 de 
agosto de 2017, se informa: 

 
AMPLIACIÓN INFORME TECNICO DTO-110-2017 

 
PUENTE conocido como VICTOR MORA. 

  
Puente localizado en Barrio San Isidro de San Antonio de Belén, ubicado en la ruta nacional 
121 sobre el río Quebrada Seca, a unos 200 metros al oeste del Restaurante Pollos del 
Monte en Barrio.  De acuerdo a estudios realizados con anterioridad, para este puente se 
calculó una capacidad hidráulica máxima de 140 m3/s, tomando en cuenta toda la sección 
trasversal del mismo sin obstrucciones y que. para manejar eventos mayores a 10 el agua 
puede subir más allá del nivel de las vigas potencialmente dañando o destruyendo este 
puente.  Para atender esta situación la Municipalidad de Belén coordino y formalizo un 
Convenio con el Ministerio de Obras Públicas (MOPT) y Transportes y el Consejo Nacional 
de Vialidad (CONAVI) para efectos de llevar a cabo la demolición del puente existente y la 
construcción de un puente nuevo de mayores dimensiones y capacidad hidráulica, con la 
siguiente propuesta a construir.  

 
(Propuesta grafica del Puente a construir) 



 

 

 

 
 

Con base en lo anterior y previa coordinación de la Dirección Operativa con la Unidad de 
Topografía y la Unidad de Obras se procedió con el replanteo en sitio del nuevo puente y 
posteriormente se localizó el mismo con relación a las fincas colindantes según sus 
respectivos planos catastrados.  A continuación, se presenta el emplazamiento respectivo de 
la nueva Obra según la información remitida por la Unidad de Topografía: 

 



 

 

 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Como puede notarse únicamente en la colindancia sur-oeste en la finca 61816 existe un 
traslape del nuevo bastión en un área de 1.90 m2, situación que será valorada por las 
Unidas Técnicas a efectos de ajustar la ubicación del puente y evitar una compra de terreno 
tan pequeña.  Ahora bien, con respecto a la información solicitada por la señora Regidora 
María Antonia Castro con relación a las anotaciones realizadas por la Contraloría General de 
la Republica, ante la gestión de la Municipalidad para autorización de Compra Directa de la 
finca 23416, se informa: 

 
ANOTACIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPUBLICA:  Con referencia a 
las anotaciones de la Contraloría General de la Republica según el Oficio DCA-3030 del 6 de 
diciembre de 2016 y que ha solicitado la señora regidora María Antonia Castro se 
especifique al respecto, se informa:  Con relación al trámite de autorización para compra 
directa que la Municipalidad de Belén gestionó ante la Contraloría General de la Republica 
mediante el oficio AMB-C-219-2016, para la adquisición del inmueble inscrito en el Folio real 
4023416-000, con una medida registral de 359.04 m2, plano de catastro H-1264938-2008, 
propiedad de Lionel León Arguedas, la Contraloría señala: 

 
A. SOBRE LA DECISIÓN TOMADA POR LA ADMINISTRACIÓN: 

En el mencionado oficio N° AMB-C-219-2016, la administración indica:  “Que el Concejo 
Municipal mediante acuerdo adoptado en la Sesión Ordinaria 57-2016, celebrada el 27 de 



 

 

 

setiembre del 2016, artículo 28, avaló el informe técnico DTO-164-2016, suscrito por el 
Director Técnico Operativo y de Desarrollo Urbano, (…) además que declaró de interés 
público la finca del folio real 4023416-000, propiedad de Lionel León Arguedas, (…) e instruyó 
a la administración municipal para realizar todos los trámites administrativos correspondientes 
para la debida ejecución del proceso de adquisición de terreno requerido (…)” (folio 04 del 
expediente de la solicitud de autorización).” 

 
(…) 
Así las cosas, siendo que la administración determinó ejercer sus facultades de expropiación, 
conforme lo señala el artículo 71 de la LCA, no corresponde a este órgano contralor otorgar la solicitud 
planteada. (El subrayado no es del original) 

 

RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN: Como lo indica la propia Contraloría General de la 
Republica, según el artículo 71 de la Ley de Contratación Administrativa, no le corresponde a la CGR, 
otorgar la autorización a la Municipalidad de Belén para la Compra Directa de la finca 23416 ya que la 
Municipalidad de Belén tomo la decisión de llevar a cabo el trámite de adquisición del bien inmueble de 
interés por medio de Expropiación. 

 
Indica el artículo 71 de la LCA: Adquisición de bienes inmuebles: 

 
Procedimiento aplicable y límites: Para adquirir bienes inmuebles, la Administración acudirá al 
procedimiento de licitación pública, salvo que use las facultades de expropiación o compra directa, 
dispuestas en leyes especiales. Podrá adquirir por compra directa, previa autorización de la 
Contraloría General de la República, el inmueble que, por su ubicación, naturaleza, condiciones y 
situación, se determine como único propio para la finalidad propuesta.  Nunca podrá adquirirse un bien 
inmueble por un monto superior al fijado, en el avalúo, por el órgano administrativo especializado que 
se determinará reglamentariamente.  (Así reformado por el artículo 1º, inciso i), de la ley Nº 7612 de 22 
de julio de 1996). 

 

Sobre este caso se debe aclarar que la Municipalidad de Belén , posteriormente , en la sesión 
ordinaria N°57-2017,articulo 9 de fecha 3 de octubre de 2017 conoce el Informe de la 
secretaria del Concejo Municipal donde se indica que en la Gaceta N°178 del miércoles 20 de 
setiembre del 2017,se publicó el acuerdo tomado en el acta de la sesión ordinaria No 48-
2017,articulo 33 celebrada el 16 de agosto de 2017 “ Informe solicitado sobre la posibilidad de 
adquirir el terreno propiedad de Lionel León Arguedas ,ubicado contiguo al Puente Victor 
Mora”.  En el acuerdo de interés, en el inciso TERCERO, se acuerda: Una vez el expediente 
administrativo se complete, se proceda con la compra del terreno, finca número 23416, por 
medio de expropiación. (El subrayado y la negrita no es del original) 

 
Siendo así la determinación de la Municipalidad para llevar a cabo la compra de interés por 
medio de expropiación ya no se requiere el trámite ante la contraloría General de la 
Republica. 

  
B. RESPECTO A LA MEDIDA REAL DEL INMUEBLE:  

 



 

 

 

Dentro de la solicitud que se nos presenta, se indica que pretende la compra de un bien 
inmueble con una medida de 359.04 metros cuadrados.  Sin embargo, en el oficio No. 
5728/2016 antes mencionado, se indica: 
“El Regidor Propietario (…) señala que definitivamente no estará de acuerdo porque se debe 
hacer un análisis más extenso, porque ese lote no mide aproximadamente 300 metros, está 
de acuerdo en pagar al señor lo que mide la propiedad, porque es un lote que considera que 
no se debe pagar, porque se debe dejar el  retiro frente a la propiedad y la colindancia con el 
río, cree que queda como una cuarta de tierra, sería pedir a la administración que hagan un 
análisis del terreno y que la Unidad de Topografía nos diga cuantos son los metros para 
pagar. La Regidora Propietaria (…) considera que se debe aclarar si el señor es beneficiario 
de las casas del río, le gustaría ver el avalúo del Ministerio de Hacienda y cuánta área ha sido 
socavada por el río.” (Destacado es propio) (folios 22 y 23 del expediente de la solicitud de 
autorización). 

 
Por otro lado, en el avalúo No. H-035-2016 del 24 de agosto del presente año, realizado por la 
administración Tributaria del Ministerio de Hacienda, se indicó:  “El inmueble a valorar 
corresponde a la finca: Folio Real: 4033416-000 del partido de Heredia, con un área 
originalmente de 359, 04m2 y un frente de 23,34m, la cual es concordante con el plano 
catastrado: H-1264938-2008 del 12 de junio de 2008; sin embargo en la realidad solo una 
parte del terreno está sobre la superficie y de esta una porción forma parte de la franja o zona 
de protección del río, de manera que un 65% aproximadamente del lote fue arrasado por la 
corriente del río o se encuentra dentro de la zona de dragada por la Municipalidad.” (negrita 
agregada) (folio 13 del expediente administrativo y 07 del expediente de la solicitud de 
autorización). 

 
De lo anterior, se vislumbra que, si bien la administración solicita autorización para la compra 
del inmueble, tomando como base la información registral, lo cierto es que la medida real de 
dicho inmueble es otra, según se desprende del avalúo practicado.  Medida que incluso no se 
aprecia en ninguna otra parte de la información que fue remitida.  Así las cosas, siendo que se 
solicita autorización para la compra de un inmueble cuya medida registral parece no ser igual 
a la medida real, se procede a denegar la autorización requerida, por cuanto no existe certeza 
sobre la medida real del inmueble.   Debe tener presente la administración, que, en atención a 
la sana administración de los fondos públicos, debe pagar el costo real de los bienes que 
desea adquirir.  En el caso particular, no se observa justificación jurídica alguna parte de esa 
Municipalidad que aclare lo antes expuesto en cuanto a la cabida del bien y el pago que se 
pretende realizar. 

 
RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN:  Como ya se había informado anteriormente en el 
Informe DTO-110-2017 que fue conocido en la sesión ordinaria N°48-2017, articulo 33, a 
efectos de verificar la medida real de la finca 23416, la Dirección Operativa solicitó a la Unidad 
de Topografía que realizara un levantamiento de campo.  Consecuente a lo anterior, mediante 
el memorando UTOP-02-1017 de fecha 23 de enero de 2017, la Unidad de Topografía remitió 
el Informe correspondiente estableciendo un área real en sitio de 322 m2 para la finca de 
interés.  Debe entenderse que lógicamente las diferencias de área entre 359.04 m2 y 322 m2 
se localiza en la zona colindante al Rio y debido al proceso normal de erosión y ajuste al 



 

 

 

cauce del Rio Quebrada Seca, realizado por la misma Municipalidad de Belén en la última 
intervención de limpieza y recaba. 

 
Con base en lo anterior los interesados prepararon un nuevo Plano de Catastro con el área 
medida en sitio de 322 m2 y así se inscribió en el Registro Inmobiliario bajo el N° H-1957240-
2017, plano con el cual se realizará la compra respectiva y dándose por resuelta la anotación 
realizada por la CGR con respecto al área de la finca a adquirir.  Con relación a lo indicado 
por la CGR sobre lo establecido en el avaluó N° H-035-2016 donde el inmueble a valorar que 
corresponde a la finca: Folio Real: 4033416-000 del partido de Heredia, con un área 
originalmente de 359, 04m2 y un frente de 23,34m, la cual es concordante con el plano 
catastrado: H-1264938-2008 del 12 de junio de 2008; en la realidad solo una parte del terreno 
está sobre la superficie y de esta una porción forma parte de la franja o zona de protección del 
río, de manera que un 65% aproximadamente del lote fue arrasado por la corriente del río o se 
encuentra dentro de la zona de dragada por la Municipalidad, se debe aclarar lo siguiente : 

 
La información utilizada por el Ministerio de Hacienda e identificada por la CGR no es 
actualizada y fue usada de avalúos realizados muchos años atrás coincidentes con la 
inundación del año 2007.  Es por lo anterior que se ha solicitado por parte de la Dirección 
Operativa al Ministerio de Hacienda un nuevo avaluó según el oficio DTO-OF-033-2017 de 
fecha 04 de julio de 2017 ,que consideren las condiciones reales del predio ya que a la fecha 
las condiciones del terreno a adquirir han variado , producto de las acciones realizadas por la 
Municipalidad de Belén durante los 10 años posteriores al evento ,por medio de ampliación 
del cauce, sustitución de Puentes, limpieza y recaba del rio, entre otros y por lo que la finca 
33416 de acuerdo a la medición reciente y que fue verificada por la Unidad de Topografía y 
reportada por medio del Informe  UTOP-02-1017 de fecha 23 de enero de 2017, establece un 
área real en sitio de 322 m2 , existiendo certeza sobre la medida real del inmueble y. que en 
atención de una sana administración de los fondos públicos, se pague el costo real del bien 
que se desea adquirir. 

 
Por otra parte, previa coordinación con la Dirección del Área Social se ha verificado que el 
señor Lionel León Arguedas cédula 4-069-986, no es beneficiario del Proyecto de Condominio 
Residencial Vertical-Horizontal San Martin. 

 
C.SOBRE LA CONVENIENCIA DEL OBJETO PROPUESTO.  Como antes se expuso, en el 
oficio No. AMB-C-219-2016, la administración expone que la compra del terreno se pretende: 
“Para la ampliación del cauce en la zona donde se construirá la nueva estructura del puente 
sobre el río Quebrada Seca en Barrio San Isidro y para la conformación de un parque lineal en 
la zona de protección (…)” (folio 04 del oficio No. AMB-C-219-2016).  Ahora bien, en el citada 
avalúo No. H-035-2016, se indica:  “Sin embargo el terreno restante también ha sido inundado 
por las crecidas del rio, y constituye una serie amenaza para toda criatura lo que se pudo 
verificar por los severos daños que sufrieron la casa, las tapias y el portón, en algunas partes 
el nivel del agua llegó cerca de 2 metros de altura.” (Destacado es propio) (folio 13 del 
expediente administrativo y 07 del expediente de la solicitud de autorización). 

 



 

 

 

En razón de lo expuesto en dicho avalúo, debe esa Municipalidad valorar detenidamente el 
destino que se le daría al inmueble, principalmente en el tanto se indica que se pretende 
adquirir para construir la nueva estructura del puente y “para la conformación de un parque 
lineal en la zona de protección”, de modo que debe considerarse si las personas tendrán 
acceso o no al parque lineal, de frente a la amenaza que se expone el citado avalúo. 

 
RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN:  Como se mencionó en la respuesta del punto B 
anterior “La información utilizada por el Ministerio de Hacienda e identificada por la CGR no es 
actualizada y fue usada de avalúos realizados muchos años atrás coincidentes con la 
inundación del año 2007. A la fecha, el área del terreno fue verificada por la Unidad de 
Topografía y reportada por medio del Informe UTOP-02-1017 de fecha 23 de enero de 2017, 
donde se establece un área real en sitio de 322 m2.  Igualmente, por parte de la Dirección 
Operativa ha solicitado al Ministerio de Hacienda un nuevo avaluó que considere las 
condiciones reales del terreno de interés ya que a la fecha las condiciones del terreno a 
adquirir han variado, producto de las acciones realizadas por la propia Municipalidad de 
Belén. 

 
En cuanto al destino del terreno, este será para ampliación de cause en la zona de 
construcción del nuevo Puente y conformación de un Parque lineal que de protección a la 
nueva estructura y mejore las condiciones de ornato del sector Igualmente se estaría evitando 
posteriores juicios con relación al terreno dragado por la CNE y la Municipalidad que afecto la 
finca de interés.  

 
D.SOBRE LA APLICACIÓN DEL DECRETO EJECUTIVO N°33834-MP:  En el oficio No. 
AMB-C-2019-2016, la administración expone como sustento para la solicitud, lo siguiente:  “en 
junio del año 2007, se emitió el decreto ejecutivo N°33834-MP, que declaró emergencia en 
situación que se presentó en algunos cantones del país, incluido Belén, producto de eventos 
climatológicos importantes y por consiguientes se implementó un Plan de Emergencia y un 
Plan Maestro para la atención de la Quebrada Seca.” (Folio 02 del oficio No. AMB-C-2019-
2016).  Ahora bien, en el Decreto Ejecutivo No. 37140-MP-MOPT-H-S, en el artículo 1, se 
indicó:  “Se declara la cesación del estado de emergencia decretado por el Poder Ejecutivo 
mediante los decretos Ejecutivos N°30866-MP, 31540-MP-MOPT, 31899-MP-MOPT, 32180-
MP-MOPT, 32211-MP-MOPT, 32479-MP-S-H, 32657-MP-MOPT, 32659-MP-MOPT, 32720-
MP-MOPT, 32797-MP-S, 32798-MP, 33166-MP, 33373-MP, 33493-MP; 33834-MP, 33859-
MP, 33931-MP-S, 33967-MP-S, 34045-MP, 34553-MP, 34742-MP, 34805-MP, 34906-MP, 
34973-MP, los cuales quedan derogados.” (Destacado es propio). 

 
Como se puede apreciar, el Decreto Ejecutivo No. 33834, hoy se encuentra derogado. 

 
RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN: Comparte la administración de la Municipalidad lo 
indicado por la Contraloría General de la Republica en cuanto a que el Decreto Ejecutivo N ° 
33834 ya está derogado y no aplica a la fecha.  

 
ASPECTOS GENERALES RELEVANTES:  

 



 

 

 

1. A la fecha existe anuencia del señor Lionel León Arguedas cédula 4-069-986 y su familia de 
no entrar en juicios por el terreno de su finca que fue eliminado por la Municipalidad y la CNE 
y que en su momento media 507.48 m2 según plano de catastro H-166308-94.Igualmente 
mantienen la posición de la venta del resto de la finca que hoy mide 322 m2, terreno ya 
declarado de interés público por medio de la Gaceta N°208 de fecha 31 de octubre de 2016 y 
de acuerdo al valor que se consigne en el nuevo avalúo administrativo que establezca el 
Ministerio de Hacienda. 

 

2.Tomando en consideración el área del nuevo plano de catastro H-1957240-2017 que indica 322 
m2 y manteniendo el valor calculado anteriormente por el Ministerio de Hacienda de ¢ 
45.000.00/m2 según avaluó administrativo H-035-2016 y tomando en cuenta un incremento anual 

de un 5% en el valor del m2, tendríamos la siguiente estimación de valor: 322 m2 X ¢ 47.250.00/m2 = 
¢ 15.214.500.00. 

 

3.La Municipalidad de Belén debe prever el contenido presupuestario para la compra del 
terreno de interés en el Presupuesto 2018 con un monto mínimo estimado de ¢ 15.214.500.00) 
sea en el primer extraordinario o en una modificación presupuestaria ya que el Presupuesto 
ordinario no se incluyó estos recursos ya que la Unidad de Planificación indicó que no se 
incluyeran las Metas Extraordinarias. 

 
4.La Municipalidad de Belén formalizo un Convenio con el Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes (MOPT) y el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI) para efectos de llevar a 
cabo la demolición de puentes existentes y la construcción de un puente nuevo en ruta 
nacional con mayores dimensiones y capacidad hidráulica. Entre estos Puentes se considera 
el denominado Victor Mora. 

 
5.Una vez realizado el nuevo Avaluó administrativo por parte del Ministerio de Hacienda y 
aprobado el contenido presupuestario para la compra del bien inmueble se completará el 
expediente administrativo y se procederá de acuerdo a lo establecido por el Concejo Municipal 
en la sesión ordinaria N°57-2016, artículo 28 de fecha 4 de octubre de 2016, artículo QUINTO 
y SEXTO respectivamente. 

 
6. De acuerdo al Levantamiento de Campo de la Unidad de Topografía no se considera 
necesario la compra de otros terrenos aledaños para la construcción del Puente denominado 
Victor Mora ya que se estaría analizando el ajuste del bastión que traslapa en 1.90 m2 la finca. 
61816 en el sector sur-oeste. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales 
para análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 

 
LA COMISION DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL: PRIMERO: Avalar el oficio DTO-180-2017, suscrito por Jose Zumbado, director del 
Área Técnica Operativa, por medio del cual presenta el informe solicitado sobre si se requiere de 
la compra de alguna propiedad para llevar a cabo la obra del puente conocido como Victor Mora. 
SEGUNDO: Se proceda con el trámite de expropiación correspondiente para la compra del 



 

 

 

terreno según plano de catastro H-1957240-2017, parte de la finca 23416 propiedad de Lionel 
León Arguedas. TERCERO: Que se autorice al Alcalde a realizar las acciones útiles y necesarias 
para la inscripción de la anotación de la declaratoria de interés público en el registro público del 
terreno de interés. CUARTO: Que se considere la compra del terreno citado en el presupuesto 
existente de la meta de adquisición de terrenos de interés público del Presupuesto vigente 2017 y 
se incorpore este en el Presupuesto 2018 de ser necesario para concretar la adquisición del bien 
inmueble. QUINTO: Una vez que se complete con todo lo anterior se remita la documentación a 
la notaría del estado para la compra del terreno en interés y se autoriza a la Alcaldía Municipal 
para la firma de la escritura correspondiente.  
 
El Alcalde Municipal Horacio consulta si se requiere todo el terreno o solo una parte de este para 
efectos de la construcción del puente. 
  
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas explica que en varias reuniones se habló de que la 
Municipalidad había trabajado en el río y también ese lote por lo que hizo que se perdiera terreno 
y que lo ideal era comprarla toda para evitar una demanda a futuro y así evitarle el municipio una 
demanda por no comprarlo. 
 
El Síndico Propietario Minor Gonzalez opina que hay que tener mucho cuidado con la compra de 
terrenos, y se está pensando en una demanda que no existe y cree que hay que tener 
prioridades y piensa que hay otros terrenos que son más necesarios que este porque esto no 
justifica la compra. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro aclara que esto ya se había aprobado y volvió al 
Concejo por una serie de consultas que había hecho sobre lo que la Contraloría había advertido 
que había que hacer.  

 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Jose 
Luis Venegas, Gaspar Rodriguez, Maria Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DE LA 
REGIDORA Elena González:  PRIMERO:  Avalar el dictamen de la Comisión.  SEGUNDO:  
Avalar el oficio DTO-180-2017, suscrito por Jose Zumbado, director del Área Técnica Operativa, 
por medio del cual presenta el informe solicitado sobre si se requiere de la compra de alguna 
propiedad para llevar a cabo la obra del puente conocido como Victor Mora.  TERCERO:  Se 
proceda con el trámite de expropiación correspondiente para la compra del terreno según plano 
de catastro H-1957240-2017, parte de la finca 23416 propiedad de Lionel León Arguedas.  
CUARTO:  Que se autorice al Alcalde a realizar las acciones útiles y necesarias para la 
inscripción de la anotación de la declaratoria de interés público en el registro público del terreno 
de interés.  QUINTO:  Que se considere la compra del terreno citado en el presupuesto existente 
de la meta de adquisición de terrenos de interés público del Presupuesto vigente 2017 y se 
incorpore este en el Presupuesto 2018 de ser necesario para concretar la adquisición del bien 
inmueble.  SEXTO:  Una vez que se complete con todo lo anterior se remita la documentación a 
la notaría del estado para la compra del terreno en interés y se autoriza a la Alcaldía Municipal 
para la firma de la escritura correspondiente.  

 



 

 

 

ARTÍCULO 12.  El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, presenta el Oficio SCO-53-2017.  
Se conoce acuerdo del Concejo Municipal Ref. 6817-2017 donde remiten Oficio AMB-MC-212-
2017 del Alcalde Municipal Horacio Alvarado.  Recibimos el oficio DTO-185-2017, suscrito por 
Jose Zumbado, director del Área Técnica Operativa, por medio del cual se refiere al caso de 
Belén Luxury ubicado en Calle La Labor.  Al respecto, adjunto enviamos copia del documento 
mencionado para su información y trámite correspondiente, en cumplimiento de lo solicitado en la 
Sesión Ordinaria N°60-2017. 

 
DTO-185-2017 
Hemos recibido su memorando número AMB-MA-127-2017, por cuyo intermedio nos remite el 
acuerdo número 6013/2017, mediante el cual se refiere al caso de Belén Luxury ubicado en Calle 
la Labor.  Al respecto, le informamos que para dar cumplimiento con el artículo TERCERO, se 
giró instrucciones mediante el oficio DTO-183-2017 a la Unidad de Topografía, Unidad de 
Planificación Urbana y a la Unidad de Obras, con copia a la Unidad Ambiental, Planificación 
Institucional y a la Alcaldía Municipal para que a la mayor brevedad posible se cumpla con lo 
solicitado por el Concejo Municipal, en cuanto a: 

 
UNIDAD DE TOPOGRAFIA: Se realice un Levantamiento de Campo que incluya detalles y 
curvas de nivel en los terrenos donde se pretende construir un Sistema de Retención pluvial 
Integral en el sector de Calle Labores, parte de la finca inscrita en el Folio Real 180290, conocida 
como Torres de Belén. De igual manera se debe realizar una Planta-Perfil del colector pluvial 
desde este terreno hasta el desfogue existente que lleva rumbo Norte-oeste en la Calle Labor, 
frente a la propiedad de la familia Solano. Esta información debe ser remitida a la Unidad de 
Planificación Urbana y la Unidad de Obras para efectos de diseño y construcción del sistema de 
retención, alcantarillado pluvial y Parque ambiental ecológico. 

 
UNIDAD DE PLANIFICACIÓN URBANA: Se diseñe un Parque Ambiental-ecológico que integre el 
Sistema de Retención pluvial Integral en el sector de Calle Labores, en los terrenos a donar a la 
Municipalidad de Belén que hoy son parte de la finca inscrita en el Folio Real 180290, conocida 
como Torres de Belén. Es importante se coordine con la Unidad Ambiental a efectos de 
establecer las especies de árboles requeridos en el Parque de interés. 

 
UNIDAD DE OBRAS: Se proceda con los estudios, diseño y construcción del sistema de 
retención pluvial integral y alcantarillado pluvial del sector de Calle Labores, en los terrenos que 
serán recibidos por la Municipalidad de Belén y que hoy son parte de la finca inscrita en el Folio 
Real 180290, conocida como Torres de Belén. Es importante se coordine con la Unidad de 
Planificación Urbana con relación al diseño del Parque Integral ambiental ecológico a construir en 
el mismo sitio del Sistema de retención de pluviales. 

 
Asimismo, en relación con el artículo CUARTO, mediante correo electrónico se remitió el borrador 
de Compromiso de Intensiones a la Dirección Jurídica de esta institución para que la misma sea 
revisada y ajustada, así como al señor Carlos Alberto Ramírez para su información.  Una vez 
autorizado y firmado el compromiso de intenciones, así como las escrituras de traspaso de los 
terrenos a ceder en favor de la Municipalidad de Belén para el sistema de retención de pluviales y 
el Parque Ambiental-Ecológico, previa revisión de estos documentos por parte de esta Dirección 



 

 

 

y la Dirección Jurídica se procederá a girar las instrucciones a la Unidad de Catastro para que 
proceda con el visado de los planos catastrados de los cuatro terrenos donde se localizan las 
cuatro casas construidas con anterioridad y que actualmente forman parte de la finca inscrita en 
el folio real 4-180290-000. 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para 

análisis y recomendación.  

Se adjunta documento  

DJ-431-2017 
Según correo electrónico remitido por el Director Técnico Operativo el pasado 21 de noviembre, 
se ha procedido a revisar y corregir los borradores de escritura y compromiso de intenciones a 
suscribir con el representante de la empresa Condominios Belén Luxury Sociedad Anónima, que 
se remiten vía correo electrónico para el proyecto denominado Torres de Belén, en Calle La 
Labor, por lo que se somete a consideración ambos documentos.  Se hace la observación que 
los citados documentos, fueron preparados en los aspectos técnicos, por el Ingeniero José Luis 
Zumbado Cháves, por lo que resta es el trámite de aprobación de los mismos por parte del 
Concejo Municipal, donde este último, autorice a esa Alcaldía a suscribirlos.  
NUMERO XXXX-CUATRO. Ante mí, MANUELA TANCHELLA CHACON, Notaria Pública de San 
José, con oficina abierta en Barrio González Lahaman, de Casa Matute, cien metros al sur y 
ciento veinticinco al este, casa número dos mil trescientos quince, comparecen los señores 
EMILIO BAHARET SHIELDS. mayor, casado una vez, Ingeniero Mecánico, vecino de San José, 
portador de la cédula de identidad número ocho-cero setenta-cero cuarenta y ocho, en su 
condición de Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de Suma de la 
sociedad denominada CONDOMINIOS BELEN LUXURY SOCIEDAD ANONIMA, cédula jurídica 
número tres-ciento uno-seiscientos veintisiete mil novecientos dos, sociedad y personería de las 
cuales la suscrita notaria da fe de su vigencia y existencia con vista al Tomo: dos mil once, 
Asiento: doscientos veintidós mil ochocientos dieciséis, Consecutivo: uno, de la Sección Mercantil 
del Registro Público, y el señor Horacio Alvarado Bogantes, mayor, soltero, portador de la cédula 
de identidad cuatro- ciento veinticuatro-quinientos cincuenta y uno, vecino de Heredia, La Ribera 
de Belén,  en su condición de Alcalde Propietario, con la representación legal de la Municipalidad 
de Belén, Heredia, cédula jurídica tres-cero catorce-cero cuatro dos cero nueve cero, uno tres, 
con vista en la Sesión Extraordinaria Solemne, número veintiséis-dos mil dieciséis, celebrada el 
primero de mayo del dos mil dieciséis, donde el Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén, 
en el Capítulo II, conoció la Resolución número uno tres uno uno-E112016 dictada por el Tribunal 
Supremo de Elecciones a las diez horas cuarenta y cinco minutos del veinticinco de febrero del 
dos mil dieciséis, publicada en la Gaceta número ochenta y uno del veintiocho de abril del dos mil 
dieciséis, y por medio de la cual se procede a realizar la declaratoria de elección de alcaldes de 
las municipalidades de los cantones de la provincia de Heredia, período legal que corre del 
primero de mayo del dos mil dieciséis al treinta de abril del dos mil veinte, debidamente 
autorizado para este acto mediante acuerdo tomado en Sesión Ordinaria número xxx del día xxx 
del xxxx, del cual la suscrita notaria da fe; Y DICEN: PRIMERO. Que CONDOMINIOS BELEN 
LUXURY SOCIEDAD ANONIMA, es legítima propietaria del inmueble del Partido de Heredia, 
matrícula número ciento ochenta mil doscientos noventa-cero cero cero, cuya naturaleza es 



 

 

 

terreno para construir, situado en el Distrito: primero, San Antonio, Cantón: sétimo, Belén, de la 
Provincia de Heredia, que linda al Norte: calle pública con treinta y cuatro metros, al Sur: Celimo 
Campos, Media Luz Otoñal S. A., al Este: Media Luz Otoñal S. A., y al Oeste: Arni S. A, Victor 
Solano, Daisy Solano, Celimo Campos y calle pública con nueve coma sesenta y seis metros, 
que mide siete mil seiscientos metros cuadrados, a la cual le corresponde el plano catastrado 
número H-cero siete uno uno uno cero dos-dos mil uno, y que se encuentra libre de gravámenes 
y anotaciones. SEGUNDO. Manifiesta el compareciente BAHARET SHIELDS, que en nombre de 
su representada CONDOMINIOS BELEN LUXURY SOCIEDAD ANONIMA, procede a 
SEGREGAR UN LOTE del inmueble del Partido de Heredia, matrícula número ciento ochenta mil 
doscientos noventa-cero cero cero, que se describe de la siguiente manera: Localizado en el 
Distrito: primero,  San Antonio, Cantón: sétimo, Belén, de la Provincia de Heredia, cuya 
naturaleza es terreno para construir, que linda al norte: Banco Improsa S. A., al sur: Media Luz 
Otoñal, S. A., al este: Media Luz Otoñal, S. A., y al oeste: Celimo Campos Zamora y calle pública 
con un ancho de nueve punto sesenta y seis metros, cuya medida es de novecientos veintisiete 
metros con veintiocho decímetros cuadrados, y a la cual corresponde el plano catastrado número 
H-nueve siete cero cinco dos nueve-dos mil cinco, el cual se encuentra debidamente inscrito en 
la Dirección de Catastro del Registro Nacional. Se estima la presente segregación en la suma de 
mil colones. La suscrita notaria da fe que el fraccionamiento descrito se ajusta en todo al plano 
catastrado número H-nueve siete cero cinco dos nueve-dos mil cinco. El plano citado se 
encuentra vigente conforme a circular número cero cero cuatro-dos mil diez, de fecha del diez de 
agosto del año dos mil diez, en virtud de que la segregación que se realiza es en beneficio de la 
Municipalidad de Belén, y por lo tanto reviste interés público. TERCERO. Continúa manifestando 
el compareciente BAHARET SHIELDS en nombre de su representada CONDOMINIOS BELEN 
LUXURY SOCIEDAD ANONIMA que procede a DONAR el lote segregado descrito anteriormente 
libre de gravámenes y anotaciones, ACEPTANDO LA DONACION el compareciente Alvarado 
Bogantes en forma expresa mediante la firma de la presente escritura en nombre y 
representación de la Municipalidad de Belén. La presente donación se realiza con fundamento en 
el artículo cuarenta de la Ley de Planificación Urbana. Se estima la presente donación en la suma 
de diez mil colones. SIN QUE TOME NOTA EL REGISTRO.  La cesión de área pública objeto de 
la presente escritura, se realiza con el propósito de realizar fraccionamientos del proyecto 
conocido en la Municipalidad de Belén como “Torres de Belén”, siendo los planos catastrados de 
los fraccionamientos debidamente aprobados para efectos de su inscripción registral. Mediante 
Sesión Ordinaria del Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén número 42-2013, celebrada 
el dieciséis de junio del dos mil trece y ratificada el veintitrés de junio del dos mil trece, no 
autorizó la recepción del terreno para efectos del cumplimiento del artículo cuarenta de la Ley de 
Planificación Urbana, por considerar que la Municipalidad no podía asumir las labores 
relacionadas con el desfogue de aguas pluviales. El acuerdo citado fue recurrido ante el Tribunal 
Contencioso Administrativo. Conforme a la resolución número quinientos treinta y ocho-dos mil 
catorce,  dictada a las diez horas del treinta y uno de octubre del año dos mil catorce, 
Condominio Belén Luxury Sociedad Anónima presentó a la Municipalidad de Belén el trámite 
número novecientos cuarenta y cinco de fecha del primero de marzo del dos mil quince, 
aportándose el Estudio para el manejo de aguas pluviales del proyecto Desarrollo Inmobiliario 
Belén Luxury S. A. , mediante oficio número UACT cero cero siete-dos mil quince, de fecha del 
veintisiete de mayo del dos mil quince, el Ingeniero Osvaldo Apu Valerín, Coordinador de la 
Unidad de Catastro, presentó las recomendaciones respectivas a efectos de autorizar la 



 

 

 

segregación de los cuatro lotes del proyecto, siendo que al momento de la firma de la presente 
escritura se encuentran en proceso de  ejecución las obras de infraestructura de aguas pluviales, 
y que éstas cuentan con el visto bueno de a Municipalidad de Belén, por lo cual se autoriza por 
parte de la Municipalidad de Belén  la presente donación para cumplir con lo establecido por Ley 
para efectos de la autorización de la segregación de los lotes objeto del expediente 
administrativo. El terreno a traspasar a favor de la Municipalidad debe considerar la nivelación del 
terreno para el adecuado manejo de aguas pluviales y disfrute del mismo para las personas 
usuarias, delimitación de todos los linderos del terreno con malla perimetral, enzacatado, 
arborización y acceso adecuado al mismo; considerando la Ley siete mil seiscientos y mobiliario 
básico, previa coordinación con la Unidad de Planificación Urbana. El Concejo Municipal de 
Belén, en Sesión Ordinaria número sesenta-dos mil diecisiete, celebrada el diez de octubre del 
dos mil diecisiete, y ratificada el día diecisiete de octubre del año en curso, acordó en el Capítulo 
Quinto que se traspasara un segundo terreno  favor de la Municipalidad de Belén, el cual se debe 
inscribir con el plano catastrado respectivo, y que se reunirá con el terreno de área pública, para 
la instalación de un sistema de retención de aguas pluviales de la finca número cuatro-ciento 
ochenta mil doscientos noventa-cero cero cero, y que fue aprobado por la Municipalidad para el 
desarrollo de la finca en cuestión, plano que se levantará por la propietaria para la donación y 
reunión de fincas, a favor de la Municipalidad, dentro de un plazo no prorrogable de tres meses, 
sin que ello impida que se inicien las obras necesarias para el sistema de retención.  SIGA 
TOMANDO NOTA EL REGISTRO.CUARTO. Finalmente, manifiesta el compareciente BAHARET 
SHIELDS en nombre de su representada CONDOMINIOS BELEN LUXURY SOCIEDAD 
ANONIMA, que conforme a la segregación del lote que se dona en este acto permanece un 
RESTO RESERVADO del inmueble del Partido de Heredia, matrícula número ciento ochenta mil 
doscientos noventa-cero cero cero que se describe de la siguiente manera: Localizado en el 
Distrito: primero, San Antonio, Cantón: sétimo, Belén, de la Provincia de Heredia, cuya naturaleza 
es terreno para construir, que linda al norte: calle pública, al sur:  Banco Improsa S. A, al este: 
Media Luz Otoñal S. A., y al oeste: Victor Hugo Solano Castillo, Daysi Solano Castillo y Luis 
Ángel Solano Castillo, que mide seis mil seiscientos setenta y dos metros cuadrados, conforme a 
plano catastrado número H-nueve siete cero cinco tres cero-dos mil cinco, el cual se encuentra 
debidamente inscrito en la Dirección de Catastro del Registro Nacional. La suscrita notaria da fe 
que el resto reservado se ajusta en todo al plano catastrado número H-nueve siete cero cinco 
tres cero-dos mil cinco.  El plano citado se encuentra vigente conforme a circular número cero 
cero cuatro-dos mil diez, de fecha del diez de agosto del año dos mil diez, en virtud de que 
describe en un todo el resto reservado que resulta de la donación que se realiza en este acto a 
favor de la Municipalidad de Belén, y por lo tanto reviste interés público. Leído lo anterior a los 
comparecientes, lo aprueban y juntos firmamos en la ciudad de San José, a las xxx horas del día 
xxx de diciembre del año dos mil diecisiete. 

 

CARTA DE INTENSIONES ENTRE CONDOMINIOS BELÉN LUXURY S. A. Y LA 
MUNICIPALIDAD DE BELEN DE HEREDIA 

 
Entre nosotros, EMILIO BAHARET SHIELDS. mayor, casado una vez, Ingeniero Mecánico, 
vecino de San José, portador de la cédula de identidad número ocho-cero setenta-cero 
cuarenta y ocho, en su condición de Presidente Con Facultades de Apoderado Generalísimo 
Sin Límite de Suma de la sociedad denominada CONDOMINIOS BELEN LUXURY 



 

 

 

SOCIEDAD ANONIMA, cédula jurídica número tres-ciento uno-seiscientos veintisiete mil 
novecientos dos, (en adelante conocida como la EMPRESA), y  HORACIO ALVARADO 
BOGANTES, portador de la cédula de identidad número cuatro – cero uno dos cuatro- cero 
cinco cinco uno, en su condición de Alcalde de la MUNICIPALIDAD DE BELEN, debidamente 
autorizado por el Concejo Municipal para firmar el presente acuerdo de cooperación entre ésta 
sociedad y la Corporación Municipal (en adelante conocida como la MUNICIPALIDAD), 
convienen celebrar el presente  Compromiso de Intensiones. 

 
Las partes han convenido establecer un CONVENIO con las siguientes condiciones y 
clausulas: 

 
PRIMERO:   OBJETO.  

 
1. El presente CONVENIO entre la EMPRESA Condominios Belén Luxury S. A. y la 

MUNICIPALIDAD tiene por finalidad establecer las condiciones y alcance de las obras de un 
alcantarillado pluvial y un sistema de retención de pluviales integrado al acondicionamiento de 
un Área Publica a traspasar favor de la Municipalidad de Belén en el sector de Calle La Labor 
(en adelante denominado como el PROYECTO) ofrecidas por la empresa indicada que contenga 
la capacidad  de retención y canalización del posible desarrollo y la construcción actual. 
 

2. Finiquitar el trámite de solicitud de visado de 4 planos de catastro gestionado por la EMPRESA 
ante la MUNICIPALIDAD para segregación en cabeza propia de la finca 180290 del partido de 
Heredia en cumplimiento de lo establecido en el artículo 38 y 40 de la Ley de Planificación 
Urbana, trámite que se ha suspendido hasta que se firme la escritura de traspaso de las áreas 
necesarias al Municipio. 

 

Lo anterior para dar por cumplido el acuerdo de la sesión ordinaria N° 60-2017, articulo 13 de 
fecha 17 de octubre de 2017. 

 
SEGUNDO: CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.  El PROYECTO consiste en la construcción 
de mejoras a un sistema existente de pluviales mediante la construcción de un alcantarillado 
pluvial y un sistema de retención  de aguas pluviales, con el fin de prevenir y evitar inundaciones 
en un sector que presenta problemas en eventos de mucha intensidad de lluvia, en periodos 
cortos, obra que será integrada y acondicionada en forma general  con un área pública  donada 
por la empresa al Municipio para ser destinada igualmente a un Parque ecológico ambiental y 
que será de administración de la Municipalidad de Belén en el sector de Calle La Labor ya que el 
mismo será traspasado mediante escritura pública por parte de la EMPRESA. 

 
TERCERO: COMPROMISO DE LAS PARTES.  Por parte de la EMPRESA, Condominios Belén 
Luxury Sociedad Anónima, cedula jurídica 3-101-627902 en calidad de propietario de la finca 
inscrita en el Folio Real 4-180290-000 se llevarán a cabo las siguientes acciones: 
 

1. Traspaso a favor de la Municipalidad de un terreno como área pública, con un área 
de 927.25 m2, que es parte de la finca 4-180290-000 descrita conforme al plano de catastro H-
970529-2005. 

 
2. Traspaso de un segundo terreno a favor de la Municipalidad y para lo cual se debe 

inscribir el plano de catastro respectivo, con las dimensiones previstas para la instalación de un 



 

 

 

sistema de retención de aguas pluviales de la finca 4-180290-000 y que fue aprobado por la 
Municipalidad para el desarrollo futuro de la finca en cuestión, para ser integrado como un solo 
inmueble para el objeto de dar la solución técnica para la retención de escorrentía pluvial.  

 
3.  Actualizar y entregar a favor de la Municipalidad de Belén, la garantía que con 

anterioridad la Municipalidad había recibido, para destinarla a la solución técnica indicada en la 
cláusula primera y por la suma de ¢61.137.000 (sesenta y un millones ciento treinta y siete mil 
colones). Lo anterior sin que signifique que ese sea el valor de la nueva obra por construir 
(desfogue pluvial y sistema de retención pluvial integral del sector y consolidación del proyecto 
de un parque ambiental –ecológico), sobre el cual se hará un diseño que deberá ser aprobado 
por la parte técnica de la Municipalidad, razón por lo que debe actualizarse en cuanto al plazo y 
objeto la garantía otorgada. 

 
Por parte de la MUNICIPALIDAD se llevarán a cabo las siguientes acciones: 
 
1. La Municipalidad y la empresa utilizará los terrenos cedidos por Empresa 

Condominios Belén Luxury Sociedad Anónima para construir mejoras en un alcantarillado 
pluvial, un sistema de retención de pluviales alternativo con la asesoría y supervisión de la 
Unidad de Obras y a la vez construir un parque ambiental-ecológico con la asesoría y 
supervisión de la Unidad de Planificación Urbana y la Unidad Ambiental de la Municipalidad. 

 
2. La Municipalidad en conjunto con la empresa definirán el diseño y el costo de la 

nueva obra que se garantiza para su ejecución con la garantía de cumplimiento señalada en 
este contrato y que será destinada para la construcción de las obras de desfogue pluvial, 
sistema de retención pluvial integral y consolidación de parque ambiental –ecológico del sector 
que se diseñará. 

 
3. La Municipalidad debe considerar los estudios técnicos necesarios para definir el 

proyecto y su posterior presupuesto para construir las obras de desfogue pluvial y sistema de 
retención pluvial integral del sector, consolidación de parque ambiental –ecológico y en caso de 
ser necesario, presupuestar los recursos adicionales que se requieran para finiquitar el mismo. 
 
4. La Municipalidad realizará otros cortes para disminuir la cantidad de agua que llega al sector 

donde se construirá el sistema de retención de pluviales y el Parque ambiental-ecológico, 
así como todas las obras civiles necesarias en la conducción de las escorrentías. 
 

5. La Municipalidad a través de la Unidad de Catastro visara los planos catastrados de los 
cuatro terrenos donde se localizan las cuatro casas construidas con anterioridad y 
actualmente forman parte de la finca inscrita en el Folio Real 4-180290-000, con la firma 
del presente convenio y las escrituras de traspaso de los terrenos. 
 

6. La Municipalidad de Belén coordinará con la Municipalidad de Alajuela a efectos de que se 
brinde un manejo adecuado de las aguas pluviales que se trasladaran a jurisdicción de 
Alajuela por medio de tubería pluvial ubicada en jurisdicción de Belén. 
 



 

 

 

CUARTO: CONDICIONES PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LAS OBRAS EJECUCIÓN 
DEL PROYECTO. 
 

1. La MUNICIPALIDAD por intermedio de la Dirección Jurídica y la Dirección Técnica Operativa 
y Desarrollo Urbano, revisarán y darán el visto bueno a las escrituras para efectos del 
traspaso de terrenos por parte de la EMPRESA para llevar a cabo el Proyecto, sujeto al 
presente Convenio. 
 

2.  El diseño y la construcción se hará por la EMPRESA bajo la fiscalización de la 
MUNICIPALIDAD. 
 

3. La dirección, y el cumplimiento de las condiciones técnicas de las obras de alcantarillado 
pluvial, sistema de retención de pluviales y parque ecológico correspondiente al objetivo 1 
del PROYECTO, corre por cuenta de la administración de la MUNICIPALIDAD. 

 
4. Los costos de todas las obras del proyecto para el vertido de aguas de las cuatro casas 

existentes como del proyecto futuro será financiado por la EMPRESA y conforme al diseño 
aprobado por las partes, no obstante, el aporte de la Empresa puede ser inferior pero 
nunca superior al equivalente al monto de ¢ 61.137.000.00, (sesenta y un millones ciento 
treinta y siete mil colones) Los costos adicionales a este monto que se requieran deberán 
ser cubiertos por la MUNICIPAILIDAD. 

 
5. La recepción de las obras asociadas a este PROYECTO serán recibidas formalmente por 

cada Unidad Técnica de la MUNICIPALIDAD, según el ámbito de su competencia, a saber, 
Unidad de Obras y Unidad de Planificación Urbana de la Dirección Técnica Operativa y 
Desarrollo Urbano y la Unidad Ambiental, siendo que la citada Dirección y la Alcaldía 
deberán dar seguimiento al finiquito de  las obras, solicitando a cada Unidad un informe 
detallado de las condiciones bajo las cuales se finiquita las obras y actividades respectivas 
por parte de la MUNICIPALIDAD, en cumplimiento de las condiciones establecidas en el 
presente Convenio.  

 
6. El plazo estimado para el cumplimiento del diseño y construcción de las obras del 

alcantarillado pluvial, el sistema de retención de pluviales alternativo e integrado al parque 
ambiental ecológico es de 8 meses a partir de la firma del presente documento. 

 
7. El visado de los planos de catastro donde se localizan las cuatro casas propiedad de la 

EMPRESA, podrán formalizarse en la MUNICIPALIDAD como segregación en cabeza propia 
de la finca 180290 del partido de Heredia y que corresponde al objetivo 2 del presente 
Convenio o Carta de Intensiones por intermedio de la Unidad de Catastro, una vez firmado 
el Compromiso de Intensiones y firmada la escritura de traspaso del primer terreno 
correspondiente al área publica a favor de la Municipalidad y previa revisión de la Dirección 
Técnica Operativa y Desarrollo Urbano y la Dirección Jurídica.  

 
QUINTA: ESTIMACIÓN: Dado el contenido del presente convenio y los aportes que se darán por 
las partes, se considera el mismo de naturaleza inestimable. 

 



 

 

 

SEXTA: DISPOSICIONES FINALES.  Estando ambas partes de acuerdo, firmamos en la Ciudad 
de San Antonio de Belén, el día      de diciembre del año dos mil diecisiete. 

 
   

 
EMILIO BAHARET SHIELDS 
Cédula de identidad número 8-070048 
Por   CONDOMINIOS BELEN LUXURY 
SOCIEDAD ANONIMA 
 

  
Horacio Alvarado Bogantes  
Cédula de identidad 4-124-551  
Por la MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

              
Aut. Notario Público:  Las firmas autenticadas se estamparon en mi presencia. Mi firma 
corresponde a la inscrita en el Registro Nacional de Notarios y fue plasmada con mi puño y letra 
al momento de realizar el acto de autenticación notarial 

 

LA COMISION DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL: PRIMERO: Avalar el oficio DJ-431-2017 donde remiten escritura y compromiso de 
intenciones a suscribir con el representante de la empresa Condominios Belén Luxury Sociedad 
Anónima SEGUNDO: Autorizar al alcalde a la firma de ambos documentos. TERCERO: Dejar sin 
efecto todos aquellos acuerdos que se opongan al presente.  
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, manifiesta que estuvo presente en la reunion de la 
comisión  y se le hizo la consulta a la parte técnica de cual era el plazo para la Municipalidad para 
hacer los trabajos pero al parecer la Municipalidad no tiene un plazo para hacerlos  y cree que lo 
más conveniente es ponerle un plazo a los trabajos que tiene que hacer el municipio y en sector 
hay un problema grande inundaciones y cortes de agua en distintos lugares y van a dar en ese 
sector.  Considera tambien que entregar  este terreno va a ser un área pública que va a quedar 
encerrada porque no hay un buem acceso y por eso no va a votarlo.   
 
EL Regidor Suplente Juan Luis Mena justifica su voto negativo al desconocer el caso.  
 
El Regidor Propietario José Luis Venegas se abstiene de votar. 

 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Elena 
González, Gaspar Rodriguez Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Maria Antonia 
Castro, Juan Luis Mena:  PRIMERO:  Avalar el dictamen de la Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el 
oficio DJ-431-2017 donde remiten escritura y Compromiso de Intenciones a suscribir con el 

representante de la Empresa Condominios Belén Luxury Sociedad Anónima.  TERCERO:  
Autorizar al Alcalde a la firma de ambos documentos.  CUARTO:  Dejar sin efecto todos 
aquellos acuerdos que se opongan al presente.  

 
CAPÍTULO VI 

 
MOCIONES E INICIATIVAS 

 



 

 

 

ARTÍCULO 13.  Se conoce Moción de la Regidora María Antonia Castro. 
 
Los Regidores Maria Antonia Castro y Luis Zarate presentamos la siguiente moción fundamentados 
en los acuerdos que tomo este Concejo Municipal el pasado 4 de octubre del año 2016, Artículo 27 
del Acta 57-2016, y el Articulo 26 del Acta 68-2017 del pasado 21 de noviembre del 2017, los cuales 
se encuentran firmes y vigentes para la adquisición de terrenos de Interés Público para la ampliación 
vial de Calle las Monjas, siendo este un proyecto que requiere la comunidad y necesario para 
conformar la trama vial de los cuadrantes de la Ribera, proponemos el siguiente acuerdo a este 
Honorable Concejo Municipal: 
 
PRIMERO:  Proceda la administración  con el trámite de modificación interna de la Meta DIT-03 por 
132,731,519.01 avalados en Artículo 26 del Acta 68-2017, a efectos de pasar de ese Fondo de 
adquisición de terrenos de interés público a la Adquisición de terrenos de interés público para la 
ampliación de la Calle las Monjas y otros , producto de su  remanente.  SEGUNDO:  Una vez 
cumplido el punto uno anterior, proceda la administración mediante expropiación para la compra del 
terreno según plano de catastro H-1911381-2016, parte de la finca 115833 propiedad de la 
Asociación Hermanas Terciarias Capuchinas SGF y plano de catastro H-1934713-2016, parte de la 
finca 34552 propiedad de ARDERA DRK SOCIEDAD ANONIMA.  TERCERO:  Que se autorice al 
Alcalde a realizar las acciones útiles y necesarias para la inscripción de la anotación de la 
declaratoria de interés público de ambas propiedades en el registro público.  CUARTO:  Que se 
considere la compra de los terrenos citados en el presupuesto existente de la meta de adquisición de 
terrenos de interés público del Presupuesto vigente 2017 y se comprometa los recursos necesarios 
en el actual periodo a efectos de continuar con el trámite de la compra de interés a partir de enero 
2018.  QUINTO:  Una vez que se complete el expediente administrativo proceda la administración 
con la remisión de la documentación a la notaría del estado para la compra de los terrenos de 
interés citados y se autoriza a la Alcaldía Municipal para la firma de las escrituras correspondientes. 
SEXTO:  Informar a este Concejo del avance y finiquito de este acuerdo. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, explica hay dos acuerdos tomados por el Concejo uno 
de hace dos años y otro que fue haces unos meses y corresponden a acuerdos que tiene que ver 
con la compra de terrenos de interés público entre ellos los del Fresh Market, los que viven en La 
Ribera saben que cuando hay accidentes en la General Cañas se vuelve intransitable y en esa calle 
en particular hay dos postes metidos en media calle y en el acuerdo de noviembre se pasó una plata 
a un fondo y esa es la idea de la Moción pasar la plata a esta meta para que se puedan adquirir los 
terrenos. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, determina que  ya se declaró de interés público y los avalúos 
estaban hechos por lo que no se requiere ninguna Moción lo que se requiere aceptación de las 
Monjas  que están de acuerdo y de momento no lo pueden hacer porque tiene dos deudas y se está 
esperando la carta de esto pero hay otras propiedades que son también importantes como las de la 
ampliación de la calle de Almosi que ya están listos los avalúos  y lo que nosotros iban a presentar 
hoy es la modificación de los cien millones para comprar esas tres propiedades pero como el tiempo 
no da y se sacó y la Notaria del Estado cierra el viernes y no es necesario la Moción porque los 
tramites se están haciendo y en la primera modificación del próximo año  se va a pasar ese dinero. 
 



 

 

 

El Regidor Propietario Gaspar Rodríguez siente que el espíritu de la Moción es el mismo del Alcalde 
y  que se cambie a la meta para que el próximo presupuesto se pueda utilizar. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, indica que la Moción dice que queda para  el 2018 y 
que se pase la plata a esa meta y le agradece mucho al Alcalde por la información y pregunta si van 
a quitar los dos postes de esa calle.  
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas pregunta al Alcalde que cuanto es lo que miden esos 
terrenos de la CCSS. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, expresa que va a traer la información para darle los datos 
correctos.  
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar la Moción presentada. SEGUNDO:  
Proceda la Administración  con el trámite de Modificación Interna de la Meta DIT-03 por 
132,731,519.01 avalados en Artículo 26 del Acta 68-2017, a efectos de pasar de ese Fondo de 
adquisición de terrenos de interés público a la Adquisición de terrenos de interés público para la 
ampliación de la Calle las Monjas y otros , producto de su  remanente.  TERCERO:  Una vez 
cumplido el punto uno anterior, proceda la administración mediante expropiación para la compra del 
terreno según plano de catastro H-1911381-2016, parte de la finca 115833 propiedad de la 
Asociación Hermanas Terciarias Capuchinas SGF y plano de catastro H-1934713-2016, parte de la 
finca 34552 propiedad de ARDERA DRK SOCIEDAD ANONIMA.  CUARTO:  Que se autorice al 
Alcalde a realizar las acciones útiles y necesarias para la inscripción de la anotación de la 
declaratoria de interés público de ambas propiedades en el registro público.  QUINTO:  Que se 
considere la compra de los terrenos citados en el presupuesto existente de la meta de adquisición de 
terrenos de interés público del Presupuesto vigente 2017 y se comprometa los recursos necesarios 
en el actual periodo a efectos de continuar con el trámite de la compra de interés a partir de enero 
2018.  SEXTO:  Una vez que se complete el expediente administrativo proceda la Administración 
con la remisión de la documentación a la Notaría del Estado para la compra de los terrenos de 
interés citados y se autoriza a la Alcaldía Municipal para la firma de las escrituras correspondientes. 
SETIMO:  Informar a este Concejo del avance y finiquito de este acuerdo. 
 
ARTÍCULO 14.  Se conoce moción del Regidor Propietario Gaspar Rodríguez. 

 
Considerando que: 
 

1-En el decreto 40422 impuesto por el presidente L.G. Solís y seis de sus ministros si está 
incluida la Ideología de Género ya que en el aparecen, en el capítulo II, artículo 7, cerca de doce 
definiciones de términos referentes a esta. 
2-Se afirma que las sexualidades el fruto de la educación y de las convenciones sociales. 
3-Que el sexo le es asignado al nacer, que no es ni femenino, ni masculino sino que es neutro 
(gender). 
4-Que el niño puede escoger a elegir masculino o femenino. 
5-Que nada tiene que ver la biología. 



 

 

 

6-Ya aquel término científico de que el cromosoma xx define a la mujer y que el xy al hombre, ya 
no cuenta. 
7-Que lo que manifiesta la palabra de Dios: Genesis 1-27 “Dios creo al hombre a su imagen, a 
imagen de Dios los creó, macho y hembra los creó”. Tampoco cuenta. 
8-Que en las guías sexuales llamadas “Educar para una nueva ciudadanía” para el curso lectivo 
del 2018, se impondrá a nuestros niños y adolescentes este tipo de enseñanza (ideología de 
género). 
9-Que como manifiesta doña Nidia Ma. Jimenez Vásquez del PAC se llama a los alumnos de  
décimo año “a la fiesta de las relaciones sexuales genitales y coitales”. 
10-Que esto no es ni más ni menos que hedonismo puro. 
11-Que esto también es la secularización total. 
12-Que es, sacar de una vez por todas a Dios de la educación. (Ateismo puro). 
 
Por tanto propongo: 
 
1-Una vez más: enviar nota en contra y en repudio y de protesta al señor Presidente don L.G. 
Solís y a los seis ministros que firmaron este decreto. 
2-Que estamos totalmente en contra de estas guías, se impongan a nuestros niños y 
adolescentes. 
3-Se solicite la inmediata renuncia de la señora Ministra de Educación Sonia Marta? 
4-Sea esta enviada al presidente de la República a sus ministros y a todas las Municipalidades 
de todo el país. 
 
El Regidor Propietario Gaspar Rodríguez indica que le extraña que la compañera Maria Antonia 
estuvo de acuerdo la primera vez que presento la Moción y todos los compañeros lo aceptaron 
como cierto y que el compañero Luis Zarate en una forma muy enérgica dijo que la ideología de 
género no existe y que es un invento de algunos partidos políticos y de la iglesia conservadora 
pero al mismo tiempo que dice que no existe dice que si existe y eso es una invención de los 
partidos de izquierda, algunos compañeros dijeron desconocer el asunto pero yo les mande 
varios documentos sobre esto.  
  
El Regidor Suplente Luis Zárate agradece a Gaspar que se tomara el tiempo de buscar en el acta 
anterior lo que había comentado sobre el tema para investigar, explica  que la ideología de 
género es un discurso político  y que fue un término usado alla por mediados de siglo por 
movimientos de izquierda pero que posteriormente su uso fue dejado de 
lado, décadas después el Papa Ratzinger trajo a colación el tema y a partir de ahí los grupos 
conservadores tanto católicos como cristianos se han apropiado de este término para dar la 
batalla a ciertos derechos que reclaman las personas diversamente sexuales y ahora en Costa 
Rica es un caballo de batalla que están usando contra la guía sexual del MEP que por demás son 
más que necesarias porque no podemos negar que los jóvenes tienen relaciones sexuales,  es 
necesaria una educación sexual que sea abierta, clara y decidida y por eso apoyamos las guías 
de educación sexual. Comparte un comentario de Juan Carlos Hidalgo “La guerra contra la 

“ideología de género” es una treta que le ha caído como anillo al dedo a políticos demagogos”.  
 



 

 

 

La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro expresa que cuando hizo el comentario había 
escuchado la ideología de género y sigue pensando que esta existe y que no está bien por lo que 
anteriormente he comentado, en la segunda vez que Gaspar presentó la moción había leído el 
decreto y lo que hace mención ese decreto es a no marginar y no hacer de lado a las personas 
diversas.  
 
El Regidor Propietario Gaspar Rodríguez explica que en el año 2005 se emitió otro decreto 38999 
que declara a la Presidencia de la Republica y a los Ministros como instituciones libres de 
discriminación hacia la población sexualmente diversa y en eso la Iglesia no tiene ningún 
problema y yo tampoco y resulta que dos Argentinos que escribieron el libro de la Nueva 
Izquierda dicen que la ideología de género es una máscara de las tantas de la izquierda donde 
había tendencias como:  ecologismo, indigenismo y culturalismo así es que esto no es ni más ni 
menos que otro caballito de batalla donde se monta esto; si toma como esto para generar 
fracturas en la sociedad porque es donde opera la izquierda. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas determina que lo ha venido leyendo todo esto y lo ha 
entendido de una manera diferente y debería de existir el respeto porque todos lo vemos de 
diferentes formas es un asunto muy abierto y no se complica diciéndole a los que sacaron a 
relucir el tema si están equivocados o no.  

 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Elena 
González, Maria Antonia Castro, Jose Luis Venegas Y UN VOTO EN CONTRA DEL 
REGIDOR Gaspar Rodriguez:  Rechazar la Moción planteada. 

   
CAPÍTULO VII 

 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 
ARTÍCULO 15.  Se conoce el Oficio 14405-2017-DHR-(CV), Expediente No.158353-2014-SI 
LAB de MSc. Montserrat Solano, Defensora de los Habitantes, correspondencia@dhr.go.cr.  La 
Defensoría de los Habitantes de la República recibió una queja el 28 de mayo del 2014 del señor 
Fernando Loría Porras, en la que concretamente manifestó lo siguiente:  “Desde hace varios 
años, especialmente desde que se implementó la zona industrial en Alajuela, vecinos de la 
comunidad de Ciruelas se han visto perjudicados por inundaciones y contaminación, 
provenientes de las aguas del Río Siquiares. Tan es así, que la empresa Dos Pinos fue 
condenada por verter aguas insalubres en este río y hay otras empresas a las que no se les ha 
dado seguimiento. Actualmente nos encontramos muy preocupados, porque sumado a lo 
anterior,  se realizan inmensos proyectos como son la construcción de unas Mega-bodegas 
ubicadas al costado oeste de Industrias Ibérico en Ciruelas, y el Residencial “Málaga El Roble” 
en el Roble, ubicado 300 metros norte del súper los Naranjos y que consta de 150 casas.  
 
Todas las aguas pluviales, residuales y hasta las aguas negras, tienen como destino de desagüe 
el Río Siquiares. Esto implica que el caudal de este río subirá insosteniblemente, lo que lo hará 
colapsar más, perjudicando a toda nuestra comunidad, especialmente a los vecinos que habitan 
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cerca del río, entre ellos los que se ubican de 100 a 150 metros al norte del parque de Ciruelas. 
Se destaca que prácticamente todos los vecinos afectados habitan en la zona indicada, desde 
antes que se autorizara la creación de la zona industrial.  Es por esto que apelamos a ustedes 
para que obliguen a la Municipalidad de Alajuela, al MINAET, al Ministerio de Salud y al 
INCOFER, para que antes de otorgar los permisos para la construcción del Residencial “Málaga 
El Roble” y de otros proyectos cuya vía de desagüe de aguas sea el Río Siquiares, se realicen los 
estudios necesarios y se tomen las medidas pertinentes para evitar perjuicio a los habitantes de 
Ciruelas.  ¿Podrían ustedes vivir y dormir tranquilos si vivieran en esta zona? Sabemos que harán 
lo correcto para ayudarnos.” 

 
Admitida la queja para su investigación y estudio, se le solicitó al Alcalde Municipal de Alajuela, 
el señor Roberto Thompson Chacón (Oficio N° 07334-2014-DHR), la presentación del informe 
de ley. El Informe lo suscribió el mismo Alcalde; quién dio respuesta formal mediante el  Oficio 
MA-A-1743-2017 de 22 de mayo de 2017, luego del intercambio de varios documentos al interior 
de la Corporación Municipal para dar respuesta tardía a lo solicitado por la Defensoría y hasta 
que se hicieron solicitudes informales para que se enviara el Informe de Ley. La respuesta a la 
Defensoría se dio luego de haber prevenido al señor Alcalde; llegado a la Corporación sin previo 
aviso y requerido la información necesaria para poder cumplir con las funciones encomendadas 
a la Defensoría, y luego de haber  realizado las gestiones para que se llevara a cabo una 
inspección al lugar de interés con funcionarios de la misma Municipalidad de Alajuela.  

 
Se tuvo que acudir a todas esas acciones para lograr obtener la información requerida y por la 
falta de apego del señor Alcalde de Alajuela, a lo establecido en la Ley y el Reglamento de la 
Defensoría, de enviar el Informe de Ley respectivo una vez recibido el Oficio N° 07334-2014-
DHR. Luego de realizada la inspección fue el Subproceso de Gestión Ambiental de la 
Corporación Municipal, quién mostró disposición para el envío de información adicional a la 
Defensoría. A continuación se transcribe lo señalado en el Oficio enviado por la Municipalidad de 
Alajuela.   

 
Oficio MA-A-1743-2017 de 22 de mayo de 2017.  “El Msc. Félix Angulo Marques Coordinador del 
Subproceso de Gestión Ambiental realizó inspección al sitio de interés en compañía de la Sra. 
Lorelly Arce de la Defensoría de los Habitantes, y mediante oficio MA-SGA-161-2017 brindó 
informe a la Alcaldía Municipal en los siguientes términos: 
1. La visita se realizó en compañía del Lic. Guillermo Alfaro de Servicios Jurídicos, a la casa del 
Sr. Loría, con el fin de determinar el problema que denunciaba y se pudo constatar que su 
vivienda se encuentra invadiendo el Área de Protección (AP) del Rio Siquiares, por lo que se 
debe notificar sobre esta situación por parte del Proceso que corresponda. Igualmente se 
visitaron otros vecinos aledaños a su propiedad, presentando igual situación. 
2. En las visitas se pudo escuchar la declaración del señor Loría y otros vecinos, donde 
manifestaron que en horas de la noche y madrugada, existen malos olores en el río producto 
aparentemente de descargas que hacen en el mismo aguas arriba. 
3. Se realizó visita al sitio de desfogue de la Planta de Tratamiento de la Dos Pinos y se pudo 
corroborar la calidad de agua que se estaba saliendo de la PTA, así mismo se pudo constatar, la 
coloración del río aguas arriba. 



 

 

 

4. A petición del Sr. Loría, vistamos la Urbanización Málaga El Roble, donde aparentemente se 
realizan descargas ilegales al río, contaminándolo. En el sitio se pudo constatar que esta 
urbanización cuenta con Tanques sépticos, por lo que es imposible dichas descargas.  
5. Durante el recorrido en el cauce del río, se logró observar un trabajo que realiza la Empresa 
Corten, a la altura de la autopista San Ramón- San José, cercano al Complejo Wilmer López, 
donde se llevaron a cabo modificaciones aparentes al cauce, desviándolo aguas abajo, por lo que 
se recomienda investigar las razones de este trabajo y la autorización correspondiente, por parte 
del Ente Municipal. 
Cabe indicar que sobre los puntos 1 y 5 del informe suscrito por el Msc. Félix Angulo Marques, la 
Alcaldía Municipal mediante oficio MA-A-l743-2017 le remitió el asunto al Proceso de 
Planeamiento y Construcción, así como Control Fiscal y Urbano con el fin de que se verifique la 
existencia de permisos municipales y la notificación de las presuntas invasiones al Área de 
Protección, y las aparentes modificaciones al cauce señaladas.  Se adjunta copia del oficio 
mencionado y demás documentación aportada por el Subproceso de Gestión Ambiental.” 
 
El Proceso de Gestión Ambiental de la Municipalidad de Alajuela envió antes del oficio MA-A-
1743-2017 de 22 de mayo de 2017, el oficio N° MA-SGA-160-2017 de 2 de mayo de 2017, 
mediante el cual adjuntó disco compacto y ampo conteniendo la información correspondiente al 
Río Siquiares y al caso del señor Fernando Loría Porras, la cual incluyó: Diagnóstico de la 
Calidad el agua del Río Siquiares. Marzo 2006; Diagnóstico biofísico de la Cuenca del Río 
Siquiares. Noviembre de 2007; Estudio hidrogeológico de la Cuenca del Río Siquiares. 
Diciembre de 2009; caso del señor Fernando Loría; sentencia 00675-F-2007, Expediente 02-
000682-0163-CA. Septiembre de 2007; labores realizadas por SINAC-Alajuela para la 
conservación del Río Siquiares. Sin Fecha; mapas correspondientes a la Cuenca del Río 
Siquiares, sin Fecha; Plan de Acción 2017. Microcuenca Siquiares. Comisión para la Gestión 
Integral de la Cuenca del Río Grande Tárcoles.  

   
La Defensoría contó además con la siguiente información: 

 
1.- Voto 2001-01882 de marzo de 2001 contra el Ministerio de Salud y la Cooperativa Dos Pinos. 
Declarado con lugar y condenada dicha empresa al pago de las costas, daños y perjuicios. Se 
indicó que aunque existen otras causas contaminantes del río Siquiares, la forma en que operó 
la planta de elaboración de productos lácteos agravó la contaminación de dicho río. 

 
2.- Acción de Inconstitucionalidad Exp 05-002584-0007-CO  de 28 de junio de 2006, contra 
Decreto Ejecutivo  N° 311756-MINAE “Reglamento de Creación del Canon Ambiental por 
Vertidos”; la cual se declaró parcialmente con lugar, en consecuencia se anuló  el artículo 11 de 
dicho Decreto,  por violación al principio de caja única; en lo demás la acción se declaró sin lugar 
y con ello el Reglamento es de aplicación.  

 
3.-Recurso de Amparo Exp 04-008123-0007-CO Res. N° 2007-05894 de abril de 2007 (conocido 
como Voto Garabito) en el que se ordenó a varios entes públicos y 34 Alcaldes municipales 
(incluida la de Alajuela). En esta resolución la Defensoría de los Habitantes solicitó que se le 
tuviera como coadyuvante a favor del recurrente y fundamentó tal solicitud en una serie de 



 

 

 

razones que tenían como base su experiencia en el recibimiento de quejas en la Cuenca del río 
Grande Tárcoles.  

 
4.- Copia de “Informe Final Recurso de Aguas Superficiales y Subterráneas con énfasis en las 
principales Cuencas hidrográficas. Decimotercer Informe Estado de la Nación en Desarrollo 
Humano Sostenible.” de 2007.  Informe en el que se indicó en lo de mayor interés sobre la 
Cuenca del Río Grande Tárcoles lo siguiente: “La Cuenca del Río Grande de Tárcoles continúa 
siendo la de mayor deterioro en contaminación desde el punto de vista orgánico y microbiológico 
del país. Este argumento ha sido utilizado desde la década de los 80’s, más sin embargo, las 
autoridades nacionales no le han dado la importancia del caso, y la contaminación se mantiene a 
vista y paciencia de toda la población del país. Mucho de esto se debe a la falta de planificación 
urbana y al incumplimiento de la normativa ambiental y de aguas existente en el país. 
Urbanizaciones, casas aisladas, industrias y actividades agrícolas ubicadas en sitios no aptos, 
con alta vulnerabilidad y sin implementar medidas adecuadas de mitigación. De ahí que el riesgo 
aumenta y está latente de muchas maneras.”  El destacado no es del original 

 
En dicho Informe Final de Aguas se señaló que según el Estudio Ecológico de las Enfermedades 
de Transmisión Hídrica en la Cuenca Hidrográfica Superficial del Río Grande de Tárcoles1, la 
población que habita en la meseta de la Cuenca del Río Grande de Tárcoles tiene cerca del 30 
% más probabilidad  de enfermar. 
 
5.- Copia de misiva de la Asociación de Desarrollo Comunal de Ciruelas de Alajuela del 23 de 
abril de 2014 dirigida a la Comisión Nacional de Emergencias, en la que le solicitó que para 
evitar las inundaciones de que eran objeto los vecinos del río Siquiares se proceda al dragado o 
se amplié su cauce.   

 
6.- Copia de misiva de la Asociación de Desarrollo Comunal de Ciruelas de Alajuela del 20 de 
mayo de 2014 dirigida al INCOFER, en la que le indicó que se estaban instalando tuberías en el 
derecho de vía para dirigir aguas de desarrollos inmobiliarios e industriales al río Siquiares, lo 
cual contribuiría a las inundaciones que se habían suscitado en las comunidades de Ciruelas de 
Alajuela.  

 
7.- Documento con fecha 21 de mayo de 2014 en el que consta cantidad de firmas de vecinos 
que suscribieron la queja que se envió a la Defensoría.  

 
8.- Copia de Oficio DR-1147-SM-2014 de 18 de junio de 2014 mediante el cual la Secretaria del 
Concejo le transcribió al Alcalde Municipal el artículo 8 Cap. XI de la Sesión Ordinaria N° 23-
2014 del 10 de junio de 2014, según el cual los vecinos de Ciruelas indicaron que desde la 
implementación de la zona industrial se han visto perjudicados con inundaciones y 
contaminación provenientes del río Siquiares. Se planteó que la empresa Dos Pinos fue 
condenada  por verter aguas insalubres al río y también hay otras empresas a las que se les ha 

                                                 
1  Chamizo, H.A. y Mora, D. 2007. Estudio Ecológico de las Enfermedades de Transmisión Hídrica en la Cuenca Hidrográfica 
Superficial del Río Grande de Tárcoles 



 

 

 

dado seguimiento. Se indicó en el acuerdo que “se resuelve trasladar el asunto a la 
administración  para que se pronuncie en un plazo de 15 días.”   

 
Nota. Este oficio fue enviado por la Municipalidad de Alajuela adjunto al Oficio N° MA-SGA-160-
2017 de 2 de mayo de 2017. 

 
9.-Copia de Oficio de la Municipalidad de Alajuela N° MA-328-SGA-2014 de 10 de julio de 2014, 
suscrito por el Subproceso de Gestión Ambiental y dirigido a la Alcaldía Municipal,  en el que se 
hizo referencia al proyecto urbanístico “Málaga El Roble”. 

 
10.-Informe de la Contraloría General de la República No. DFOE-AE-IF-14-2014 de 10 de 
diciembre de 2014, de Carácter Especial “Acerca del cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la normativa para el resguardo de las áreas de protección  de los ríos ubicados 
en la Gran Área Metropolitana.”  Son conclusiones de dicho Informe las siguientes: 

 
“3. CONCLUSIONES  
3.1. El ordenamiento jurídico otorga al Estado la relevante función de velar por las áreas de 
protección de los ríos, atribuyendo al INVU la función de efectuar los alineamientos de estas 
áreas, a las municipalidades otorgar los permisos de construcción y al SINAC implementar las 
competencias de la Ley Forestal. Sin embargo, el accionar de estas instituciones relativas a las 
áreas de protección de los ríos Cañas, Siquiares, Uruca, Toyogres y Torres en su recorrido por la 
GAM, resultan insuficientes para lograr a cabalidad la finalidad de protección encomendada.  
3.2. En este sentido, la Contraloría General determinó la existencia de 31,73 hectáreas sin 
cobertura arbórea, de las cuales 6,22 hectáreas tienen edificaciones y cultivos, que evidencian 
invasiones u ocupaciones que eventualmente tienen efectos significativos sobre el ambiente y la 
salud de la población. En general, esta situación se fomenta ante la falta de una política de 
Gobierno que permita priorizar las acciones del SINAC, el INVU y las municipalidades, de forma 
que se de efectivo resguardo de las áreas de protección de los ríos de cita, y ante la débil 
coordinación institucional para identificar y recuperar las áreas en las cuales puede existir 
invasión.  
3.3. Por otra parte, se suma a los elementos que hacen vulnerables las áreas de protección de 
los ríos Cañas, Siquiares, Uruca, Toyogres y Torres casos en los cuales la falta de conocimiento 
de las recomendaciones vinculantes emitidas a las municipalidades mediante los informes 
técnicos de vulnerabilidad de la CNE, incrementa el riesgo de tomar decisiones sobre permisos 
de construcción en zonas que presenten amenazas naturales. Además, preocupa que en algunos 
casos el INVU haya emitido alineamientos imprecisos de estas áreas, con base en cartografía 
desactualizada y sin apoyo de herramientas tecnológicas, considerando que el país cuenta con 
cartografía más actualizada.  

3.4. Es por ello, que la integración de los esfuerzos de las instituciones del Estado en el 
resguardo de las áreas de protección de los ríos, resulta relevante para lograr mayor eficacia y 
eficiencia en la protección de esas zonas, y un mayor impacto en la mitigación de riesgos y la 
protección al ambiente y la salud.”  El destacado no es del original  
 



 

 

 

11.- Copia de Oficio  de la Municipalidad de Alajuela MA-SCM-0980-2016 de 7 de junio de 2016  
en cual textualmente se indicó lo siguiente:  Para los fines legales correspondientes, le transcribo 
y notifico artículo No. 14, Cap. y de la Sesión Ordinaria N° 22-2016 del 31 de Mayo del 2016. 

 
ARTICULO DECIMO CUARTO: Moción a solicitud de Sr. Rafael Arroyo Murillo, avalada para su 
trámite por Licdo. Denis Espinoza Rojas, CONSIDERANDO QUE:  
 
1. Que una vez más, ahora en los primeros días del mes de mayo apareció nuevamente 
contaminado el Río Siquiares donde varios vecinos de la comunidad mostraron en las redes 
sociales mediante fotografías y videos la suciedad del río en mención y la gran cantidad de peces 
muertos debido a la gran contaminación.  
 
2. Dicho río nace en el Roble de San Antonio de Alajuela y las aguas corren de este a oeste 
pasando por un costado el centro de Ciruelas, continúa el cauce, pasa por Turrúcares donde se 
une con el río Alajuela. 
 
3. La contaminación  comienza en él propio sector donde nace el río, ya que la gran cantidad de 
empresas de la Zona Franca tienen el desfogue de las aguas sobre este río, aguas que caen ya 
contaminadas. 
 
4. Así mismo los desarrolladores de proyectos de vivienda que inclusive con permiso Municipal, 
para llevar dichas construcciones, echan no sólo la gran cantidad de desfogue de aguas 
contaminadas, sino también otras porquerías que fácilmente tiran  a este río. También desde 
hace mucho tiempo se anunció al Ministerio de Salud y otras Instituciones, que algunos vecinos 
de Ciruelas echan las aguas negras al río en mención.  
 
5. Es relevante indicar que las empresas: Cárnicas  de Costa Rica, Tun Atún, Solaza, Pollo Rey y 
otras más, tienen los desfogues para ese río, descargando  así todas las porquerías y quedando 
este río totalmente contaminado. Ahora bien sobre el cauce y en algunas partes, hasta dentro del 
río están las nacientes ya captadas, que abastecen de agua potable a las comunidades de 
Turrúcares San Miguel, San Miguel, Cebadilla y La Garita. La mayoría de las veces que este río 
crece el agua pasa por encima de los tanques de captación y abastecimiento de agua potable, 
motivo por el cual el agua llega a las casas contaminadas, a tal extremo que los habitantes tienen 
que acudir en busca  de atención médica.  Aunado a ello, a orillas del río queda la secuela de 
deshechos no tradicionales que no logró arrastrar el agua y la cantidad de peces muertos. Así 
mismo los químicos que estas empresas echan a este río, se levantan en un espumarajo que 
queda pegado en las ramas de los árboles y las barandas del Puente de este río, POR TANTO 
SE ACUERDA: Que este Concejo Municipal solicite al señor Alcalde, girar instrucciones a los 
departamentos que les corresponde entre ellos: Control Constructivo y Control Planificación 
Urbana, Alcantarillado  Pluvial, Acueducto Municipal, Alcantarillado Sanitario, Gestión Ambiental y 
desechos Sólidos. Con el objetivo de que estos departamentos realicen el estudio 
correspondiente y se proceda como a derecho corresponde en un plazo no mayor a diez días 
hábiles. Así mismo que este acuerdo sea llevado al Ministerio de Salud, a MINAE, SETENA, La 
Dirección de Aguas, SENARA y La Defensoría de los Habitantes. Los Turrucareños esperamos 
que con este acuerdo de una vez por todas se brinde solución a este grave problema. Concejo de 



 

 

 

Distrito de Turrúcares, Asociación de Desarrollo Integral de Turrúcares, Asociación de Desarrollo 
Específica de Cebadilla de Turrúcares, Dr. Luis Efrén García Briceño. Presidente de la ASADA 
Los Llanos de Garita”. El destacado no es del original 
 
12.- Documento digital sin fecha enviado por la Municipalidad de Alajuela a la Defensoría 
titulado:  Propuesta de un Plan de Manejo de la Cuenca, dirigido a la recuperación de la 
microcuencia del río Siquiares, el cual tiene como fin la formulación del plan de manejo de dicha 
microcuenca. 
         
13.- Copia de Oficio N° MA-AAM-258-2016 de 9 de agosto de 2016 del Proceso de Acueducto y 
Alcantarillado Municipal, en el que se indicó que con respecto a la preocupación por la 
contaminación de las nacientes dada la contaminación del río Siquiares, se informó que debido a 
creciente del río el mes de mayo de 2016 se introdujeron las aguas de éste a tuberías que 
llegaban al tanque de captación; situación que se resolvió dejándolas fuera de servicio  y 
limpiando el tanque de captación.  
 
14.-  Copia de oficio N° MA-SGA-161-2017 con fecha 2 de mayo de 2017 referente a la visita 
que se hizo en compañía de la funcionaria de la Defensoría y en los mismos términos indicados 
en el Oficio MA-A-1743-2017. 

 
15.- Oficio N° MA-A-2204-2017 del 22 de junio de 2017 suscrito por la Alcaldía Municipal y 
dirigido al Proceso de Control Fiscal y Urbano y al Subproceso Obra de Inversión Pública.  “Con 
relación a la denuncia interpuesta por la Defensoría de los Habitantes (Femando Loría Porras 
Expediente # 158353-20l4-SI) referente a problemas de inundaciones y contaminación en el Río 
Siquiares, respecto a lo constatado por el Msc. Félix Ángulo de viviendas que se encuentran 
invadiendo el Área de Protección (AP) del río Siquiares y trabajos realizados por la Empresa 
Corten, a la altura de la autopista San Ramón-San José, cercano al complejo Wilmer López que 
en apariencia son modificaciones aparentes al cauce, desviándolo agua abajo, se recibieron en 
la Alcaldía Municipal los siguientes oficios: 
 
Copia del oficio MA-PCFU-882-2017 remitido al lng. Kasey Palma Coordinador del Subproceso 
de Obras de Inversión Pública, mediante el cual el Proceso de Control Fiscal y Urbano le solicita 
un informe de topografía por supuestas invasiones a la zona de protección del rio. 
 
Oficio MA-PPCI-0290-20l7 suscrito por el Ing. Roy Delgado Alpízar quien señala que consultado 
el Departamento de Control Constructivo no existe a la fecha registro de haber otorgado ningún 
permiso de modificación del cauce del Rio Siquiares, por lo que, según dicha información a la 
vista, la empresa en cuestión ha actuado por cuenta propia sin el visto bueno de la Municipalidad. 
Cabe añadir que de concederse algún permiso para desviación del cauce del río, el mismo debe 
contar previamente con las autorizaciones respectivas giradas por el MINAE. 
 
En virtud de lo anterior, con instrucciones del Señor Alcalde, les solicito respetuosamente:  Al Ing. 
Kasey Palma: brindar respuesta al Proceso de Control Fiscal y Urbano a la mayor brevedad 
posible, a fin de proceder con las notificaciones correspondientes.  A la Licda. Silvia Herrera: 
realizar inspección al sitio, y de conformidad con lo citado por el Ing. Roy Delgado Alpízar 



 

 

 

proceder con las notificaciones respectivas a la empresa que realiza desviación del cauce del rio, 
verificando que no cuente con los permisos correspondientes.” 
 
16.- Documento digital enviado por la Municipalidad de Alajuela en el que consta que en la 
Sesión Ordinaria de la Municipalidad de Alajuela N° 23-2017 de 6 de junio de 2017, se nombró 
al señor MSc. Félix Angulo y a la MSc. Laura Alfaro González ante la Comisión Integral de la 
Cuenca del Río Tárcoles. Se indicó en el documento “dentro del marco del Decreto Ejecutivo N° 
38071-MINAE fue creada la Comisión para la Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de 
Tárcoles (CGIC-Tárcoles) a fin de generar una instancia gestora para asegurar el cumplimiento 
con lo ordenado en la Resolución N° 5894-07 de la Sala Constitucional mejor conocida como 
Voto Garabito. En ese sentido y específicamente dentro del ámbito municipal, adquirimos la 
responsabilidad de tomar las medidas necesarias para proteger el ambiente, a fin de evitar 
grados de contaminación (…) uso desmedido o inadecuado de los recursos naturales, que 
pongan en peligro la salud de los administrados; esto en lo que respecta a su jurisdicción 
territorial.”   
 
17.- La Municipalidad de Alajuela envió documentos digitales organizados en carpetas, 
referentes a la identificación de las áreas de protección del río Siquiares; al programa de 
responsabilidad y educación ambiental; conteniendo información sobre las obras de mejoras en 
plantas de tratamiento de aguas residuales;  con los formularios que utiliza la municipalidad para 
registrar información de las actividades de reforestación y para caracterizar áreas de protección 
de cuerpos de agua superficiales; con información del río Siquiares; con el “Informe de Acciones 
Realizadas en Cumplimiento de la Resolución N° 2007-05894 (Voto Garabito)”  de 2016; con el 
“Plan de Acción de la Municipalidad de Alajuela”  y el Plan de Acción Alajuela 2017 ajustado al 
Plan General de la Comisión CGICRGT 2017,   y también conteniendo información sobre temas 
para realizar trabajo comunal universitario y tesis.  

 
Además, como parte del proceso de investigación de la queja, se realizaron las siguientes 
gestiones: 

  
1.- Las gestiones indicadas y realizadas después de admitida la queja por la Defensoría de los 
Habitantes a fin de lograr respuesta de la Municipalidad de Alajuela. 
 
2.- La funcionaria de la Defensoría a cargo del caso, señora Lorelly Arce Badilla, conversó en 
varias ocasiones con el interesado, y personalmente el 21 de abril de 2017 cuando se realizó la 
visita al lugar de interés y a su vivienda. El 9 de octubre de 2017 se conversó con el hijo del 
petente, quién se refirió a los problemas de contaminación de la última semana. 
 
3.- Se realizaron gestiones informales a fin de hacer llegar al expediente otros documentos que 
se consideraron de importancia al tema tratado, y se procedió a revisar recursos de amparo 
afines. 
         
Concluida la investigación, se han constatado los siguientes hechos: 
 



 

 

 

1.- El río Siquiares es un afluente del río Alajuela el cual desemboca en el río Grande. El río 
Grande y el río Virilla confluyen aguas abajo de la planta hidroeléctrica La Garita y forman el río 
Grande de Tárcoles. Varios documentos de la Municipalidad de Alajuela se refieren en términos 
de “cuenca o microcuenca del río Siquiares”. La municipalidad de Alajuela formuló un Plan de 
Manejo de la microcuenca del río Siquiares (sin fecha de elaboración) según se indicó, con el fin 
de facilitar la solución integral  del problema de contaminación de la Cuenca del río Grande de 
Tárcoles. 

 
2.- La empresa Dos Pinos fue condenada al pago de los daños y perjuicios en el 2001 por 
contaminación  del río Siquiares que se evidenció en cambio de color de las aguas del río y 
presencia de olores insoportables, los cuales afectaron especialmente a los poblados ubicados 
en sus márgenes  (Voto N° 2001-01882 de marzo de 2001). El pago de las costas se estableció 
mediante Sentencia del Juzgado Contencioso Administrativo N° 000675-F-2007 de octubre de 
2007. 

 
3.- En el 2007 se ordenó a varios entes públicos y alcaldes municipales (incluido el de Alajuela) 
la adopción de acciones para eliminar los focos de contaminación a lo largo  de la Cuenca del río 
Grande de Tárcoles, y de medidas para reparación del daño ambiental ocasionado a dicha 
Cuenca (Voto 2007-05894 de abril de 2007 conocido como Voto Garabito). En este Voto la 
Defensoría de los Habitantes apareció como coadyuvante a favor del recurrente (punto 12 del 
Resultando).  

 
4.- Se tuvo a la vista documentos referentes a la importancia de la Cuenca del río Grande 
Tárcoles y de la cuenca tributaria a ésta la Cuenca del Siquiares, a su grado de contaminación y 
a la falta de cumplimiento con la normativa sobre áreas de protección, entre otros ríos, en las 
áreas del río Siquiares (puntos 4, 8 y 9 del apartado sobre  la información con que además contó 
la Defensoría); asimismo, a la amenaza que representa la contaminación de la Cuenca del río 
Grande de Tárcoles para la salud de la población que habita en la meseta de dicha cuenca.  

 
5.- El Decreto N° 38071-MINAE que crea “La Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del Río 
Grande Tárcoles”, publicado en la Gaceta N° 34 del 18 de febrero de 2014, dejó claramente 
planteado en la parte considerativa la importancia de dicha cuenca, la afectación que está 
produciendo su alto deterioro ambiental, y el asidero para que instancias con competencias 
hagan esfuerzos de protección y conservación de los recursos naturales; competencias que 
también fueron señaladas por la Sala Constitucional en el Voto N° 2007-05894 de abril de 2007. 
 
6.- En el expediente existente en la Defensoría se registraron nuevas quejas por contaminación 
del río Siquiares e inundaciones debidas al aumento de su caudal. 

  
7.- Que antes del Voto Garabito de 2007 se conoció de la creación de comités y comisiones que 
pretendían proteger la Cuenca del río Grande de Tárcoles. Y la Municipalidad de Alajuela realizó 
a partir de 2006 gestiones dirigidas a generar documentos que mostraron la situación ambiental 
de la Subcuenca Siquiares,  y  en el 2017 formuló  un Plan de Acción 2017 para la microcuenca 
del Río Siquiares.  

 



 

 

 

8.- Se ha elaborado el Reglamento de Funcionamiento de la Comisión Integral de la Cuenca del 
Rio Grande de Tárcoles, sin embargo no se tiene claridad sobre la aprobación del mismo. De 
parte de la misma Comisión para la Gestión Integral se indicó que no se ha contado con 
presupuesto para cumplir con lo ordenado en el Voto Garabito, y entre otras limitaciones señaló 
la “falta de voluntad política para colocar el tema ambiental en todo su accionar”.  

 
9.- Al momento de la inspección realizada por la funcionaria de la Defensoría a cargo del caso y 
en compañía de funcionarios de la Municipalidad de Alajuela se constató que el Residencial  
Málaga se encontraba habitado, constatado en un recorrido al interior del mismo.  

 
No se han constado los siguientes hechos: 
1.- La situación real respecto a la descarga de aguas residuales domésticas e industriales en el 
río Siquiares, las medidas tomadas y sanciones impuestas por las autoridades competentes.  
 
2.- La situación existente respecto a la capacidad del río Siquiares para conducir las aguas 
vertidas en él; tampoco respecto al control de inundaciones. 
 
Con fundamento en lo expuesto, la Defensoría de los Habitantes realiza las siguientes 
consideraciones:  

 
El petente y sus vecinos atribuyen el origen del problema de contaminación e inundaciones  a 
que se ven expuestos a las condiciones en que se encuentra el río Siquiares, por la descarga en 
él de aguas residuales y de una cantidad excesiva de aguas pluviales. Los interesados 
consideraron además que proyectos urbanísticos nuevos como el Proyecto Málaga y otros 
urbanísticos e industriales de considerable tamaño, contribuirían a dicho problema, ante la 
posible descarga de sus aguas pluviales y residuales en ese cuerpo de agua. El problema se 
enfocó entonces en dos aspectos, a saber: en la situación de la que ya eran objeto los vecinos 
(contaminación y aumento de caudales del río), y en la contribución mayor al problema por la 
aprobación de nuevos proyectos que verterían sus aguas en río. 

 
El problema denunciado se presenta en la microcuenca Siquiares la cual hace parte de la 
Cuenca río Grande de Tárcoles. 
 
Sobre el lugar donde se presenta el problema y la competencia de la Defensoría para conocer 
sobre él. En el Estudio Hidrogeológico Cuenca Siquiares citado supra,  se describió la relación 
que existe entre varios ríos y la Cuenca del río Grande de Tárcoles, en los siguientes términos: 
“El río Ciruelas desemboca en el río Virilla aguas abajo de la Planta Hidroeléctrica Ventanas. El 
río Siquiares es un afluente del río Alajuela en el cual vierte sus aguas 2 Km antes de que el río 
Alajuela desemboque en el río Grande. El río Grande y el río Virilla confluyen aguas  abajo de la 
Planta Hidroeléctrica La Garita y forman el río Grande de Tárcoles.”  En el mismo estudio se hizo 
referencia a los ríos antes mencionados como cuencas, y en el Diagnóstico de la Calidad de las 
Aguas  citado se indicó que la microcuenca del río Siquiares forma parte de la Cuenca del río 
Alajuela; que la totalidad del curso del río Siquiares queda dentro de la jurisdicción de la 
Municipalidad de Alajuela y comprende  zonas residenciales urbanas, industriales y “puramente 
agrícolas”.  



 

 

 

 
La Cuenca del río Siquiares forma parte de la Cuenca del río Grande de Tárcoles pues es 
tributaria de ésta. Además los planes de acción para la protección  de la Cuenca del río 
Siquiares  hacen parte de los planes de la Comisión de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, la 
cual rinde periódicamente  “Informes de Seguimiento a la Sala Constitucional”  en el contexto del 
seguimiento que dicho ente Judicial hace de lo ordenado en el Voto N° 2007-05894 de abril de 
2007 (conocido como Voto Garabito). En ese Voto la Defensoría coadyuvó a favor del recurrente  
y se ordenó a alcaldes municipales, incluido el de la Municipalidad de Alajuela, adoptar de 
inmediato  “las acciones necesarias para eliminar de manera integral los focos de contaminación 
que existen a lo largo de la cuenca del río Grande  de Tárcoles y tomar las medidas para iniciar 
el proceso de reparación del daño ambiental ocasionado en esa cuenca”.  
 
Cabe destacar que lo ordenado por la Sala Constitucional para la Cuenca  del río Grande de 
Tárcoles (con carácter de “erga omnes”) no inhibe a la Defensoría de los Habitantes a investigar 
denuncias puntuales sobre la situación ambiental de dicha cuenca, microcuencas o Subcuencas 
tributarias y/o por su afectación a condiciones de vida de habitantes ubicados a lo largo de ellas, 
ni tampoco de abrir investigaciones de Oficio atinentes. Todo ello  en ejercicio de sus 
competencias de control de legalidad y de protección de derechos e intereses de los habitantes.  
Existe entonces relación entre la microcuenca del río Siquiares y la cuenca del río Grande de 
Tárcoles, de aquí que las condiciones ambientales y acciones realizadas  sobre ésta última no 
devengan en ajenas a las de la cuenca del Siquiares sino más bien conexas; asimismo, que la 
Defensoría es competente para conocerlas. 

 
En razón del ligamen de ambas cuencas deviene pertinente contextualizar lo denunciado dentro 
de lo planteado hasta ahora por algunos entes sobre el  problema que dichas cuencas enfrentan; 
las causas del problema, sus efectos; las gestiones realizadas por los entes competentes para 
atender el problema, incluidas la “Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de 
Tárcoles” y la Subcomisión Alajuela.  Posteriormente se hará referencia a las gestiones 
realizadas  para atender lo denunciado por el petente y sus vecinos; un repaso por las 
competencias de entes públicos involucrados en relación con las aguas residuales y pluviales y 
la violación de derechos que supone la falta de su ejercicio;  finalmente se esboza el marco que 
ofrecen los derechos humanos  en la gestión de las aguas residuales y la lucha contra la 
contaminación, el cual se propone sea indagado con mayor profundidad y se valore la 
conveniencia de que sirva de hilo conductor del trabajo futuro. De conformidad con los hallazgos 
se hacen las recomendaciones a los entes competentes, incluidas la Comisión para la Gestión 
Integral y la Subcomisión-Alajuela.  

 
Sobre la importancia de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, la microcuenca del río Siquiares y 
la contaminación propiamente. Ambas cuencas son de gran importancia por la cantidad de 
población del país, industria y comercio que concentran.  Con respecto a la Cuenca del río 
Grande de Tárcoles se planteó en la Estrategia para Gestión Integrada de los Recursos hídricos 
de Costa Rica lo siguiente:  “La Cuenca del Río Grande de Tárcoles abarca cinco de las siete 
provincias del país: San José, Alajuela, Heredia, Cartago y Puntarenas, 36 municipios, una 
población estimada  de dos millones trescientos treinta mil personas (2.330.000 hab., al mes de 
agosto, 2004) y el 80 % de las industrias, incluyendo, desde hace cinco años, a industrias de alta 



 

 

 

tecnología, de bebidas, químicas, agroindustriales, metalúrgicas, así como el principal comercio  
y la mayor prestación de servicios del país. En esta cuenca se procesa más del 50 % de la 
producción de café y la actividad agrícola y pecuaria ocupa un lugar preponderante.” 2      
 
Sobre la importancia de la Cuenca del río Siquiares se destaca lo siguiente:  “Este río presenta la 
particularidad de que la totalidad de su curso queda  dentro de la jurisdicción  de la Municipalidad 
del Cantón Central de Alajuela, comprende zonas residenciales, urbanas, industriales y 
puramente agrícolas. Además en sus márgenes brotan una serie de nacientes y se presume que 
lo mismo ocurre dentro del cauce del mismo río. Estas características le dan un poder de 
autodepuración y dilución muy singulares.”      El destacado no es del original.  En lo que se 
refiere al problema de contaminación de las cuencas del río Grande de Tárcoles y del río 
Siquiares, se tienen documentos que dan cuenta de su contaminación, registrados en el apartado 
sobre información con la que además contó la Defensoría, entre ellos: el Informe del Estado de la 
Nación sobre el recurso aguas Superficiales  y  Subterráneas; el Estudio Ecológico de las 
Enfermedades de Trasmisión Hídrica en la  Cuenca Hidrográfica Superficial del río Grande de 
Tárcoles de 2007; los recursos de amparo (Res: N° 2001-01882 de marzo de 2001 y Res: N° 
2007-05894  de abril de 2007); los estudios que se tuvieron en consideración para la elaboración 
del Reglamento del Canon  por Vertido (Decreto N° 34431-MINAE-S) en los cuales se determinó 
que los niveles de contaminación de diversos ríos -entre ellos el Grande de Tárcoles- 
sobrepasaban o amenazaban con sobrepasar los límites máximos tolerables de contaminación;  y 
además los documentos de la Municipalidad de Alajuela referentes a los Diagnósticos de la 
Cuenca del río Siquiares.  
 
Según se indicó en el Informe de Acciones realizadas en cumplimiento de la Resolución N° 
2007-05894 (Voto Garabito) la Cuenca del río Grande de Tárcoles es la más contaminada  de 
Costa Rica y una de las primeras también a nivel centroamericano; asimismo, que  las 
Subcuencas y microcuencas relacionadas con ella tienen las mismas deficiencias de manejo.3  
El Voto Garabito de 2007 fue contundente en cuanto a la existencia del problema de 
contaminación en la Cuenca del río Grande de Tárcoles, en razón de lo cual la Sala 
Constitucional ordenó a los alcaldes involucrados una intervención inmediata en atención de sus 
competencias y deber de coordinación; concretamente planteó:  “Análisis del caso concreto. A 
partir de lo indicado en los considerandos anteriores, observa la Sala que, en la especie, con los 
hechos descritos por el recurrente y las probanzas agregadas al expediente, no queda duda de 
que la cuenca del río Grande de Tárcoles presenta altos índices de contaminación por cuanto se 
han generado actividades que no han sido vigiladas de manera responsable y que han 
ocasionado y siguen produciendo, un serio daño ambiental; situación que a pesar de la 
abstracción que implica, justifica la intervención de este Tribunal. En ese sentido, de los 
documentos aportados en el expediente se desprende que la cuenca del río Grande de Tárcoles 
concentra a la mayor cantidad de la población costarricense, así como también de la industria, el 
comercio y los servicios pues abarca cerca del 4% del territorio nacional. De igual manera está 
documentado que en esa zona es donde se registra un descontrolado crecimiento urbano, la 

                                                 
2 ASTORGA, Yamileth. Informe Final Recurso de Aguas Superficiales y Subterráneas con énfasis en las principales cuencas 

hidrográficas. Estado de la Nación. Décimo Tercer Informe Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible. 
3        Área de Conservación Pacífico Central, MINAE. Informe de Acciones realizadas en cumplimiento de la Resolución N° 
2007-05894 (Voto Garabito). Agosto, 2016 



 

 

 

mayor sobreexplotación del suelo para fines agrícolas y ganaderos y el más alto grado de 
contaminación por la descarga de aguas residuales sin ningún tipo de tratamiento, desechos 
sólidos, industriales, químicos, grasas, aceites e hidrocarburos pues debe tomarse en cuenta 
que esta cuenca, atraviesa más de treinta municipios que tienen jurisdicción sobre esos lugares 
por donde pasa. Según datos recientes brindados a la Sala por el Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados, actualmente se vierten a los ríos, de manera directa, 1,8 metros 
cúbicos por segundo de aguas residuales sin tratamiento, lo que ocasiona un deterioro de los 
ríos del área metropolitana, como son el Torres, María Aguilar, Tiribí y Rivera, pero además del 
río Virilla y el Grande de Tárcoles. De esta manera, dada la relevancia del tema, no cabe duda 
de que el Estado costarricense, a través de sus diferentes instituciones pero principalmente las 
aquí recurridas, es el responsable directo de garantizar la defensa efectiva del ambiente, con lo 
cual, cualquier omisión o retardo en atender tal función, genera responsabilidad. De tal modo, en 
el caso concreto, hay una obligación estatal compartida entre el Ministerio de Salud, las 
diferentes corporaciones municipales que tienen jurisdicción territorial en los lugares por donde 
atraviesa la cuenca del río Grande de Tárcoles, el Ministerio de Ambiente y Energía, el Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, la Caja Costarricense del Seguro Social, entre 
otros, de velar por el cumplimiento de la normativa existente en aras de proteger el ambiente, los 
recursos hídricos, naturales, entre otros que implican vida para los pobladores y el futuro de las 
generaciones venideras.”  El destacado no es del original 
 
La Cuenca del río Siquiares tiene antecedentes de contaminación puntuales, reconocidos por 
entes competentes y también de conocimiento de vecinos. En la Res: N° 2001-01882 de marzo 
de 2001 declarada con lugar,  se acusa la contaminación de que ha sido objeto el río Siquiares,  
y la constatación de contaminación de la empresa Dos Pinos evidenciada en el cambio de color 
de las aguas del río Siquiares  y “olores insoportables”  debidos a la forma en que operó la 
planta de tratamiento de aguas residuales “sin capacidad suficiente para tratar  adecuadamente 
dichas aguas antes de ser vertidas al cauce (…)”,  lo cual constituyó según la Sala 
Constitucional “ una infracción a los derechos fundamentales a la salud y a un medio ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado de los vecinos (…).” 

 
En consideración de lo establecido en la sentencia del Juzgado Contencioso Administrativo N° 
000675-F-2007 de octubre de 2007, y a fin de justificar el uso de los recursos  asignados en 
actividades dirigidas a “mejorar la salud del río Siquiares”,  el Sistema Nacional de Áreas de 
Conservación-Alajuela (SINAC) hizo una propuesta preliminar para la recuperación del río 
Siquiares  -sin fecha-  en la cual consignó además de manera puntual y resumida lo que estimó 
como el problema de contaminación de dicho río, a saber:  La zona del Coyol, Los Llanos y 
Ciruelas fue designada hace escasos 15 años como zona industrial tipo 3 del Cantón de 
Alajuela,  cuyo plan regulador  permite la instalación de  industria de procesos alimenticios como 
lácteos, aceites, mataderos, procesadoras de carnes y pescados, desechos médicos, etc. Aun 
cuando existen pobladores desde hace más de 60 años (según consta en documentación 
histórica) antes de haberse decretado esa zona con ese uso. 
 

A la fecha se han instalado tres zonas industriales con no menos de 10 empresas cada una, 
aparte de unas 15 industrias más, de las cuales aproximadamente 6 son gigantescas  aunado a 
más de 7 residenciales importantes, provocando de una u otra forma contaminación 



 

 

 

fundamentalmente del aire y de las aguas del río Siquiares y sus afluentes provenientes del 
funcionamiento de las mismas, afectando no sólo los recursos naturales  ahí presentes aun, sino 
la calidad de vida y la salud de los pobladores.  A lo largo de los años de contar con esta zona 
industrial, han surgido varias acciones de incumplimiento de la legislación ambiental  vigente (…). 
Han surgido numerosos casos donde dichas industrias han permitido que las aguas producto de 
sus procesos de industrialización  lleguen hasta el río Siquiares sin los debidos tratamientos y 
controles, o liberen sustancias gaseosas al aire intolerantes para el ser humano.  Aunado a lo 
mencionado, el río Siquiares se ve afectado desde su nacimiento por la cantidad de vertidos que 
le llegan mucho legitimados por el gobierno local, pero sin un monitoreo adecuado para asegurar 
la vida y estabilidad de este importante cuerpo de agua y sus atributos, así como para los 
terrenos que son parte  de esta microcuenca. 
 
Son significativos  los problemas ambientales que se han venido presentando durante varios años 
en la zona que drena este río.  Ante esta dura realidad, la población de ciruelas en el año 2000, 
cuando comienza a percibir terribles olores y el río se cubre de grasa blanca, la cual al cabo de 
unos  días se descompuso, afectando la  vida del río, peces y microorganismos muertos, 
provocando la descomposición del agua, el río se tornó efervescente, podrido, hediondo; larvas y 
gusanos taquearon  las bombas de riego de los agricultores y la proliferación de insectos fue 
impresionante, según afirman vecinos de la zona. Estudios médicos demostraron luego que los 
fuertes olores incrementaron las enfermedades respiratorias de los vecinos.  Un grupo de vecinos 
se dio a la tarea de recorrer el río aguas arriba y descubriendo que dicha contaminación provenía 
de la empresa Dos Pinos. (…)”    El destacado no es del original 
 
El documento con la propuesta del MINAE se extiende en la descripción del problema de 
contaminación, tratando temas como: la falta de monitoreo y control por parte de empresas, 
industrias e instituciones responsables; la contaminación del aire; la degradación de las áreas de 
protección del río Siquiares y la reducción del agua de las nacientes ubicadas en la microcuenca 
del río Siquiares.  Tal y como lo demuestran los documentos citados ha existido claridad en 
instituciones competentes  y por la realización de estudios de terceros, de la importancia de las 
cuencas en cuestión y los problemas de contaminación en ellas desde hace varios años; con 
ejemplos de ello en el 2001 en el caso de la Cuenca del Siquiares, y en el caso de la Cuenca del 
río Grande de Tárcoles en el 2007.  
 
En los documentos con los que se contó se planteó con respecto al diagnóstico  de la situación 
lo que se señala de seguido: 
 
-En el Informe realizado por el MINAE de Agosto de 2016 se indicó que para lograr lo indicado 
en la Resolución Garabito, se hizo énfasis en procesos, entre ellos, el de ”Formulación de 
Términos de Referencia para la Contratación  del Plan de Gestión para el Manejo de la Cuenca 
del Tárcoles”;  y planteó de seguido que en “En este caso se considera la formulación de planes 
de gestión para el manejo de las cuencas hidrográficas, que con base en diagnóstico  territorial 
definan los ejes programáticos para dar respuesta a los problemas, conflictos y potenciales (…)”. 
Redacción ésta confusa, que no permite determinar si al momento en que presentó el Informe 
ante la Sala Constitucional,  se había realizado el Plan de Gestión para la Cuenca del río Grande 



 

 

 

de Tárcoles con base en un diagnóstico territorial o si la realización del plan con base en el 
diagnóstico era sólo un proyecto.  

 
-La Defensoría también conoció que la Subcomisión Alajuela y la Municipalidad de Alajuela, 
previeron la realización de diagnósticos. En el caso de la Subcomisión Alajuela y según se indicó 
en su Plan de Acción anexo al Informe del MINAE de 2016, se previó como actividad  del 
Programa N°3 “Campañas de Recuperación de zonas de Protección y zonas de recarga”,  la  de 
“Realizar un diagnóstico de las microcuencas presentes  en los cantones”.  
 
-En el caso de la  microcuenca Siquiares existe un Diagnóstico de Calidad del Agua (2006) y 
Diagnóstico Biofísico (2007), y para este año 2017 se previó la realización del Diagnóstico de 
Áreas de Protección. En conversación informal con funcionarios del Subproceso de Gestión 
ambiental de la Municipalidad de Alajuela se indicó a la funcionaria a cargo del caso en la 
Defensoría, que se tiene previsto actualizar los Diagnósticos de 2006 y 2007 de la  Cuenca del 
río Siquiares. Actualización que deviene procedente pues el conocimiento del problema que se 
tuvo en el 2006 y 2007 podría ser diferente al que se alcance al día de hoy. 
 
Desconoce la Defensoría si se realizó un diagnóstico territorial para la Cuenca del río Tárcoles 
como lo indicó el MINAE en el Informe de 2016 y si existen diagnósticos  por Subcuencas o 
microcuencas, ni si se cuenta con  el Plan de Gestión para el Manejo de la Cuenca del Tárcoles 
o para las Subcuencas o microcuencas,  excepto una propuesta de Plan de Manejo para la 
recuperación de la Cuenca de río Siquiares -sin fecha- y un  Plan de Acción de 2017 para esta 
misma cuenca. Deviene procedente lo planteado por el MINAE de formular planes de gestión 
para el manejo de las cuencas hidrográficas con base en el “diagnóstico territorial”. A lo que 
habría agregar lo conveniente de contar también con diagnósticos como los realizados por la 
Municipalidad de Alajuela antes mencionados. 

 
Se considera importante caracterizar el problema a nivel de Subcuencas y microcuencas; 
conocer realmente la situación a ser intervenida. Tal y como es sabido un diagnóstico se realiza 
para determinar una situación y sus tendencias y para incursionar en ella con eficacia, por tanto, 
es una actividad que debe considerarse muy valiosa y trascender a la implementación real de 
acciones, tal y como se señaló en el Decreto  N° 38071-MINAE de febrero de 2014 que creó la 
Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del Río Grande Tárcoles, en el sentido de que la 
iniciativa  “es ir más allá de diagnósticos, identificando e implementando soluciones”.  

 
En relación con las causas y efectos del problema de contaminación de las cuencas del río 
Grande de Tárcoles y del río  Siquiares. Es posible apreciar que al planteamiento del problema 
le acompañó el de sus causas.  En el Voto Garabito de abril de 2007  se indicó que se tuvo por 
probado que de acuerdo con estudios el vertido de aguas residuales domésticas e industriales 
estaba desmejorando la calidad de la Cuenca del río Grande de Tárcoles y produciendo 
contaminación; concretamente, que se vertían directamente 1.8 metros cúbicos  por segundo de 
aguas residuales sin tratamiento a los ríos del Área Metropolitana, entre ellos el Virilla y Grande 
de Tárcoles.  En el Decimotercer Informe Estado de la Nación se señaló que la contaminación 
de la cuenca del Río Grande de Tárcoles se debía en mucho “a la falta de planificación urbana al 
incumplimiento de la normativa ambiental y de aguas existente en el país.”  En similar sentido se 



 

 

 

plantearon las causas del deterioro ambiental de esa cuenca en el Decreto que creó la Comisión 
Integral de la Cuenca del Río Grande de Tárcoles (Decreto N° 38071-MINAE de 18 de febrero 
de 2014), a saber: “causado básicamente  por el crecimiento urbano con deficiente planificación, 
el mal manejo de los residuos sólidos y líquidos (…) y la escasa coordinación en monitoreo y 
control.”               
 
En cuanto a la cuenca del Siquiares, se señaló en el Diagnóstico de la Calidad del Agua de 
2006, que el tratamiento de las aguas negras era uno de los pasos prioritarios a emprender en lo 
referente a los contaminantes de sus aguas. En el Diagnóstico Biofísico de 2007 del mismo río 
Siquiares  se señaló que el deterioro de la calidad de las aguas era “causado por la influencia 
incontrolada y no tratada de las aguas residuales provenientes de zona urbana en la cuenca 
alta.”  Se destacan entre las recomendaciones dadas en el Diagnóstico Biofísico, la de un mayor 
control de la contaminación  por parte de la Municipalidad de Alajuela, y “la instalación de 
plantas de tratamiento de aguas, lo cual representa la única solución efectiva a largo plazo para 
mejorar la calidad de agua.”    

 
Este Diagnóstico Biofísico es amplio en el tema de las causas del problema e ilustrativo y el que 
más se refirió a las causas de las inundaciones. En él se planteó que la cuenca del río Siquiares 
es un sistema altamente intervenido y debido a ello el río  está muy contaminado estética, 
química y microbiológicamente; además se observó sobrecargas de caudal y acumulación de 
materiales por sobre su capacidad natural, concretamente se señaló que  “ Los daños causados 
por las crecidas que se presentaron en el pasado están en un alto porcentaje acrecentados por 
las aguas pluviales y residuales, que caen sin control alguno al río Siquiares adicionalmente a la 
escorrentía natural”. Se manifestó que debían atacarse las principales causas de aumento del 
caudal como lo eran los vertidos de aguas negras, servidas y pluviales, los trasvases entre las 
cuencas y el crecimiento incontrolado de las urbanizaciones en el lugar.   

 
La propuesta preliminar del SINAC tal y como se mostró en el apartado anterior, es ejemplo de 
cómo se acompaña al planteamiento del problema de contaminación el de su causa; atribuida 
ésta al funcionamiento inadecuado  de industrias y proyectos urbanísticos que se desarrollan en 
sus alrededores. De lo planteado por el SINAC se destaca que para dicho ente la calidad del 
agua del río Siquiares  aparece cada vez más deteriorada “debido a la cantidad de sustancias 
extrañas que le vierten principalmente empresas industriales (…).”  También lo señalado en el 
sentido de que ha sido insoportable la liberación de gases al ambiente en el sector industrial a 
orillas de ese río, y que hay degradación y socavamiento de sus áreas de protección; asimismo,  
que no era posible asegurar que las empresas estuvieran cumpliendo con los compromisos 
ambientales  a pesar de la existencia de la norma de Canon por Vertidos y otras leyes conexas. 

 
Nótese el señalamiento de las causas de la contaminación de las cuencas en cuestión como las  
de una planificación urbana deficiente y la descarga de aguas residuales sin tratamiento o con 
tratamiento inadecuado. Destaca el criterio técnico claro y contundente del SINAC con respecto 
a las causas del problema (ente por su función conocedor de la situación que prevalece en el 
lugar), de atribución de responsabilidad a las industrias por la descarga de desechos  de sus 
procesos de industrialización y según consideró “ en mucho legitimados por el gobierno local”.  
También destaca lo indicado en el Diagnóstico Biofísico sobre las causas de las crecidas.  Es 



 

 

 

preocupante la inconsistencia que se observa en la realidad con lo que se reitera en los 
instrumentos jurídicos aplicables, tanto en el Reglamento de Aprobación y Operación  de 
Sistemas de Tratamiento de Aguas Residuales, Decreto N° 31545-S-MINAE,  como en el de 
Reglamento Vertido y Reuso de Aguas Residuales, Decreto N° 33601-MINAE-S, en dirección a  
“Que proteger el recurso hídrico es proteger la salud del hombre y la vida sobre la tierra, y es un 
elemento sustancial para alcanzar el desarrollo  del país”.    

 
La situación descrita con respecto a la descarga de desechos al río muestra falta de aplicación 
de la normativa y con ella del ejercicio de las competencias de los entes involucrados, quienes 
además se muestran tolerantes con el sector industrial instalado en la zona, olvidando que los 
habitantes colindantes no tienen por qué pagar con desconocimiento de  sus derechos la 
inadecuada disposición de desechos ni las externalidades de operación de las industrias. Cabe 
preguntarse ¿son las industrias que operan en esas condiciones promotoras del desarrollo?, 
¿qué calidad de vida están generando en las poblaciones donde se desarrollan?, ¿de qué 
protección al ambiente y la vida silvestre podría entonces hablarse?, ¿cuántas órdenes 
sanitarias se han girado a las industrias de la zona que no se apegan a la normativa y cuántas 
sanciones se registran a la fecha por ello?, ¿qué vigilancia y controles se puede esperar de los 
entes públicos competentes?  

 
La Defensoría comparte lo siguiente: “(…) el afán de desarrollo económico no debe conducir a 
violaciones de los derechos humanos, ni puede invocarse el derecho al desarrollo para justificar 
las violaciones del derecho humano al agua o de otros derechos humanos. Por el contrario, el 
desarrollo debe ser sostenible, y se debe encontrar un equilibrio entre los intereses económicos, 
ambientales, y sociales”.4 Precisamente la intervención inmediata que ordenó la Sala 
Constitucional a entes competentes en el caso del Voto Garabito fue  a efectos de que no se 
continuara violando derechos de los habitantes  a la salud, la vida y a un medio ambiente 
adecuado.  En cuanto a los efectos del problema de contaminación el mismo SINAC ha indicado 
que la contaminación del río Siquiares afecta los recursos naturales, la calidad de vida y la salud 
de los pobladores. Y según el Estudio Ecológico de las Enfermedades de Transmisión Hídrica en 
la Cuenca Hidrográfica Superficial del Río Grande de Tárcoles de 20075, la población que habita 
en la meseta  de dicha cuenca  tiene cerca del 30 % más probabilidad de enfermar. Efecto de la 
contaminación es la violación de derechos humanos.   

 
Con respecto a las acciones para la protección y rehabilitación de la cuenca del río Grande 
Tárcoles y  la microcuenca del río Siquiares. Antes de hacer referencia a lo actuado por  la 
Comisión de Gestión Integral  de la cuenca del río Grande de Tárcoles y la Subcomisión Alajuela 
para la protección y rehabilitación de la cuenca del río Grande de Tárcoles, y a lo actuado por la 
Municipalidad de Alajuela con ese mismo fin pero sobre la cuenca del río Siquiares,  se 
considera procedente hacer referencia a los objetivos de la Comisión de Gestión Integral de la 
Cuenca del Río Grande de Tárcoles,  a sus funciones, la participación de la Defensoría en el 
quehacer de ésta y a los obstáculos para el cumplimiento del cometido de esa Comisión.  

                                                 
4Albuquerque, Catarina. El derecho humano al agua potable y el saneamiento. Naciones Unidas, agosto 2013, párr. 17. 
5 Chamizo, H.A. y Mora, D .2007.  Estudio Ecológico de las enfermedades de Transmisión Hídrica en la Cuenca Hidrográfica 
Superficial del Río Grande de Tárcoles. Citado por  ASTORGA. Informe Final. Recurso Aguas Superficiales y Subterráneas con 
énfasis en las principales cuencas hidrográficas.  



 

 

 

  
1.-Sobre la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles. Esta 
Comisión fue precedida por la “Comisión ABRA- Cuenca Urbana”, constituida a inicios de 2009, 
con un área de intervención que comprendía la parte alta y media de la Subcuenca  del río Virilla 
-perteneciente ésta a su vez la Cuenca del río Grande de Tárcoles. La Comisión ABRA fue quién 
identificó la necesidad de una instancia  de coordinación mayor, con competencia en toda la 
cuenca, y fue así como mediante el Decreto N° 38071-MINAE  publicado en la Gaceta N°34 del 
18 de febrero de 2014 se creó la “Comisión de Gestión Integral  de la Cuenca del río Grande de 
Tárcoles” 6. La Comisión de Gestión Integral está integrada por: el Ministerio de Ambiente y 
Energía (MINAE) a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, quien la preside, el  
Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), el Ministerio de Salud, la Compañía Nacional de 
Fuerza y Luz (CNFL), el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento 
(SENARA), la Universidad Nacional (UNA), la Universidad de Costa Rica (UCR), la Universidad 
Técnica Nacional (UTN), los Municipios involucrados,  las Organizaciones no Gubernamentales,  
las Organizaciones Locales, la Defensoría de los Habitantes de la República (DHR), que 
participará como fiscal. 
 
1.1.- Objetivos y funciones de la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de 
Tárcoles 

 
La Comisión para la Gestión Integral se creó con el objetivo fundamental de coordinar las 
competencias de los entes y actores que la integran, para lograr la rehabilitación y el manejo 
integral de la cuenca (Art. 2 del Decreto de creación). 

Según el Artículo 3º del mismo Decreto los objetivos específicos de la Comisión de Gestión 
Integral serán:   

“a) Elaborar, ejecutar y dar seguimiento al plan de manejo integral de la Cuenca Río Grande de 
Tárcoles.  

b) Coordinar y concertar acciones integrales entre las instituciones responsables enlistadas en el 
artículo 4 de este decreto para el control de las actividades que generan impacto ambiental en la 
Cuenca Río Grande de Tárcoles. 

c) Potencializar gestionar y evaluar los recursos financieros, logísticos y humanos que permitan 
una eficiencia gestión interna y externa de la comisión. 

d) Determinar los conflictos biofísicos existentes en la Cuenca Río Grande de Tárcoles que 
permitan plantear opciones de ordenamiento territorial para un mejoramiento continuo de la 
gestión. 

e) Facilitar acciones que permita sensibilizar a las personas, empresas y actores en busca de 
lograr un cambio en su comportamiento para el buen el manejo de los recursos naturales. 

                                                 
6Área de Conservación Pacífico Central, MINAE. Informe de Acciones realizadas en cumplimiento de la Resolución N° 2007-
05894 (Voto Garabito). Agosto, 2016 



 

 

 

f) Gestionar y proponer las acciones requeridas  para la reducción de los niveles de 
contaminación por residuos sólidos y líquidos que se generan en la cuenca y la rehabilitación 
integral.”  El destacado no es del original 

 
El artículo 9 de dicho Reglamento establece las funciones de la Comisión de Gestión Integral, tal 
y como se indica de seguido. 

“a) Asesorar, participar en la definición de los lineamientos de políticas en el marco del manejo 
de las Cuencas Hidrográficas. Las cuales deberán ser avaladas y oficializadas por el Ministerio 
de Ambiente y Energía. 

b) Identificar las necesidades de coordinación conforme con su grado de prioridad. 

c) Promover la creación de un sistema de información para el intercambio de experiencias a 
nivel nacional y regional. 

d) Definir y verter criterio técnico especializado sobre actividades relacionadas con el manejo de la 
cuenca del río Grande de Tárcoles. 

e) Analizar y apoyar las propuestas institucionales, municipales, comunales y privadas, dirigidas al 
manejo integral de esta cuenca orientando al cumplimiento de los planes y políticas. 

f) Participar como miembro de la Red Nacional de Cuencas  

g) Difundir los logros alcanzados del manejo de Cuenca del Río Tárcoles. 

h) Promover la realización de convenios con organismos internacionales y velar por su adecuada 
ejecución cuando sean formalizados. 

 i) Preparar los informes técnicos con los avances y logros que sean requeridos a los Ministerios 
por las instancias judiciales y administrativas en este tema de la cuenca del río Grande de 
Tárcoles.”  El destacado no es del original 

En la Defensoría se han emitido oficios los cuales señalan los términos en que puede participar en 
la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, según lo establecido en 
el artículo 4 incisos I) del Decreto de creación de esa Comisión, de la participación “como fiscal”.   
Se tiene el DAJ-035-2014 de 11 de diciembre de 2014 y el DHR-002-2015 de 6 de enero de 2015. 
Además se cuenta con el Oficio DM-0179-2015 de 16 de febrero de 2015, suscrito por el Ministerio 
de la Presidencia y dirigido a la Defensora de los Habitantes, la Msc. Monsetrrat Solano Carboni, 
mediante el cual  brindó respuesta a su solicitud de no incluir a la Defensoría de los Habitantes 
dentro de comisiones interinstitucionales creadas vía Decreto Ejecutivo.  La Defensoría manifestó 
en el oficio DAJ-035-2014 que los objetivos y funciones de la Comisión citadas supra, encuadran 
dentro de las que típicamente se definen como funciones de la administración activa, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 2 inciso a) de la Ley General de Control Interno (Ley 
N° 8292 del 31 de julio de 2002). Por tanto, una participación activa de la Defensoría en la 
Comisión, podría significar que funja como “juez y parte” ante la eventualidad de tener que conocer 
denuncias contra su funcionamiento y al estar en entredicho intereses y derechos de los 
habitantes.  De manera puntual se señaló en el Oficio de cita lo siguiente:  



 

 

 

“ (…) en criterio de esta Dirección, el rol de “fiscal” que en el Decreto supracitado se le asigna a 
la Defensoría, debe entenderse estrictamente como una intervención en calidad de órgano de 
fiscalización, con el propósito de verter criterio técnico respecto a los resultados de los procesos 
que se ejecuten, y/o como un asesor técnico en general del quehacer de la Comisión, siempre y 
cuando no se le atribuyan a partir de la dinámica potestades decisorias ni asuma competencias 
de Administración activa que por ley no le corresponden. (…).  Asimismo, la incorporación de la 
Defensoría dentro de la Comisión no implica que aquella asuma responsabilidades que le 
competen a otras instituciones, por cuanto de conformidad con lo que dispone el artículo 7 de 
Decreto, el rol de éste órgano será de mero fiscalizador, y la propia Defensoría será la que 
defina la disponibilidad y el recurso humano mediante el cual ejercerá dicha fiscalización. 
 
V.- CONCLUSIÓN 
 
Desde la perspectiva del derecho constitucional, considera esta Dirección que carece de 
regularidad que el Poder Ejecutivo le asigne funciones a un órgano del Poder Legislativo, en 
tanto violenta su independencia, resguardada legalmente.  Sin embargo, en el caso particular, la 
Comisión que se conforma persigue la tutela de un interés público de suma relevancia, el cual la 
Defensoría también está llamado a fiscalizar, como es la protección al ambiente. Bajo este 
entendido, el artículo 4 inciso l) del Decreto debe entenderse de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 7 del mismo instrumento, además con la normativa legal y reglamentaria que define 
las competencias de la Defensoría de los Habitantes, a efecto de que su actividad se ciña 
estrictamente a lo referido de un rol de mero fiscalizador en ejercicio de sus propias 
competencias, sin asumir funciones ni responsabilidades que recaen directamente en la 
Administración Activa.”  El destacado no es del original 

En el oficio DHR-002-2015 se reitera que la Defensoría de los Habitantes debe apegarse a su rol 
de fiscalizador en ejercicio de sus propias competencias y no asumir funciones ni 
responsabilidades de la administración activa; asimismo, que su intervención se da “ante la 
eventual inacción o funcionamiento ilegítimo achacable a las instituciones que conforman el sector 
público.” El oficio DM-0179-2015 plantea que desde el Ministerio de la Presidencia se procurará no 
reincidir en la práctica de incorporar a la Defensoría en comisiones de trabajo creadas por Decreto.  
De acuerdo a lo ya indicado por la Defensoría con respecto al rol de “fiscal” atribuido en el Decreto 
y puntualizando aún más, téngase presente lo siguiente:  

1.-La Defensoría no puede integrarse en el rol de fiscal por mandato del Poder Ejecutivo, en un 
órgano colegiado con funciones propias de la administración activa. No puede asumir el rol de 
fiscal dentro del quehacer mismo de la Comisión pero si fiscalizar su actuar en el marco de 
competencias atribuido en su Ley y Reglamento.   

2.- La Defensoría puede intervenir ante eventuales denuncias contra el funcionamiento de la 
Comisión y también puede intervenir en lo referente a dicho funcionamiento de Oficio. La 
Defensoría utiliza para velar y proteger los derechos e intereses de los habitantes estrategias como 
la Investigación por Denuncia y la Investigación de Oficio.     



 

 

 

3.- La Defensoría  puede intervenir ante las acciones,  inacción o funcionamiento ilegítimo de las 
instituciones públicas que conforman la Comisión, ya sea que existan denuncias contra ellas o que 
decida intervenir de Oficio.  

4.- La Defensoría puede intervenir como asesor técnico del quehacer de la Comisión sin asumir 
funciones ni responsabilidades que recaigan directamente en la administración activa. Tendría 
competencia para asesorar al menos en tres aspectos básicos: el recibo de quejas por parte de la 
Comisión7 y el procedimiento de recepción de quejas ante la Defensoría; el ejercicio de las 
competencias de las instituciones involucradas; y en cuanto a derechos e intereses de los 
habitantes, concretamente en lo concerniente a un enfoque basado en derechos.   

Es procedente entonces, realizar las gestiones necesarias para lograr modificar el artículo 4 inciso 
e)  del Decreto que creó la Comisión de la Gestión Integral dado que un rol  fiscal dentro del 
quehacer mismo de éste ente no se ajusta a las competencias de la Defensoría de los Habitantes.  

1.2.- La Comisión para la Gestión Integral enfrenta obstáculos para el desempeño de sus 
funciones 

La Comisión de Gestión Integral y la Subcomisión Alajuela se han referido a los obstáculos que 
han enfrentado para cumplir con los Planes Anuales Operativos, de entre ellos se destacan los 
referentes a la falta de recursos presupuestarios y de voluntad política para colocar el tema 
ambiental  en su debida dimensión.   

1.2.1. Falta de recursos presupuestarios 

El artículo 7 del Decreto de creación de  Comisión de Gestión Integral  establece que “Con el 
propósito de apoyar las actividades en pro de la recuperación y manejo adecuado de los 
recursos naturales de la cuenca, las instituciones del Estado destinarán los recursos logísticos, 
presupuestarios y humanos en la medida de sus posibilidades, y dentro del marco legal 
respectivo, para apoyar el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión de Gestión 
Integral de la Cuenca Río Grande de Tárcoles.”  También el artículo 3 inciso c) establece que es 
objetivo de la Comisión “Potencializar gestionar y evaluar los recursos financieros, logísticos y 
humanos que permitan una eficiencia gestión interna y externa de la comisión”.  

Sobre los recursos presupuestarios para apoyar las actividades en pro de la recuperación y 
manejo adecuado de la cuenca del río Grande de Tárcoles, se indicó  en el Informe del MINAE 
de Acciones Realizadas en Cumplimiento de Voto Garabito, que la Comisión de Gestión Integral 
no ha contado con los recursos señalados en el artículo 7, específicamente planteó:  “Este 
Proyecto de Gestión Integral de la Cuenca del Río Grande de Tárcoles (CGIRGT), no ha 
contado con el contenido presupuestario específico para el cumplimiento de las diferentes 
acciones tendientes a la recuperación de la cuenca (de ahí la importancia de las oficinas de 
cuenca y la inclusión dentro de la planificación del presupuesto anual). La estrategia ha sido que 

                                                 
7 En el Informe de Acciones realizadas en cumplimiento de la Resolución N° 2007-05894 (Voto Garabito), se ha indicado que 
la Subcomisión Alajuela ha  atendido quejas por afectación a la Cuenca del río Tárcoles.  



 

 

 

las actividades ordinarias que cada institución realiza, sean parte importante del Plan de Acción, 
para lograr la meta establecida en cumplimiento al mandato establecido por la Sala. (…)”  El 
destacado no es del original 

 
La falta de recursos presupuestarios ha sido planteada no sólo por la Comisión de Gestión 
Integral sino también por la Subcomisión Alajuela-Occidente. Se desconoce si las instituciones 
del Estado destinaron recursos en apoyo al funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva de la 
Comisión de Gestión Integral (inclusión  en los presupuesto anuales de partidas) ni si la 
Comisión potenció, gestionó y evaluó los recursos para una eficiente gestión de la comisión ya 
fuera que provinieran de instituciones representadas en ella  o entes distintos como ONGs, 
empresas privadas u organismos internacionales. Únicamente  se tiene lo dicho en el sentido de 
que las actividades ordinarias de cada institución hacen parte del Plan de Acción de la Comisión. 
Dicho de otro modo el Plan de Acción se ajusta a los recursos que disponga cada institución 
para la atención de esas actividades, lo cual no parece entonces sumar en mucho a los recursos 
presupuestarios requeridos para el cumplimiento de los objetivos y funciones  de la Comisión.  

 
Con el interés de hacer llegar recursos presupuestarios para el desarrollo de actividades de 
protección y rehabilitación de las Subcuencas o microcuencas del río Tárcoles se le ha 
planteado a la Defensoría, de manera informal, la posibilidad de que se ejecuten los recursos del 
canon ambiental por vertidos.  El artículo 9 del Reglamento del Canon Ambiental por Vertido 
(Decreto  N° 34431-MINAE-S de marzo de 2008) establece que los fondos originados por el 
canon ambiental por vertidos se invertirán  únicamente en los rubros y proporciones siguientes: 
un 70 % del monto recaudado  se usará para apoyar el financiamiento a inversiones en 
proyectos de alcantarillado sanitario y tratamiento de aguas residuales  domésticas; un 15% para 
la promoción de producción más limpia de fuentes puntuales de vertido; un 10 % para 
actividades de educación ambiental, y un 10% para  financiar requerimientos de monitoreo de 
las fuentes emisoras, incluyendo la identificación de fuentes generadoras de efluentes, la toma 
de muestras de vertido, el análisis del laboratorio, estudios técnicos para la calidad del agua de 
los cuerpos de agua y en otros aspectos referidos al control de descargas. El artículo 10 
establece en cuanto al manejo de fondos del canon, que el MINAE mediante directriz 
administrativa establecerá los procedimientos y criterios específicos para su inversión y 
aplicabilidad y de conformidad con lo establecido en el artículo 9 anterior.  

 
Se tuvo a la vista el  Informe No. DFOE-AE-IF-03-2014 de la Contraloría General de la 
República, el cual detalló acerca de las “Limitaciones a la Inversión del Canon Ambiental por 
Vertidos”, e indicó que al 2014  los 909 millones de colones recaudados por el canon no se 
habían ejecutado por falta de claridad en el MINAE acerca de los procedimientos y criterios para 
ello.  De acuerdo con lo indicado en el mismo Informe existió claridad en la Contraloría General 
de la República sobre como la falta de ejecución de los recursos recaudados por concepto del 
Canon Ambiental por Vertidos  -provenientes de los usuarios del servicio ambiental de los 
cuerpos de agua- representaba dificultad para hacer efectivos los fines de dicho instrumento 
económico “en “inversiones que contribuyan a la sostenibilidad del recurso hídrico.”  Congruente 
con ello la Contraloría emitió disposición de acatamiento obligatorio para quién ocupara en el 
momento el cargo de Ministro del Ambiente, en el sentido de que presentara “las directrices 
ministeriales que contengan los procedimientos y criterios para la inversión de fondos del Canon 



 

 

 

Ambiental por Vertidos, de conformidad  con lo establecido en el artículo 9 del Decreto Ejecutivo  
nro. 34431.”   

 
Es de interés de la Defensoría también contar con información por parte de la Contraloría 
General de la República, sobre los resultados de la citada disposición de acatamiento 
obligatorio, y considera que lo sería además para entes como las Corporaciones Municipales, 
algunas de las cuales han planteado ante la Defensoría más recientemente que persiste la poca 
claridad sobre los procedimientos para la ejecución de dicho canon. A finales del mes de agosto 
del presente y mediante conversación telefónica la funcionaria a cargo del presente caso, fue 
informada por parte de funcionaria de la Dirección de Aguas del MINAE, que la Directriz que 
establecería los procedimientos para la aplicabilidad de los fondos del canon aún no era de 
conocimiento público.  

 
Deviene inaceptable que no se haya emitido la directriz después de 14 años de existencia del 
Decreto N° 31176-MINAE  “Reglamento de creación de Canon ambiental por vertidos”  y de 
reiterarse en el Decreto N° 34431-MINAE-S “Reglamento del Canon Ambiental por  Vertidos”  
vigente, que el MINAE establecerá mediante directriz administrativa  los procedimientos y 
criterios para la inversión y aplicación de los fondos del canon. Aun cuando lo recaudado por 
concepto del canon  ambiental por vertidos fuera considerado un aporte pequeño para 
inversiones en alcantarillado de alto costo, debe darse el destino previsto, máxime con la 
urgencia que tiene el país de contar con sistemas sanitarios, y de contar también con el 
monitoreo de fuentes -otro de los destinos de aplicación urgente del canon. Es de interés de la 
Defensoría conocer además el destino ya dado al dinero que se había recaudado por el canon. 
 
El Estado debe velar porque las instituciones dispongan de los recursos y las competencias 
necesarias para asumir sus responsabilidades. La falta de recursos presupuestarios sumada a la 
falta de voluntad política y a la dilación en la emisión de la directriz que contenga los 
procedimientos y criterios para la inversión de fondos del Canon Ambiental por Vertidos, podrían 
indicar falta a la obligación del Estado  de “cumplir”.  La obligación  de cumplir requiere que el 
Estado adopte las medidas administrativas y presupuestarias para lograr la efectividad de los 
derechos.8 Se ha planteado que del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, sociales y Culturales, se desprende la obligación de cada Estado parte de adoptar 
las medidas hasta el máximo de los recursos disponibles y el que no esté dispuesto a ello viola 
obligaciones impuestas por ese instrumento internacional y tendría que demostrar que ha hecho 
todo lo posible por utilizar todos los recursos para cumplir.9 El compromiso de utilizar hasta el 
máximo los recursos incluye la posibilidad de recibir recursos de la comunidad internacional.  
También se ha planteado que aunque los recursos  sean limitados  no se justifica la no adopción 
de medidas “Aunque se demuestre que los recursos  disponibles son insuficientes, sigue en pie 

                                                 
8 Directrices de Maastricht sobre Violaciones de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Mastricht, 22-26 de enero de 
1997. http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-violaciones-a-los-
derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf. 
9 Véase la Observación General N° 15. (2002),  párr.41. Y Observación General N° 14, párr. 47 

http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-violaciones-a-los-derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf
http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-violaciones-a-los-derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf


 

 

 

la obligación  del Estado Parte de velar por el disfrute más amplio posible de los derechos 
económicos, sociales y culturales (…)” 10  
 
1.2.2. Falta de voluntad política 
 
La Comisión y la Sub Comisión Alajuela Occidente son también coincidentes en que en el logro 
de su cometido han enfrentado otros obstáculos además de los presupuestarios, al respecto se 
planteó lo siguiente:  “Conforme ha evolucionado la temática de cuenca, se han identificado 
algunos obstáculos un tanto más fuertes que la voluntad de los colaboradores y la actitud 
positiva de las instituciones involucradas por brindar un mayor esfuerzo en el cumplimiento de 
los Planes Anuales Operativos.  Dentro de las dificultades identificadas y analizadas, sobresalen:  
 
 No existen unidades técnicas Ambientales, conformadas tal y como lo establece la Ley 8839; 

puesto que actualmente en los gobiernos locales existe separación entre las áreas (Dpto. 
Servicios, Gestión Ambiental y otros).  

 Las unidades de Gestión Ambiental, están desprovistas de un equipo de trabajo idóneo para 
realizar nuestras acciones cotidianas.  

 No se cuenta con medio de transporte permanente asignado a las unidades, siempre 
dependemos de terceros.  

 No se cuenta con procesos de capacitación permanentes y actualizaciones continuas en temas 
presentes en la región.  

 No existen herramientas tecnológicas actualizadas con las que podamos brindar una respuesta 
oportuna y adecuada a la realidad actual de los cantones.  
 Falta voluntad política por colocar el tema ambiental en todo su accionar.”  El destacado no es 

del original 

No se ignora que la falta recursos sobre todo en algunas municipalidades es real y ello una 
limitante para emprender proyectos como el de la Comisión de Gestión Integral, pero también es 
cierto que en no pocas ocasiones la falta de voluntad política para accionar en el tema ambiental 
se refleja en no disposición de recursos institucionales. En el Voto Garabito de 2007 se había 
planteado la situación de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, las iniciativas dirigidas a 
preservarla y la falta de apoyo estatal, tal y como se señala de seguido:  “Ahora bien, del 
expediente se desprende que ya se han creado diferentes comisiones y comités a lo interno de 
las instituciones recurridas y que pretenden, en coordinación directa con municipios y otros entes 
estatales, adoptar las medidas que sean necesarias para dar fiel cumplimiento a esa obligación 
estatal de preservar el ambiente y los recursos de la cuenca del río Grande de Tárcoles; sin 
embargo, en criterio de esta Sala, tales iniciativas no son suficientes todavía pues a pesar de 
que cuentan con muy buenos proyectos y estrategias, lo cierto del caso es que, hasta la fecha, 
no se han logrado concretar en actuaciones materiales que permitan cumplir con los objetivos 
propuestos pues es muy evidente que el proceso va muy lento pero sobre todo que el apoyo 
estatal a tales proyectos, no proporciona los mecanismos necesarios para que su aplicación sea 

                                                 
10 Véase la Declaración. Evaluación de la Obligación de Adoptar Medidas hasta el “Máximo de los Recursos de que Disponga” 
de conformidad con Protocolo Facultativo del Pacto. E/C.12/2007/1, párr.4. 



 

 

 

contundente y en ese sentido observa la Sala que hay una omisión estatal que debe ser 
corregida.” 

La falta de apoyo estatal se presenta a pesar de la relevancia del problema de contaminación de 
la cuenca del río Grande de Tárcoles; la obligación estatal compartida de garantizar la defensa 
del ambiente, preservar los recursos naturales, velar por el cumplimiento de la normativa 
existente; y de que como se indicó en el mismo Voto  “cualquier omisión  o retardo en atender  
tal función genera responsabilidad”. También en el Informe Final del Estado de la Nación de 
2007 ya citado, se planteó que a pesar de que desde los años 80 se argumentó que dicha 
cuenca  seguía siendo la de mayor deterioro en contaminación “las autoridades nacionales no le 
han dado la importancia del caso y la contaminación se mantiene a la vista y paciencia de toda 
la población del país.”   

 
La falta de voluntad política para dar prioridad a las aguas residuales y luchar contra la 
contaminación que generan ha sido planteada en varios espacios;  no obstante, los desafíos que 
representa la gestión actual, son mayores las ventajas de mejorarla, por los efectos en las 
condiciones de vida de la población, en su salud, ambiente circundante y la realización de los 
derechos humanos.  La falta de recursos y voluntad política ha sido una constante; se presentó 
antes del Voto Garabito en esfuerzos que hicieron comités y comisiones anteriores  y también 
posteriores a esa resolución, y continúan después de la creación de la Comisión de Gestión 
Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles. La Defensoría notificará el presente Informe 
los Jerarcas de las instituciones que integran la Comisión de Gestión Integral, incluidas las 36 
municipalidades involucradas, con excepción de las organizaciones no gubernamentales y 
locales por no contar con información para ello, tarea de la que deberá ocuparse la Comisión de 
Gestión Integral, la Comisión y las Subcomisiones que la conforman deberán ocuparse del 
seguimiento a lo recomendado por la Defensoría de los Habitantes a las instituciones 
representadas en el sentido de que  hagan las reservas presupuestarias y brinden el apoyo a las 
tareas de la Comisión.      

 
Un obstáculo adicional, es el de la falta de aprobación del Reglamento de funcionamiento. Su 
elaboración está prevista en los artículos 6 y 8 del Decreto de creación. Se tiene a la vista un 
Reglamento de funcionamiento sobre el que ha indicado el Subproceso de Gestión Ambiental de la 
Municipalidad de Alajuela, no ha recibido las aprobaciones correspondientes.  En  razón de esa 
falta de aprobación no es posible su aplicación. La Comisión debe realizara la gestiones 
necesarias para conseguir la aprobación del Reglamento.  No obstante lo descrito con respecto a 
los obstáculos que enfrenta la Comisión de Gestión Integral  la Defensoría ha sido informada que 
esta Comisión y la Subcomisión Alajuela se reúnen periódicamente y han realizado una serie de 
acciones de las que se da cuenta en el siguiente apartado. 
 
2.- Sobre las acciones de la Comisión de Gestión Integral la Subcomisión Alajuela y de la 
Municipalidad de Alajuela. A fin de tener una idea general del actuar de la Comisión de Gestión 
Integral  de la Cuenca del río Grande de Tárcoles y de la Subcomisión Alajuela para  lograr la 
rehabilitación y a protección de esa cuenca y las Subcuencas que forman parte de ella, y sin 
dejar de tener presente los obstáculos antes indicados para el logro de los objetivos propuestos,  
se destacan algunas acciones realizadas por ellas y consignadas en el  Informe realizado por el 



 

 

 

MINAE en cumplimiento de la Resolución N° 2007-05894 (Voto Garabito); así también algunas  
acciones de la Municipalidad de Alajuela en la microcuenca del río Siquiares.  Se analizan los 
documentos existentes pero ahora en cuanto a las acciones previstas para atender el problema. 

2.1.-Acciones Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles. En cuanto 
a las acciones propiamente de la Comisión de Gestión Integral se tiene lo registrado en el 
informe que envió la  Municipalidad de Alajuela a la Defensoría, realizado por el MINAE en el 
2016 y Titulado “Informe de Acciones Realizadas en Cumplimiento de la Resolución N° 2007-
05894 (Voto Garabito).”       

 
En dicho Informe se indicó que para lograr lo ordenado en la resolución Garabito, la planificación 
se orientó en cuatro Áreas Estratégicas: Ordenamiento Territorial; Gestión del Recurso Hídrico; 
Gestión Integral de Residuos líquidos y sólidos; Educación Ambiental y Participación Ciudadana; 
además de la inclusión de un componente de Gestión de Riesgo para involucrar a la Comisión 
Nacional de Emergencias.  En el Informe también se planteó que a efectos de lograr un mayor 
impacto se hizo énfasis en “procesos” como los siguientes:  

2.1.1 El Plan de Gestión de la Comisión CGICRG Tárcoles, el cual remitió al Plan de Acción de 
cada Sub Comisión, visibles en los Anexos del Informe, por ejemplo los Planes de Acción de la 
Subcomisión Alajuela  se registraron en el Anexo 6.   

 
2.1.2 El proceso de Política para las Áreas de Protección  de los ríos de la GAM, en seguimiento 
al Informe de la Contraloría General de la República sobre dichas áreas (Informe Nro.DFOE-AE-
IF-14-2014 de 10 de diciembre de 2014). En este tema se indicó que se diseñó una política 
nacional para la recuperación de la cobertura arbórea en resguardo de las áreas de protección 
de ríos en la GAM. 

 
2.1.3 El proceso del Protocolo de Reforestación para la rehabilitación y mantenimiento de las 
áreas de protección de la GAM, el cual describió escenarios de intervención en esas áreas y se 
señaló los pasos a seguir para reforestar, rehabilitar y darles mantenimiento.   

 
2.1.4 El Protocolo de Indicadores los cuales se definieron a fin de evaluar los Planes de Acción y 
las actividades propuestas.   

 
2.1.5 El proceso de Formulación  de los Términos de referencia para la Contratación del Plan  de 
Gestión para el Manejo de la Cuenca del río Grande de Tárcoles.  Se indicó sobre este aspecto  
que “se considera la formulación de planes de gestión para el manejo de las cuencas 
hidrográficas para dar respuesta a los problemas, conflictos (…)”.  Y que con el fin de mejorar  la 
calidad ambiental de la Cuenca del río Grande de Tárcoles se proponía la elaboración de un 
Plan de Gestión por parte de empresa consultora. Asimismo, se indicó que los objetivos del 
proyecto (no se especificó el proyecto al que se hacía referencia) eran los de realizar un 
diagnóstico de la cuenca que permitiera determinar las acciones a seguir en la gestión del 
manejo integral de la cuenca; elaborar el Plan de Gestión que brindara pautas y acciones a 
seguir para el mejoramiento de la condición ambiental; desarrollar una guía metodológica para la 



 

 

 

implementación, monitoreo y seguimiento  del Plan de Gestión Integral de la Cuenca del río 
Grande de Tárcoles a nivel local. 

 
La Comisión debe tener en forma separada y a disposición de los interesados: el Plan de 
Gestión de la Comisión CGICRG Tárcoles; la Política Nacional para la recuperación de la 
cobertura arbórea; los protocolos de reforestación y de indicadores para los planes de acción; y  
el Diagnóstico de la cuenca del río Grande de Tárcoles, el  Plan de Gestión para el Manejo de 
dicha Cuenca y la guía metodológica (de haberlos realizado).  
 
2.2.-Acciones de Subcomisión Alajuela. La Subcomisión Alajuela Occidente, al igual que la 
Subcomisión ABRA, la Subcomisión Heredia y la Subcomisión ACOPAC, hacen parte de la 
plataforma de trabajo de la Comisión para la Gestión Integral de la Cuenca del Río Grande 
Tárcoles. Las Subcomisiones han rendido Informe ante ella y deben articular y seguir sus 
lineamientos (Art 6 y 10 del Decreto N° 38071-MINAE).  

 
Al Informe realizado por el MINAE se anexo  el “Plan de Acción Subcomisión Alajuela (CGIRGT)”  
y las actividades de cada institución involucrada en la Comisión para la Gestión Integral (Anexos 
6 y 16 respectivamente).  Adicionalmente envió el “Plan de Trabajo para la CGICRG Tárcoles 
2017. Sub Comisión Alajuela Occidente”.  Cada Subcomisión debe ocuparse de tener registrado 
y debidamente foliados todos los documentos de las actividades que realiza y de dar 
seguimiento a sus planes de acción.  

2.2.1.-En el plan de Acción de la Sub Comisión  Alajuela (sin fecha).  De mayor interés al 
quejoso y los vecinos es el trabajo de la Subcomisión Alajuela, consignado en el “Plan de Acción 
General” el cual registró una lista de temas, entre ellos el Tratamiento de Aguas Residuales 
(TAR). Y también el “Plan de Acción Específico”, en el que se señaló programas y entre estos: 
1.- El “Programa  N° 3. Campañas de Recuperación de Áreas de Protección (ZP) y áreas de 
Recarga (ZR)” en el cual se definió como una de las actividades realizar un diagnóstico de las 
microcuencas presentes en los cantones. 2.-  El “Programa N° 5. Tratamiento de Aguas 
Residuales”.  

El Objetivo General  del Programa N° 5 fue el de mejorar el estado actual del tratamiento de las 
aguas residuales de la Región Occidente-Alajuela, así como la ampliación de la cobertura de 
tratamiento. Y como objetivos específicos  se consignaron los de formular el plan de 
recuperación  de las plantas de tratamiento dentro de la Región;  motivar a la participación en 
proyectos de control de descargas ilegales; promover la construcción de plantas donde no 
existen e involucrar al sector privado para que a través de sus proyectos de responsabilidad 
social disminuyan la generación  de aguas residuales y se fortalezca el adecuado tratamiento y 
disposición final.    

Las metas del Programa N° 5 fueron entre otras: las de mejorar el funcionamiento de las plantas 
de tratamiento de aguas residuales; mejorar la red sanitaria y eliminar las conexiones ilegales al 
sistema pluvial; levantar mediante el uso de fluoresceína los puntos de descarga a la cuenca; 
notificar el 100% de los puntos de descarga en cumplimiento de la norma legal existente. Nótese 
la existencia de metas relacionadas con el mejoramiento de los sistemas de tratamiento junto 



 

 

 

con la de identificar y notificar el 100% de puntos de descarga. En cada meta se indicó los entes 
responsables (por ejemplo el Ministerio de Salud, el Proceso de Gestión Ambiental de la 
municipalidad, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados),  el avance y el 
indicador por actividad (tal como el número de proyectos de mejoras de plantas de tratamiento, y 
el número de puntos de descarga notificados dentro de la región).  

Al día de hoy se desconoce si se hizo el 100% de las notificaciones de los puntos de descarga y 
de haberse hecho todas o en parte cuales fueron los resultados. Debe tenerse presente que el 
MINAE también tiene competencia para controlar actividades que pueden convertirse en focos 
de contaminación (Voto N° 2007- 05894); sin embargo, su participación como responsable en 
las actividades del Programa N° 5 no se registró. La Subcomisión Alajuela debe de informar de 
manera particular a la Defensoría, al petente y los vecinos sobre los logros y dificultades de este 
importante Programa N° 5 indicado en el Informe del MINAE de 2016. Si se toma en cuenta que 
existe compromiso del MINAE de rendir Informe ante la Sala Constitucional  cada año, es 
factible que esté próxima la información sobre los avances al 2017. De haber concluido este 
informe enviarlo también.  

2.2.2.- Actividades por institución involucrada en la Comisión de Gestión Integral. Como se 
indicó en el Anexo 16 del Informe del MINAE se detallaron las actividades  realizadas según 
áreas estratégicas definidas y por institución involucrada en la Comisión de Gestión Integral.  La 
tabla donde se vertió la información de las distintas actividades identificó las columnas como: 
“área estratégica”,  “actividad”,  “verificadores”, “comunidad” y “registro fotográfico”. Las 
actividades correspondientes al área Estratégica Recurso Hídrico y los verificadores  se  
resumen a continuación: 

1.- Definición de la microcuenca en donde se va a promover la reforestación. Se hizo referencia 
al plan de manejo de la Cuenca del río Siquiares. 

2.- Definición de la microcuenca en donde se va a promover la reducción del caudal. Se hizo 
referencia a proyectos de mejoras de plantas de tratamiento concretos y a la implementación de 
proyecto de recuperación  y restauración del río Siquiares, el cual incluyó la presentación de los 
términos de referencia sobre el análisis de las aguas  del río y un inventario de nacientes, pozos, 
canales de riego y de los propietarios ubicados en la microcuenca.   

3.- Levantamiento mediante el uso de fluoresceína de los puntos de descarga de la cuenca. Se 
hizo referencia a la implementación de correcciones en redes sanitarias y a la  construcción de 
planta de tratamiento en comunidad de San Ramón.  

4.- Notificar el 100% de los puntos de descarga en cumplimiento con la normativa legal 
existente. Se hizo referencia a acciones relativas a desfogues pluviales, a la identificación de 
puntos de descarga en el río Alajuela y a la coordinación para ello con la Municipalidad de 
Alajuela; asimismo, se hizo referencia a la  limpieza de los cauces de los ríos.  La tabla registró 
la existencia de metas relacionadas con el mejoramiento de los sistemas de tratamiento junto 
con la de identificar y notificar el 100% puntos de descarga, ya previstas en el plan de Acción de 
la Sub Comisión Alajuela.  La tabla antes mencionada en la que se incluyó información 



 

 

 

presentada por las Subcomisiones no mostró uniformidad. La columna titulada “comunidad” 
registró tanto nombres de instituciones como de lugares.  En cuanto a lo que se ha dado en 
llamar “verificadores” la redacción no permitió en muchos casos tener claridad si lo descrito ya 
fue concluido, está avanzado o si se trataba de un proyecto.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            

Hizo falta claridad en la información contenida en la tabla. Ella debería revisarse teniendo 
presente que la información se dirige a la Sala Constitucional en cumplimiento de un Voto;  que 
es fundamental  dejar claro lo actuado, lo pendiente y lo proyectado en la atención de un 
problema como el que trata la Comisión de Gestión Integral y las Subcomisiones, demandante 
de múltiples gestiones; y que la información debe estar a disposición de los interesados y ser 
comprensible. En futuros informes esta falta de claridad no debe darse a fin de hacer posible el 
derecho de acceso a la información.  De acuerdo con la Convención Americana de Derechos 
Humanos (Pacto de San José) toda persona tiene libertad de buscar, recibir y difundir 
información de toda índole ya sea en forma oral, por escrito, en forma impresa o por cualquier 
otro procedimiento de su elección.    

2.2.3.- En el Plan de Trabajo para la CGICRG Tárcoles 2017. Subcomisión Alajuela Occidente. 
La Municipalidad de Alajuela adicionalmente envió este plan, en el cual consignó  las distintas 
metas por área estratégica. Para las Áreas Estratégicas Ordenamiento Territorial, Recurso 
Hídrico, Gestión Integral de Residuos y Educación Ambiental, se indicó metas e igualmente los 
entes responsables y el plazo de ejecución, siendo este el año 2017. 

En el caso del Área Estratégica Ordenamiento Territorial se señaló como meta contar con un 
estudio y mapeo del 100% de los desfogues.  En el Área Estratégica  Recurso Hídrico, se 
señalaron como metas, entre otras, las de mejorar los parámetros de vertido de las plantas de 
tratamiento de aguas residuales; contar con una metodología para la regeneración de las áreas 
de protección; realizar al menos dos muestreos de la calidad del agua del río Poás y determinar 
el grado de potabilidad de sus aguas; disminuir el impacto de sustancias contaminantes en el 
mismo río. Nótese que el Plan de Trabajo para la CGICRG Tárcoles de la Subcomisión Alajuela 
tiene nuevamente como meta el estudio y mapeo del 100% de desfogues; además mejorar el 
vertido de las plantas de tratamiento y hacer análisis del agua del río Poas.  

Se considera que los criterios  para decidir sobre la inclusión de una u otra Subcuenca o 
microcuenca en el Plan de Trabajo deben estar bien definidos,  pues el trabajo de la 
Subcomisión involucra varias de ellas. Por ejemplo cuales fueron los criterios para incluir al río 
Poás  y no otro como objeto de intervención en muestreos, en la determinación del grado de 
potabilidad de sus aguas y en la disminución del impacto de sustancias contaminantes.  

3.- Acciones de la Municipalidad de Alajuela en  la subcuenca del río Siquiares. Lo planteado en 
este apartado también es de mayor interés para el petente y los vecinos, al tratarse de 
actividades realizadas o por realizar en la cuenca donde residen y se dan las condiciones que 
afectan su salud, ambiente y condiciones de vida.  La Municipalidad de Alajuela gestionó la 
realización del Diagnóstico de la Calidad del Agua del Río Siquiares de marzo de 2006, con 
posterioridad al Voto 2001-01882 de marzo de 2000  en el cual se condenó a la empresa Dos 
Pinos. 



 

 

 

 
La Corporación Municipal también gestionó la realización del Diagnóstico Biofísico de la Cuenca 
del río Siquiares de noviembre de 2007, con posterioridad al Voto N°2007-05894 de abril de 
2007 (Voto Garabito) y a la Ejecución de la Sentencia N° 000675-F-2007 de octubre de 2007 del 
Juzgado Contencioso Administrativo contra la Cooperativa Dos Pinos y el Estado.  El SINAC, por 
su parte,  planteó con motivo de la Ejecución de la sentencia contra la empresa Dos Pinos,  
específicamente en la propuesta de recuperación del río Siquiares, que se contratara un estudio 
hidráulico y se realizaran análisis de calidad del agua; asimismo, actividades de capacitación, 
educación, coordinación institucional y rotulación de áreas de protección.   

 
La misma municipalidad aportó un Estudio hidrogeológico de la Cuenca del río Siquiares de 
Diciembre de 2009; titulado “Estudio  Hidrogeológico para los cauces de los ríos de Alajuela, 
Ciruelas y Siquiares: Informe de Avance N° 2. Características Físicas y Climáticas de las 
Cuencas- Modelado Hidrológico”, realizado por empresa consultora.   Debe tenerse presente 
que un estudio como este u otro hidrogeológico considerado como necesario, debe ser del 
conocimiento del SENARA, quién verificara su debida elaboración y resultados y dará el visto 
bueno de ser procedente.  De acuerdo con la sentencia de la Sala Constitucional N° 2016-
018352 todo proyecto urbanístico requiere de un estudio hidrogeológico  y de la respectiva 
evaluación  y criterio técnico favorable por parte de SENARA. Esa institución es un ente 
especializado y  en el campo de las aguas subterráneas sus advertencias de contaminación y 
medidas para prevenirlas  no pueden ser desatendidas, es más sus decisiones fundamentadas 
son definitivas y de acatamiento obligatorio (Ver Resolución de la Sala Constitucional N° 
2017006340) o vinculante como se establece en el artículo  3 inciso h) de su Ley 6877.  

 
Adicionalmente la Municipalidad de Alajuela y dentro del quehacer de la Comisión de Gestión 
Integral de la Cuenca del Río Grande Tárcoles planteó otras acciones: 

 
a) El nombramiento de funcionarios municipales representantes en dicha Comisión en el 2017; 

  
b) El “Plan de Acción 2017. Microcuenca Siquiares. Comisión para la Gestión Integral de la 
Cuenca del Río Grande Tárcoles”.    
 
La Corporación Municipal envió el “Plan de Acción 2017. Microcuenca Siquiares. Comisión 
CGICRG Tárcoles”. El cual parece coincidir en algunos aspectos con el plan de Acción de la Sub 
Comisión  Alajuela, pero debe tenerse presente que este último se presentó en el contexto de la 
presentación del Informe del MINAE, por tanto, con anterioridad al Plan de Acción 2017. 
Microcuenca Siquiares.  El “Plan de Acción 2017. Microcuenca Siquiares. Comisión CGICRG 
Tárcoles”. El cual según indicó la Municipalidad de Alajuela se presenta como parte de las 
labores en la Comisión para la Gestión Integral y se organiza también por áreas estratégicas.  
De acuerdo al Plan de Acción 2017, la estrategia “Ordenamiento Territorial” tiene como meta 
inventariar el 100 % de los terrenos y áreas de protección de la microcuenca del Siquiares y 
como actividad la de realizar el diagnóstico del estado actual de las áreas de protección; también 
se consigna la meta de  identificar las áreas de protección que requieren una intervención 
prioritaria.  



 

 

 

Para la Estrategia “Recurso Hídrico”  las metas planteadas son: contar con un estudio y mapeo 
del 100% de los desfogues presentes en la microcuenca; contar con una metodología para la 
regeneración de las áreas de protección; iniciar los procesos de rehabilitación ecológica en 
áreas de protección del cantón de Alajuela; asegurar la disponibilidad de recursos (presupuesto, 
insumos y personal) para el cumplimiento del Voto Garabito; divulgar las acciones y proyectos 
relacionados con la gestión ambiental de las áreas de protección en general y de la microcuenca 
en particular a fin de sensibilizar a la población. Se establece en este plan los 
proyectos/actividades, el origen del presupuesto el cual es el ordinario de la Corporación 
Municipal,  los responsables de llevar a cabo las actividades y se contemplan en el plan además 
metas relacionadas con la recolección de residuos sólidos, con la educación ambiental 
ciudadana y la participación ciudadana.  

Son varias las metas que se propuso la Municipalidad de Alajuela para el presente año 2017 
dirigidas a la protección y rehabilitación de la cuenca del río Siquiares, y nuevamente en la 
Estrategia “Recurso Hídrico” la de contar con un estudio y mapeo del 100% de los desfogues, lo 
cual si bien sería un logro muy importante y una fuente de información para la toma de medidas, 
no debe quedar hasta aquí; se debe avanzar a más actividades, siempre dentro de ejercicio de 
competencias.  Las competencias del Ministerio de Salud y de las municipalidades no concluyen 
con las metas de  levantamiento, estudio y mapeo de los desfogues  y con su notificación, 
también indicadas en los documentos que describen acciones de la Subcomisión Alajuela 
precedentes (2.2.1, 2.2.2, 2.2.3). En caso de establecimientos, proyectos urbanísticos, que no se 
apegan a las normas de disposición de aguas residuales ( por ejemplo falta de sistemas de 
disposición de aguas residuales; falta de sistemas en funcionamiento; falta de permiso sanitario 
de funcionamiento; sistemas que no cumplen la función de tratamiento de las aguas; sistemas 
de los que no se presentan reportes operacionales)  procede al giro de una orden sanitaria, el 
establecimiento de un tiempo para la presentación de un cronograma de actividades a realizar 
por parte del ente generador, y en caso de incumplimiento con ese cronograma, son factibles 
entre otras medidas como el no otorgamiento de más permisos de funcionamiento, la 
suspensión del permiso de funcionamiento y del permiso sanitario de funcionamiento, denuncia 
judicial, la cancelación de la patente y hasta el cierre del establecimiento.  

Una ilustración de lo que procede cuando se otorga un permiso sanitario de funcionamiento pero 
luego la planta procesadora de aguas residuales no cumple la función, es el caso de la 
Cooperativa Dos Pinos.  En la Resolución (2001-01882) mediante la cual se le condenó por la 
contaminación del río Siquiares,  se  tuvo a la vista el Informe del Ministro de Salud, según el 
cual desde que el  Ministerio de Salud otorgó el permiso sanitario de funcionamiento previno a la 
empresa sobre el deber contemplado en la Ley General de Salud  de mantener las condiciones  
físico sanitarias que hicieron posible la existencia de dicho permiso. Ante denuncia de los 
recurrentes por contaminación del río  el ministerio  ordenó inspección sanitaria a la planta 
procesadora y ante la constatación de la denuncia giró orden sanitaria con plazo de cinco días 
para la presentación  del plan de contingencias y mitigación a fin de evitar la contaminación del 
río Siquiares. El Ministerio de Salud le indicó a la empresa como debía proceder ante la situación 
y le solicitó que  presentara  el reporte operacional del sistema de tratamiento. En dicha 
Resolución la Sala Constitucional indicó además que el Ministerio de Salud estaba “obligado a 



 

 

 

velar porque la actividad industrial no lesione los recursos naturales, ni cause trastornos de gran 
magnitud en la vida cotidiana de los ciudadanos que residen cerca de donde se desarrolla (…)”   

El párrafo anterior señala la competencia del Ministerio de Salud en el otorgamiento de permisos 
sanitarios de funcionamiento a una empresa, el procedimiento seguido a partir de una denuncia 
por contaminación de río que ella generó, y la indiscutible obligación del ministerio  de velar  
porque ello no suceda.  Lo descrito en cuanto a lo procedente cuando no hay apego a las 
normas de disposición de aguas residuales  evidentemente va más allá del levantamiento, 
estudio y mapeo de los desfogues y su notificación. No se tiene noticia del ejercicio de estas 
competencias por parte de las comisiones en cuestión  ni de la municipalidad de Alajuela, a 
pesar de que el desarrollo de actividades en condiciones sanitarias y disposición de aguas 
pluviales inadecuadas hayan sido evidentes, confirmadas por las mismas instituciones 
competentes y esa falta de ejercicio de competencias sea pagada con violaciones de derechos 
de los vecinos colindantes con los cuerpos de agua receptores.   
 
Otra meta tiene que ver con la determinación de calidad de las aguas de los ríos y debería ser 
de consideración para todas las Subcomisiones  y darse en las Subcuencas o microcuencas que 
esas Subcomisiones abarcan. En la Resolución 2001-01882 la Sala Constitucional citó a su vez 
la sentencia N° 140594, según la cual la vigilancia para que el río en cuestión permanezca libre 
de contaminantes corresponde al Ministerio de Salud y a la municipalidad del lugar de 
conformidad con artículo 169 de la Constitución, quienes además  deben ejercer control 
periódico de la pureza  de las aguas del río. Esta resolución reitera la vigilancia que corresponde 
al Ministerio de Salud y además a las municipalidades a fin de que los ríos se mantengan libres 
de contaminación y para lo cual se debe comprobar la calidad de sus aguas.  

 
En Planes de Acción y de Trabajo de la Subcomisión Alajuela es factible incluir  además de las 
metas de “levantamiento”, “estudio y mapeo del 100% de los desfogues”  y “su notificación” y de 
“control de pureza de las aguas”, metas en los términos descritos y ejemplificados antes. Ello es 
factible también para las otras Subcomisiones, si se considera que uno de los objetivos 
específicos  de la Comisión de Gestión Integral es la de gestionar y proponer las acciones 
requeridas para la reducción de los niveles de contaminación por residuos líquidos y sólidos que 
se generan en la cuenca y su rehabilitación integral; y que se han atribuido responsabilidades 
por acciones para el alcance de las metas a las instituciones representadas en dicha Comisión 
relacionadas con la disposición de aguas residuales.  

 
En el alcance de las metas que se formulen serían principales responsables las Áreas Rectoras 
de Salud, las municipalidades, el SINAC y la CCSS por los desechos hospitalarios, tal como ya 
la había incluido la Sala Constitucional cuando estableció responsabilidades por el estado de 
contaminación de la Cuenca del río Tárcoles.   En ejercicio de las competencias municipales la 
Municipalidad de Alajuela debe incluir metas en los términos descritos en su  “Plan de Acción 
2017. Microcuenca Siquiares. Comisión CGICRG Tárcoles”. Las instituciones no pueden excusar 
el cumplimiento de sus obligaciones tienen ineludiblemente que asumir sus competencias y son 
también de ellas las descritas.  La Municipalidad de Alajuela también envió información sobre los 
proyectos de disposición de aguas residuales que está llevando a cabo, concretamente planteó 
lo siguiente: 



 

 

 

 
“Con una inversión cercana a los MIL QUINIENTOS MILLONES DE COLONES, la Municipalidad 
de Alajuela desarrolla el proyecto de construcción del nuevo centro operativo y de control de 
acueductos y alcantarillados ( en la zona del Pacto del Jocote ), así como en la rehabilitación 
total de la planta de tratamiento de aguas residuales de Villa Bonita, con capacidad para tratar 
cerca de cinco mil metros cúbicos de agua residual y recibir y brindar tratamiento primario y 
secundario a muchos más usuarios, con el consiguiente y positivo impacto ambiental, 
especialmente en nuestros ríos y quebradas. Ambos proyectos estarán listos y en operación a 
finales del presente año 2017.  Unido al programa de rehabilitación y mantenimiento de las otras 
once plantas que operan en nuestro centro urbano y el desarrollo del nuevo y moderno proyecto 
del parque tecnológico propuesto para construir en los próximos años y que permitirá ampliar la 
cobertura a todo el cantón (…)” 
 
No sería esperable que instituciones públicas administradoras de servicio de alcantarillados 
sanitario descarguen las aguas residuales sin tratamiento. La Municipalidad de Alajuela está 
haciendo con la realización de las obras constructivas y de rehabilitación y mantenimiento lo que 
le corresponde, y se espera que tenga visualizado otros proyectos necesarios. La creación y 
mantenimiento de redes de alcantarillado sanitario es una competencia municipal y compartida 
con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Para evitar la contaminación  de 
fuentes de agua y daño a la salud el Ministerio de Salud también está obligado a actuar en 
materia de alcantarillado sanitario.  Se considera que las metas y  acciones identificadas por la 
Comisión Integral para la Gestión de la Cuenca del río Tárcoles, la Subcomisión Alajuela y la 
Municipalidad de Alajuela  reflejan las necesidades de atención del problema de contaminación y 
su ejecución es un trabajo valioso; sin embargo;  las metas y acciones referentes a las aguas 
pluviales tampoco aparecen o su presentación es poco clara. Sobre las aguas pluviales véase el 
apartado 2 de competencias con respecto a las aguas pluviales.  
 
De seguido se alude a las competencias de los entes involucrados según lo establecido en las 
normas que rigen la materia.   
 
Sobre las competencias de los entes públicos involucrados.  En lo que se refiere a la materia 
objeto de la queja de inadecuada disposición de aguas residuales y pluviales téngase presente 
las siguientes competencias. 

 
1.-Competencias en materia de aguas residuales. 
 
El marco normativo sobre el saneamiento incluye una serie de leyes y reglamentos. Existe 
prohibición de contaminar y obligación de tratar las aguas residuales antes de ser descargadas 
en los ríos, así como sanciones por incumplimiento.  Las principales normas sobre la materia 
corresponden a la Ley de Conservación de Vida Silvestre N°7317 de octubre de 1992 y sus 
reformas, artículos 126 y 128; el Transitorio III de la Ley 7317. La Ley de Vida Silvestre 
establece la prohibición de contaminar aguas, se destaca tal prohibición en el caso de la 
industria y la agroindustria y de no impedir la contaminación con la instalación de un sistema de 
tratamiento de aguas,  cabe hasta una responsabilidad solidaria. La Ley Orgánica del Ambiente 



 

 

 

también contempla en los artículos 65 y 66 lo procedente con respecto al tratamiento de las 
aguas residuales, a saber en los artículo 65 y 66.  
 
En el voto constitucional N° 2007-05894 se hizo una lectura de los anteriores artículos en los 
siguientes términos:  Se observa que la ley [Ley Orgánica del Ambiente] claramente le asigna la 
responsabilidad del tratamiento de los vertidos a quien produzca la contaminación, siendo 
precisamente el Ministerio de Ambiente y Energía, a través de sus diferentes dependencias, el 
que debe ejercer y adoptar las medidas que sean necesarias para prevenir y corregir la 
contaminación ambiental y en esa medida controlar la actuación de empresas públicas y 
privadas, personas físicas o jurídicas que pueden eventualmente a través del ejercicio de sus 
actividades, convertirse en focos de contaminación; obligación que, claro está, también debe ser 
coordinada y compartida con otras instituciones del Estado como la Caja Costarricense del 
Seguro Social, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, el Ministerio de Salud, 
entre otros, o bien, con los gobiernos locales. El destacado no es del original 
 
Existen también normas para evitar que la evacuación final de los residuos de los sistemas del 
alcantarillado sanitario contamine las fuentes o cursos de agua, y sobre la obligación de conectar 
a ellos las aguas negras y servidas de una propiedad (Arts 291 y 288 de la Ley General de 
Salud). Jurisprudencia de la Sala Constitucional se refiere a los entes competentes y encargados 
de dictar normas para  la construcción, funcionamiento,  evacuación  y tratamiento final de los 
efluentes de todo sistema de alcantarillado sanitario. Y a la coordinación entre ellos de las 
medidas para evitar daños a la salud, que estos se agraven o se reincida en las infracciones.  En 
la resolución N° 2007-05894 de 2007 conocida como “Voto Garabito” se hizo referencia a las 
competencias en materia de alcantarillado sanitario en los siguientes términos: 

 
“VII.- … De las normas citadas se colige que la atribución de crear y mantener las redes del 
alcantarillado sanitario, le corresponde a las municipalidades por cuanto éstas, según el artículo 3 
del Código Municipal vigente, son las principales obligadas de velar por los intereses y servicios 
cantonales dentro de la jurisdicción que tengan a su cargo y porque expresamente así se deriva 
del artículo 169 de la Constitución Política que establece la competencia genérica de las 
Municipalidades en esta materia. Sin embargo, en atención a lo dispuesto por el artículo 2 de la 
Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, tal obligación debe 
ser compartida con el Instituto Nacional de Acueductos y Alcantarillados, ya que éste, como 
órgano especialista en esta materia, es el encargado a nivel nacional de dirigir, coordinar y vigilar 
todo lo concerniente a la evacuación de aguas negras, alcantarillados y contaminación de los 
recursos de agua en beneficio de los habitantes de la República y para ello tiene la obligación de 
coordinar con los diferentes entes municipales, las medidas a adoptar en esta materia. 
 
VIII.- … Por su parte, el Ministerio de Salud, dentro del ámbito de sus competencias, también se 
encuentra directamente obligado a actuar en esta materia. En ese sentido, la Ley General de 
Salud número 5395, en su artículo 341 establece: 
 
"Artículo 341.- Podrán, asimismo, dentro de las atribuciones y jurisdicciones mencionadas, 
ordenar y tomar las medidas especiales que habilita esta ley para evitar el riesgo o daño a la 



 

 

 

salud de las personas o que éstos se difundan o se agraven y para inhibir la continuación o 
reincidencia en la infracción de los particulares. 
 
Específicamente en materia de alcantarillado, establece el artículo 289 de esa ley, lo siguiente: 
 
"Todo sistema de alcantarillado, quedará bajo el control técnico del Ministerio y del Servicio 
Nacional de Acueductos y Alcantarillado y las personas de derecho privado o público que los 
construyan, administren y operen se sujetarán a las normas que el Poder Ejecutivo, en consulta 
con el Servicio Nacional de Acueductos y Alcantarillado, dicte para condicionar su construcción, 
funcionamiento y la evacuación y tratamiento final de los efluentes." 
 
De conformidad con esta ley, le corresponde al Ministro de Salud dictar las normas técnicas de 
salud a que deben ceñirse las personas físicas o jurídicas de derecho privado o público en las 
materias que la propia ley lo requiera, entre las cuales, sin duda alguna, se encuentra lo relativo 
al alcantarillado sanitario.”   El destacado no es del original 
 
A las municipalidades y el AyA les corresponde crear y mantener redes de alcantarillado 
sanitario, y todos los que construyen y operan sistemas de alcantarillado están en ello sujetos a 
las normas del Poder Ejecutivo.  También hay varios reglamentos con los que se pretende 
asegurar la eliminación adecuada de las aguas residuales y la calidad del agua de los cuerpos 
de agua superficiales. Y también indican quienes son los entes competentes para su aplicación, 
a saber:   

 
a).-El “Reglamento de Aprobación  y Operación de Sistemas de Tratamiento de Aguas 
Residuales”, Decreto N° 31545-S-MINAE de 22 de diciembre de 2003, el cual derogó el Decreto 
N° 21518-S de 16 de septiembre de 1992 “Normas de Ubicación de Sistemas de Tratamiento  
de Aguas Residuales”. El Reglamento de Aprobación y Operación de Sistemas de Tratamiento 
de Aguas Residuales, tiene por objetivo proteger la salud y el ambiente; es aplicable al manejo 
de aguas residuales. Regula el alcance del permiso de ubicación  de sistemas de tratamiento  de 
aguas residuales (el cual se solicita al Ministerio de Salud); la aprobación de proyectos de 
sistemas de tratamiento de aguas residuales; las actividades que tienen sistemas de tratamiento 
de  aguas residuales;  y las obligaciones del ente generador y como responsable  del tratamiento 
o vertido de esas aguas.  

 
De acuerdo a este Reglamento de Aprobación para obtener permiso sanitario de funcionamiento 
todo establecimiento debe cumplir con lo establecido por el Reglamento General para el 
Otorgamiento de Permisos de Funcionamiento, y según su artículo 3, todo establecimiento a 
cargo de un generador debe esta provisto de los sistemas  de tratamiento necesarios para que 
las aguas residuales cumplan con lo dispuesto en el Reglamento de Vertido y Reuso de Aguas 
Residuales, y se eviten así perjuicios a la salud, al ambiente o la vida silvestre. 
 
b).-El “Reglamento de Vertido y Reuso de Aguas Residuales”, Decreto N°  33601-MINAE-S de 
19 de marzo de 2007, el cual derogó el Decreto  N° 26042-S-MINAE de 14 de abril de 1997 
“Reglamento de Vertido  y Aguas Residuales”. El Reglamento  de Vertido y Reuso de Aguas 
Residuales tiene por objetivo  la protección de la salud pública y el ambiente, a través de la 



 

 

 

gestión adecuada de las aguas residuales. Establece la obligación de tratar aguas residuales y 
de confeccionar reportes operacionales, los parámetros a ser analizados obligatoriamente en las 
aguas residuales, los límites para el vertido de aguas residuales a un cuerpo receptor, las 
prohibiciones y sanciones por incumplimientos, se prevé la emisión de ordenes sanitarias de 
suspensión de permiso sanitario de funcionamiento por parte del Ministerio de Salud y las 
denuncias que este ente puede hacer ante otras instancias administrativas o judiciales por 
incumplimientos con las órdenes sanitarias. 

 
c).-El “Reglamento de Canon Ambiental por Vertidos”, Decreto N° 34431-MINAE-S de 4 de 
marzo de 2008, el cual derogó el Decreto N° 31176-MINAE de 26 de junio de 2003 “Reglamento 
de Creación del Canon Ambiental por Vertidos”. Es de aplicación el primero de éstos en cuanto a 
los vertidos  que provocan modificaciones en la calidad del agua de cuerpos de agua; y según él 
toda persona que usa el recurso hídrico para verter sustancias contaminantes paga por los 
costos sociales y ambientales que dicho uso implica.  

 
El artículo 11 del mismo Reglamento indica que es el Ministerio de Ambiente y Energía el ente 
competente para la administración, aplicación, cálculo y cobro del canon. El artículo 12 establece  
las funciones y atribuciones del MINAE relativas al canon ambiental por vertidos, de entre las 
que se destacan las siguientes: otorgar los permisos de vertidos; velar por la  correcta 
recaudación y destino de los fondos. El artículo 13 se refiere a las coordinaciones de las 
acciones que deben darse entre el MINAE, el Ministerio de Salud y las entidades competentes 
relativas al canon ambiental por vertidos, tales son: las de monitorear el vertimiento y la calidad 
del agua de los cuerpos receptores de la cuenca; ejercer control y vigilancia de las actividades 
de las fuentes puntuales sobre las cuencas e interponer las denuncias que correspondan de 
conformidad con el artículo  98, siguientes y concordantes de la Ley Orgánica del Ambiente. 
Valga señalar que el artículo 98 se refiere a la imputación por daño al ambiente.  
 
La Defensoría, por su parte, se ha referido en otros casos atendidos a disposiciones normativas 
que resaltan la necesidad de recuperar los cuerpos de agua, en los siguientes términos:  “A tono 
con la necesidad de recuperar el cuerpo de agua el Reglamento para la Evaluación y 
Clasificación de la Calidad de Cuerpos de Agua Superficiales, señala en su parte considerativa 
“Que es imperativo recuperar y conservar la integridad física, química y biológica de los cuerpos 
de agua superficiales de Cosa Rica, con el fin de que estas aguas puedan ser utilizadas para 
diferentes fines sociales, económicos y ambientales que contribuyan al desarrollo del país, 
asegurando una mejor calidad de vida para todos los ciudadanos.”  
 
El Reglamento para la Evaluación y Clasificación de la Calidad de los Cuerpos de Agua 
Superficiales, Decreto N° 33903-MINAE-S de 17 de septiembre de 2007, es de aplicación del 
Ministerio de Ambiente y Energía en coordinación con el Ministerio de Salud; tiene como objetivo 
reglamentar lo criterios y metodología  para la evaluación de la calidad de los cuerpos de agua 
superficiales y que ésta permita su clasificación  para los diferentes usos que pueda darse a 
esos bienes. Se destaca lo indicado en la parte considerativa de ese reglamento,  de que  es 
imperativo lograr una mejoría significativa en la calidad del agua que desemboca en la zona 
costera e imperativo recuperar y conservar la integridad física, química y bilógica de los cuerpos 
de agua superficiales de Costa Rica con el fin de que sus aguas puedan destinarse a diferentes 



 

 

 

usos que contribuyan al desarrollo del país a una mejor calidad de vida; asimismo, que la calidad 
de algunos tramos de ríos pueden perjudicar la salud pública de la poblaciones adyacentes. 
 
De acuerdo con las disposiciones normativas señaladas  no es posible contaminar con aguas 
residuales cuerpos de agua, y se destaca entre estos los ríos, quebradas, arroyos, por la 
relación con el caso que nos ocupa. Establecimientos industriales como agroindustriales y 
proyectos urbanísticos deben contar con sistemas de tratamiento de aguas y permisos para la 
ubicación de éstos, además de tener que ser aprobados y tratar realmente las aguas antes de 
ser descargadas a los ríos. También antes de que las aguas sean descargadas deben ser 
analizadas a fin de asegurarse apego a las normas. Es responsable quién produce la 
contaminación y los que participan; deben pagar por ello y hacer las enmiendas  sin perjuicio de 
recibir las sanciones administrativas y judiciales que correspondan y sin reincidir en la infracción. 
Entes competentes deben prevenir y vigilar el apego a todas las normas indicadas. Por tanto 
deviene inexcusable la existencia de establecimientos sin sistemas de disposición de aguas 
residuales o con la existencia de ellos pero no cumplen la función para la que fueron 
construidos. Las instituciones no pueden soslayar el cumplimiento de las obligaciones 
señaladas. 
 
2.- Competencias con respecto a aguas pluviales  

 
Con respecto a la acción de identificación de desfogues pluviales indicada en el Anexo 16 del 
Informe del MINAE del 2016 no se tuvo mayor información, aparece solamente un enunciado de 
la acción y se desconoce su resultado.  El depósito de desechos sólidos en los cauces de los 
ríos no es la única causa del desbordamiento de éstos sino también el aumento de sus caudales 
por fenómenos hidrometereológicos y la descarga de aguas residuales y pluviales más allá de la 
capacidad del cauce (depresión natural de longitud y profundidad variable); descarga producida 
a su vez por un desarrollo urbano sin control por parte de los entes competentes, entre éstos y 
con gran responsabilidad las Corporaciones Municipales, el Ministerio de Salud e INVU.  

 
Tal y como se había indicado el Diagnóstico Biofísico es el que más se refirió  a las causas de 
aumento de los caudales del río Siquiares, más allá de su capacidad natural y a las 
consecuentes inundaciones. No se conoció para el caso que nos ocupa de la existencia de 
estudios del drenaje hacia el río cuyos resultados permitieran la toma de medidas 
fundamentadas de control de inundaciones. Es urgente conocer la capacidad del río para 
conducir las aguas vertidas en él a fin de tomar decisiones más certeras. Sobre este aspecto 
téngase presente que de acuerdo con el Artículo III.3.10 del Reglamento para el Control 
Nacional de Fraccionamientos y Urbanizaciones, todo proyecto debe contar con un estudio de la 
cuenca  dentro de la cual se encuentra comprendido  a efecto de tomar en cuenta el desarrollo 
de otros proyectos aguas arriba y aguas abajo. La  entrega de aguas pluviales a un colector 
(quebrada o río) debe tomar en cuenta el nivel máximo de las avenidas de este último, a fin de 
no obstaculizar la incorporación de las aguas. Se desconoce si la municipalidad ha realizado 
estudios del sistema de drenaje del río y si demanda el cumplimiento en los proyectos del 
estudio de la cuenca pero todo ello deviene en una necesidad apremiante. Debe la 
municipalidad informar de lo actuado en estos aspectos.   
 



 

 

 

Es conocida la frecuencia y magnitud con que se presentan las inundaciones y la consecuente 
amenaza a la integridad física de las personas y de daño patrimonial; de todo lo cual dan cuenta 
noticias recientes. Al desbordarse las aguas de los ríos contaminadas y expandirse por donde se 
ofrecen las mejores condiciones, la amenaza de contaminación también está presente y por 
tanto de daño a la salud.  De acuerdo con el artículo 169 de la Constitución Política y  al Código 
Municipal a las municipalidades les corresponde administrar los servicios e intereses locales, 
entre esos servicios también el de alcantarillado pluvial. Y de acuerdo con el  Artículo 2 de la Ley 
Constitutiva le Corresponde al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados: “a) Dirigir 
y vigilar todo lo concerniente para proveer a los habitantes de la república de un servicio (…)  de 
aguas pluviales en las áreas urbanas.“  El Ministerio de Salud también es competente en cuanto 
aguas pluviales se refiere pues el artículo 285 de la Ley General de Salud establece que dichas 
aguas deberán ser eliminadas adecuada y sanitariamente a fin de evitar la contaminación del 
suelo y de las fuentes naturales de agua para el uso y consumo humano, la formación de 
criaderos de vectores y enfermedades y la contaminación del aire mediante condiciones que 
atenten contra su pureza o calidad. Y el artículo 292 de la misma ley establece que es prohibida 
en todo caso la descarga de las aguas negras, de las aguas servidas y de residuos industriales 
al alcantarillado pluvial. 

    
De acuerdo a lo manifestado en el apartado anterior de este informe y en el presente, el MINAE, 
el Ministerio de Salud,  las municipalidades y el AyA son competentes en cuanto a la disposición 
de aguas residuales y pluviales, quienes en una acción coordinada deben adoptar las medidas 
necesarias para que se corrija la contaminación y las condiciones que generan las inundaciones, 
lo cual conlleva el control de empresas y de personas físicas y jurídicas que en el desarrollo de 
sus actividades generan el estado actual de cosas en las Subcuencas y microcuencas.  Se debe 
tener presente lo que establece el artículo 60 de la Ley orgánica del Ambiente en el sentido de 
que “las municipalidades y las demás instituciones públicas, darán prioridad, entre otros, al 
establecimiento y operación de servicios adecuados en áreas fundamentales para la salud, tales 
como la disposición sanitaria de excretas, aguas servidas y aguas pluviales.”    

 
De conformidad con el artículo anterior no es posible posponer la obligación de dar prioridad al 
establecimiento y operación de servicios adecuados de disposición de aguas ni de hacer efectivo 
el cumplimiento de las normas de disposición de estas aguas por parte de establecimientos 
industriales, agroindustriales y desarrolladores de proyectos urbanísticos.  Las omisiones  o 
retardo en atender  las funciones que corresponden  generan responsabilidad. 
 
3.- Sobre las competencias en materia de aguas residuales y los derechos. Se considera que es 
dentro del contexto de las competencias de las instituciones señaladas en los puntos  1 y 2 
anteriores, que la Comisión de Gestión Integral y la Subcomisión Alajuela deberían revisar los 
objetivos, metas y acciones que se han propuesto como su quehacer, vigilando que su accionar 
no propicie la inacción o la acción restringida  de su parte ni la de las instituciones competentes 
representadas en la Comisión (de fiscalización e intervención directa en actos que lesionan el 
medio ambiente), y no dejando tampoco de coordinar competencias de por sí ineludibles de 
aplicación de la normativa por parte de dichas instituciones. En esta tarea de revisión del 
quehacer de la Comisión y Subcomisiones la Defensoría también podría cumplir un rol asesor. 

  



 

 

 

La descripción de las acciones y competencias mostrada  es también un recordatorio a las 
instituciones y al Estado representado por ellas, de su obligación de garantizar a través de 
mecanismos establecidos legalmente, los derechos a un ambiente sano, a la salud y a la vida. 
Debe ser aplicada la normativa que asegura que la actividad industrial, agroindustrial y 
urbanística se desarrolle  sin  alterar el medio ambiente, la salud, la vida y la calidad de vida11 de 
las poblaciones adyacentes.  La protección de los derechos no podría darse si se mantienen las 
condiciones de contaminación de las cuencas mencionadas y que propician inundaciones. Ya en 
el Voto 2001-01882 referente a la contaminación del río Siquiares se había planteado que la 
ocurrencia de ella constituyó una infracción  a los derechos fundamentales a la salud  y a un 
medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los vecinos de las comunidades 
afectadas. La Sala Constitucional también resolvió sobre las inundaciones y la violación de 
derechos que conlleva “(…) en períodos de fuertes lluvias, la inundación de hogares debido a la 
sobrecarga y a la falta de mantenimiento de los sistemas de alcantarillado y al vertido directo de 
las  aguas residuales en los ríos y otras corrientes de agua constituye una violación  de los 
derechos constitucionales a la salud y a un medio ambiente seguro y ecológicamente equilibrado  
(decisiones N° 11796, de 17 de agosto de 2007, y 17007, de 21 de noviembre de 2007).” 12 Y en 
el Voto 2007-05894 referente a la Cuenca del río Grande de Tárcoles y a los derechos que 
consideró se encontraban en juego, indicó lo siguiente: 

 
“ IV.- (…)  Los derechos a la salud y a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado, son una derivación del derecho a la vida, consagrado constitucionalmente en el 
artículo 21. Estos derechos se encuentran inescindiblemente vinculados ya que cualquier daño 
producido en el medio ambiente incide directamente en la salud de los individuos y por ende en 
su calidad de vida. La Sala en reiteradas ocasiones ha desarrollado de manera amplia este 
aspecto y así, mediante sentencia número 1998-05691 de las diecisiete horas quince minutos del 
cinco de agosto de mil novecientos noventa y ocho, sostuvo:  
“La inquietud de la Sala por la estabilidad y la armonía ecológica ha sido férrea, pues proteger la 
naturaleza, que es patrimonio mundial, es también salvaguardar no solo la vida del hombre y su 
salud, sino también la de la humanidad sobre la tierra, desarrollando de esta forma el contenido, 
no solo de los convenios internacionales en esa materia, sino también el artículo 21 de nuestra 
Constitución Política. Esto se pone de manifiesto, directamente, a través de las sentencias 
dictadas después de la reforma de 1994, del artículo 50 constitucional, y desde antes, por medio 
de las resoluciones en que, como lo ha dicho la Sala, “el derecho a vivir en un ambiente sano se 
ha visto como un corolario inevitable del derecho a la salud, que -a su vez- deviene del principio 
de inviolabilidad de la vida”. 
V.-De lo anterior se desprende que el derecho a la salud, tanto física como mental, no puede 
hacerse efectivo sin un ambiente libre de contaminación. En este sentido, el Estado costarricense 
cumple un papel fundamental de garante en la protección al ambiente sano; obligación que 
deviene de la propia Constitución Política y de los instrumentos internacionales suscritos por el 
país. Así, el Estado no solamente debe tomar las medidas preventivas para impedir cualquier tipo 
de contaminación sino que además debe adoptar cualquier acción tendiente a restituir estos 

                                                 
11 La calidad ambiental es un parámetro fundamental de esa calidad de vida. Voto N° 2001-01882. 
12 Véase Informe sobre la Misión a Costa Rica A/HRC/12/24/Add.1, párr. 31. Véase también  Informe A/HRC/15/31/Add.1, 
párr.| 29. 



 

 

 

derechos. La Sala mediante sentencia número 2002-04830 de las dieciséis horas del veintiuno de 
mayo del dos mil dos, reiteró su criterio en cuanto al deber del Estado de proteger el ambiente:  
"Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el derecho de todos los 
habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de un medio ambiente saludable y en 
perfecto equilibrio. El cumplimiento de este requisito es fundamental garantía para la protección 
de la vida y la salud públicas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros 
de la comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la posibilidad de 
lesión o puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo plazo. La contaminación del 
medio es una de las formas a través de las cuales puede ser rota la integridad del ambiente, con 
resultados la mayoría de las veces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se 
encuentra en la obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la 
intervención directa- la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y en la correlativa e 
igualmente ineludible prohibición de fomentar su degradación" El destacado no es del original 
  
Después de 10 años de la emisión del Voto Garabito en que se reafirmó el papel garante del 
Estado de protección del medio ambiente y por ende de la salud y la calidad de vida de los 
individuos, continua haciéndose manifiesta la falta de medidas que pongan coto a la 
contaminación y degradación del medio ambiente tanto por las instituciones competentes como 
por parte de la Comisión para Gestión Integral, la Subcomisión Alajuela y la Municipalidad de 
Alajuela.  Esos mismos entes deben restituir los derechos. Las instituciones públicas deben 
aplicar las leyes, vigilar que se cumplan, realizar inspecciones e imponer  sanciones en caso de 
incumplimiento para evitar la contaminación de las cuencas mencionadas y las inundaciones.  
Las violaciones de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) pueden resultar de  la 
omisión o incumplimiento del Estado en relación a la adopción de medidas derivadas de 
obligaciones legales; ejemplo de lo cual puede ser la no aplicación de legislación atinente o 
ejecución de políticas destinadas a hacer efectivas las disposiciones de ese Pacto; la no 
regulación  de actividades de particulares o grupos para evitar que éstos  violen los DESC, y la 
no utilización al máximo de los recursos disponibles para lograr la plena realización del pacto.13  
 
Sobre el caso concreto.  Al inicio de la parte considerativa del presente informe se hizo 
referencia a las causas a las que los vecinos atribuían el problema. En ese apartado se señala lo 
que alegaron y solicitaron a la Defensoría. El recurrente alegó que desde que se desarrolló la 
zona industrial en Alajuela, vecinos de la comunidad de Ciruelas se han visto perjudicados por 
las inundaciones y contaminación provenientes del Río Siquiares. Se refirió al antecedente de 
contaminación por parte de la empresa Dos Pinos. Manifestó  que los vecinos estaban 
preocupados por la dirección de las aguas pluviales, residuales y negras hacia el río por parte de 
proyectos como las Mega-bodegas  y el residencial “Málaga El Roble”; lo cual consideraron 
traería un aumento del caudal y perjuicio a la comunidad. Los interesados solicitaron a la 
Defensoría de los Habitantes que obligara a la Municipalidad de Alajuela, al MINAET, al 
Ministerio de Salud y al INCOFER, a que antes de otorgar los permisos para la construcción del 
Residencial Málaga y de otros proyectos cuya vía de desagüe fuera el Río Siquiares, se 

                                                 
13 Directrices de Maastricht sobre Violaciones de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Mastricht, 22-26 de enero 
de 1997, párr. 14. http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-
violaciones-a-los-derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf. 
 

http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-violaciones-a-los-derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf
http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/directrices-de-maastricht-sobre-violaciones-a-los-derechos-economicos-sociales-y-culturales.pdf


 

 

 

realizaran los estudios necesarios y se tomaran las medidas pertinentes para evitar perjuicio a 
los habitantes de Ciruelas.  

 
La Municipalidad de Alajuela indicó sobre el residencial Málaga que cada vivienda contaría con 
un sistema de tanque séptico, con lo cual no había posibilidad de contaminación del río 
Siquiares. En lo que respecta a la disposición de las aguas pluviales indicó que la municipalidad 
había podido observar la construcción de una laguna de retardo, con capacidad  para almacenar 
el agua de lluvia recolectada y permitir descargas graduales, evitando así que se causara 
crecidas o inundaciones a la población aguas abajo. Se señaló además que el proyecto 
urbanístico contó con viabilidad ambiental aprobada por SETENA según expediente D-7871-
2012 SETENA, Res 01024-2013-SETENA. Y con respecto a lo procedente en el caso de otros 
proyectos que dirigieran las aguas al río, se indicó que le correspondía al Área de Planificación 
Urbana de la municipalidad emitir criterio técnico; y las quejas por infracciones a la ley de 
urbanismo  debían dirigirse al Control Fiscal Urbano de la municipalidad. La Municipalidad de 
Alajuela no hizo las gestiones internas para que la defensoría recibiera respuesta sobre la 
situación de otros proyectos distintos al residencial  ni la queja por la infracción a la normativa 
urbanística.  

 
El 21 de abril de 2017 la funcionaria de la Defensoría a cargo del caso realizó una inspección en 
sitio de interés en compañía de funcionarios de la Municipalidad de Alajuela, misma en la que 
observó que el Residencial  Málaga se encontraba habitado; y fue posible realizar un recorrido al 
interior del mismo y conversar con algunos de los residentes, quienes se refirieron al uso de 
tanques sépticos para la disposición de aguas residuales y mostraron el lugar en sus 
propiedades donde se ubica dicho sistema de tratamiento.  También fue posible observar en el 
residencial un sistema de retención de aguas pluviales del cual no fue posible determinar si 
estaba en funcionamiento. 
 
En relación con la denuncia de afectación a los vecinos colindantes con el río Siquiares por la 
contaminación de sus aguas y las inundaciones que genera su desbordamiento existen varios 
antecedentes y contaminación actual. La ya comentada contaminación por parte de la empresa 
Dos Pinos en el 2001 evidenciada en cambio de color de las aguas del río y presencia de olores 
insoportables, debida a la mala operación de la planta de tratamiento de aguas residuales; 
contaminación mejor descrita en el documento que acompañó la propuesta del SINAC. Además 
en el expediente de la Defensoría se registran quejas en el 2014, 2016 y 2017. En el 2014 por 
inundaciones debidas al aumento del caudal del río Siquiares lo cual ameritó solicitud de 
dragado en uno de sus tramos,  y queja  por la existencia de proyectos urbanísticos e 
inmobiliarios con instalación de tuberías en dirección al río Siquiraes que contribuirían con sus 
descargas a las inundaciones. En 2016 se acusa ante la Municipalidad de Alajuela presencia de 
nuevas contaminaciones (río sucio y peces  muertos); existencia de empresas en zona franca 
que desfogan las aguas en el río; existencia de proyectos de vivienda que  contaron  con 
permisos municipales y descargan sus aguas contaminadas y negras en el río; existencia de 
empresas cárnicas  cuyos desfogues se dan hacia el río; descargas puntuales de aguas negras 
de viviendas; amenaza de contaminación de nacientes por crecidas del río; descarga de 
desechos no tradicionales y químicos. En 2017 se acusa ante la misma municipalidad invasión 



 

 

 

de zonas de protección, y modificación de cauce del río Siquiares por parte de una empresa y 
sin aparente permiso.  

 
A lo antes descrito habría que agregar que en la visita de abril de 2017 fue posible observar en 
el mismo lugar en que la Empresa Corten realizaba los trabajos de aparente desvío de cauce -a 
la altura de la autopista San Ramón San José- un discurrimiento y acumulación de aguas de 
color rojizo, de las cuales no fue posible identificar su origen ni causa. Hecho este que debió 
quedar incluido  en el informe de la visita al sitio de interés realizado por el Coordinador del 
Subproceso Gestión Ambiental de la Municipalidad de Alajuela (Oficio N° MA-A-1743-2017 y N° 
MA-SGA-161-2017). En la misma visita vecinos residentes en la margen del río dieron testimonio 
en el sentido de que la contaminación del río Siquiares se mantiene, es visible, y de manera 
particular los olores son nauseabundos en horas de la noche y madrugada, lo cual atribuyen a 
descargas de aguas residuales y al parecer de productos químicos durante esas horas. El 9 de 
octubre de 2017 se conversó con el hijo del petente, quién manifestó que la semana anterior se 
habían vuelto a manifestar los olores nauseabundos provenientes de río Siquiares al punto de 
llegar a ser percibidos como ácido, y también las aguas se tornaron con apariencia de achiote, 
color que quedó adherido en las paredes del cauce. 

  
La situación descrita en el caso que nos ocupa es muestra de la realización de actividades que 
no han sido vigiladas de manera responsable ni se les ha aplicado la normativa que rige la 
materia,  que han generado y continúan generando contaminación del río Siquiares. Después de 
16 años de haber identificado el problema de contaminación puntual en la cuenca del río 
Siquiares,  y de 10 años de la Resolución de la Sala Constitucional conocida como Garabito en 
la que se planteó la existencia de contaminación de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, 
continúan las denuncias por contaminación e  inundaciones producto del aumento de los 
caudales del río Siquiares.  Devienen pertinentes las preguntas ¿en qué ha quedado la 
disposición general de la Ley General de Salud que señala que la salud es un bien de interés 
público tutelado por el Estado, y es función esencial de éste velar por la salud de la población?. 
Asimismo, la disposición  preliminar, según la cual ninguna persona o propietario puede actuar  
dañando la salud de terceros  o de la población y el deber de evitar toda omisión en la toma de 
medidas o precauciones a favor de la salud de terceros (Art 37); asimismo, la obligación de 
contribuir al mantenimiento del medio ambiente natural (Art 262).  

 
El  artículo 263 de la Ley General de Salud es claro en cuanto a la prohibición deterioro del 
medio ambiente, textualmente señala: “Queda prohibida toda acción, práctica u operación que 
deteriore el medio ambiente natural o que alterando la composición o características intrínsecas 
de sus elementos básicos, especialmente el aire, el agua y el suelo, produzcan una disminución 
de su calidad y estética, haga tales bienes inservibles para algunos de los usos a que están 
destinados o cree éstos para la salud humana o para la fauna o la flora inofensiva al hombre.”  
De acuerdo con este mismo artículo las personas están obligadas a cumplir diligentemente las 
acciones, prácticas u obras establecidas en la ley y reglamentos destinados a eliminar o a 
controlar factores del ambiente perjudiciales para la salud humana; y de acuerdo con el artículo 
293 también obligadas a cumplir con lo que ordene la autoridad competente para evitar o 
controlar la contaminación.  
 



 

 

 

Toda persona propietaria de viviendas o establecimientos responde que tales bienes dispongan 
de un sistema de disposición de excretas y de aguas negras y servidas aprobado por el 
Ministerio, y está obligada a mantener dicho sistema en buenas condiciones de funcionamiento 
(Art 287).  Y en cuanto a la instalación de un establecimiento industrial, el saneamiento con que 
debe contar y en qué condiciones no puede funcionar (artículo 298, 299, 300, 302, 304 Ley 
General de Salud).  En la visita realizada los vecinos plantearon que además de la 
contaminación de las aguas del río e inundación señaladas se ven expuestos a  contaminación 
del aire por la emanación  de olores descritos como ácidos, que afectan la calidad del ambiente 
y perjudica su bienestar, lo cual es definido en la Ley General de Salud como contaminación del 
aire (Art 294).  

 
Un aspecto que si bien no fue motivo de la queja ante la Defensoría por parte del petente y sus 
vecinos pero si ante la Municipalidad de Alajuela y consta en los documentos que enviaron, fue 
el de la amenaza de contaminación de las nacientes captadas para abastecimiento poblacional 
por los niveles de las aguas del río alcanzados. En varios de los documentos a la vista en el 
expediente de la Defensoría se hizo referencia a la existencia de nacientes dentro del cauce y en 
sus cercanías. La Municipalidad indicó en el Oficio N° MA-AAM-258-2016 citado supra que 
debido a la creciente del río Siquiares en mayo de 2016 se introdujeron sus aguas a la tubería 
que llega al tanque de captación, lo cual fue resuelto dejándolas fuera de servicio y limpiando el 
tanque de captación 

 
La medida tomada por la Corporación Municipal atendió el problema emergente pero no libró de 
la amenaza de contaminación de las nacientes destinadas al consumo poblacional por la 
exposición de ellas al contacto con las aguas contaminadas del río que suben su nivel. Si se 
tiene presente que el río presenta crecidas, se ha desbordado hasta provocar anegación en los 
terrenos colindantes e inundaciones en los poblados aledaños, la amenaza de contaminación de 
las nacientes captadas es latente y no es posible además descartar la contaminación de las 
aguas subterráneas en contacto con el río también por la existencia de nacientes en su cauce. 
Razones todas ellas demás para ocuparse de que el río Squiares no continúe soportando 
niveles de contaminación como hasta ahora. En este tema toma igualmente relevancia el artículo 
263 de la Ley General de Salud de prohibir toda acción, práctica u operación, que altere la 
composición o características intrínsecas del agua produzcan una disminución de su calidad al 
punto de hacerla inservible para el uso destinado. Téngase muy presente que se trata en este 
caso de un uso del agua considerado prioritario en la legislación costarricense, cual es el 
abastecimiento poblacional. La relatora especial de Naciones Unidas, Catarina de Albuquerque 
se ha referido a que grandes volúmenes de aguas residuales no tratadas comprometen la 
disponibilidad de agua apta para el consumo humano -tema tratado adelante en una propuesta 
por indagar.  

 
Deberá la Corporación Municipal solicitar al Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados (AyA) la realización de un Informe Técnico sobre las captaciones en el río 
Siquiares que destina al abastecimiento poblacional y la calidad de sus aguas; informe que la 
Municipalidad de Alajuela, deberá hacer del conocimiento de la Defensoría, del petente y sus 
vecinos y si es del caso de los vecinos de los poblados que son abastecidos de las nacientes de 
que se trata. Deberá también la Municipalidad solicitarle al SENARA la realización de un estudio 



 

 

 

sobre la posible afectación de las nacientes en el río Siquiares por el contacto con las aguas 
contaminadas de éste; informe que al igual que el de AyA debe hacer de conocimiento y a las 
mismas partes interesadas.  

       
No queda duda que los denunciantes se han visto expuestos por muchos años a contaminación 
e inundaciones producto de las condiciones en que se encuentra el río Siquiares  y por la 
descarga en él de aguas residuales y pluviales de proyectos urbanísticos, viviendas, industrias y 
agroindustrias, más allá de su capacidad, lo cual constituye una violación de sus derechos 
humanos al medio ambiente, a  la salud y la vida.    
 
Una propuesta por indagar y considerar.  Sobre el marco que ofrecen los derechos humanos en 
la gestión de las aguas residuales y la lucha contra la contaminación y para que sirva de hilo 
conductor del trabajo futuro, se plantean algunas consideraciones sobre el particular de la 
Relatora Especial de Naciones Unidas, Catarina de Albuquerque.  La Defensoría es participe del 
planteamiento de que no se desvíen los esfuerzos por asegurar el acceso al saneamiento por 
ser crucial para garantiza la salud humana, la intimidad y la dignidad; y de que dichos esfuerzos 
deben de ir más allá, concretamente, hacia la gestión de las aguas residuales y la lucha contra la 
contaminación.14 La Relatora especial  de Naciones Unidas Catarina de Albuquerque, considera 
que es más evidente la necesidad imperiosa de gestionar las aguas residuales y luchar contra la 
contaminación “cuando la contaminación procede de las grandes explotaciones agrícolas y de la 
industria.”15  

 
Es necesario avanzar hacia una comprensión y visualización del problema: “(…) aparte  de los 
derechos humanos propios, el hecho de que no se gestionen las aguas residuales de una 
persona afecta principalmente los medios de vida y salud de otras personas. La decisión de 
gestionar o no las aguas residuales no es sólo una opción personal o comunitaria, sino un 
problema colectivo.”16  La Relatora utiliza el término “aguas residuales” con una interpretación 
ampliada, tal y como se señala de seguido:  “Las aguas residuales pueden definirse como una 
“combinación de fluidos: efluentes domésticos compuestos por aguas negras (que contienen 
excrementos, orina y lodo fecal) y aguas grises (procedentes de cocinas y baños); aguas 
procedentes de establecimientos comerciales en instituciones, incluidos hospitales; efluentes 
industriales, agua de lluvia y otras escorrentías urbanas; y efluentes agrícolas, hortícolas y 
acuícolas, con materia disuelta o en suspensión“.17 Las aguas residuales contienen agentes 
patógenos, metales pesados, contaminantes químicos como ácidos, pero también contienen 
nutrientes valiosos. 18 
 

                                                 
14 Albuquerque, Catarina. El derecho humano al agua potable y el saneamiento. Naciones Unidas, agosto 2013, pág 2. 
15 Ibíd, párr. 28 
16 Ibíd, párr. 18 
17 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos 
Humanos.  Sick Water: The central role of wastewater management in sustainable development (2010), pág. 15. Citado en 
Albuquerque, Catarina.  El derecho humano al agua potable y el saneamiento. Naciones Unidas, agosto 2013, párr. 8. 
18 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos 
Humanos.  Sick Water: The central role of wastewater management in sustainable development (2010), pág. 15. Citado en 
Albuquerque, Catarina.  El derecho humano al agua potable y el saneamiento. Naciones Unidas, agosto 2013, párr. 8. 



 

 

 

Debe entenderse que las aguas residuales no solo incluyen las aguas cloacales, sino también los 
lodos fecales y residuos sépticos procedentes de letrinas de pozo y tanques sépticos.”19  Que 
ofrecen los derechos humanos para el trato del problema: “Los derechos humanos proporcionan 
orientaciones prácticas para la gestión de las aguas residuales y la lucha contra la contaminación 
del agua. Ofrecen un marco flexible que exige a los Estados que prioricen la atención de sus 
más urgentes y graves repercusiones para los derechos humanos (…) los derechos humanos 
exigen que se adopte un enfoque escalonado para mejorar gradualmente la gestión de las aguas 
residuales y el control de la contaminación, como indica el concepto de la escala de opciones de 
gestión de las aguas residuales. Los derechos humanos demandan también un cambio en las 
prioridades, de manera que los estados dediquen su atención a mejorar las vidas y los medios de 
subsistencia de los más desfavorecidos, que por lo general se ven más afectados por la 
contaminación. Ese cambio requiere que se preste una mayor atención a la eliminación y el 
manejo sin riesgos de lodos fecales y residuos sépticos, cuestiones que en la actualidad están en 
gran medida desatendidas en lo normativo y en lo práctico. Cabe también priorizar más la 
búsqueda de soluciones en los asentamientos informales, que enfrentan los problemas 
acumulados de la densidad de población, la falta de títulos de propiedad de la tierra, entornos 
contaminados, y la falta de infraestructura y servicios”.20 La misma autora considera que se debe 
trabajar más para incorporar las aguas  pluviales en la gestión de las aguas residuales. 
 
La prioridad se refiere a empezar en los lugares donde la exposición es mayor, y el enfoque 
escalonado  de la gestión de las aguas residuales  permite hacer  mejoras graduales en  las 
normas de recogida y tratamiento.21 Enfoque que no debe interpretarse como justificación para 
no tomar las medidas planteadas y obligatorias a la que se hizo referencia en apartados 
anteriores sino más bien que la implementación de estas se va a constituir la base también para 
conocer el estado de la cuestión a partir de la cual se estará en condiciones de mejora gradual.  
Dentro de esta perspectiva se considera que “La salubridad del agua es un componente central 
del derecho humano al agua, y los grandes volúmenes  de aguas residuales no tratadas 
comprometen la disponibilidad de agua apta para el consumo humano. La contaminación del 
agua también pone en peligro el disfrute de otros derechos humanos. Cuando no se gestionan 
las aguas residuales constituyen un peligro tanto para el medio ambiente como para la salud de 
los seres humanos, cuestiones entre las que hay una vinculación estrecha, ya que los daños a la 
integridad de los ecosistemas repercuten inevitablemente en la salud y el bienestar de las 
personas. (…)”22 El destacado no es del original  

 
Además, “La gestión inadecuada de las aguas residuales limita el desarrollo, pone en peligro los 
medios de vida y aumenta la pobreza, al incrementar los gastos de atención de la salud y reducir 
la productividad y las oportunidades educativas.”  23  Un planteamiento más conclusivo es el de 
que “Mientras se generen aguas residuales, bien sea a partir de agricultura, la industria o los 
asentamientos, y esas aguas no se almacenen ni se traten adecuadamente, se correrá el riesgo 

                                                 
19 Comisión Económica para Europa y ONU-Agua, “The Wastewater and Water quality Framing Paper”, pág. 3 (2013). Citado 
en Albuquerque, Catarina. El derecho humano al agua potable y el saneamiento. Naciones Unidas, agosto 2013, párr. 9 
20 Ibíd, párr. 4. 
21 Ibíd, párrs.59 y 60. 
22 Ibíd, párr 13. 
23 Ibíd, párr 16 



 

 

 

de que se violen los derechos humanos.” 24  Entonces “Los Estados deben formular un enfoque 
holístico para poner freno a la contaminación  y mejorar la calidad del agua, que tenga en cuenta 
las diferentes fuentes de contaminación, incluidas las aguas cloacales y los lodos y residuos 
sépticos, que abarque todos los sectores, incluidos los hogares, la agricultura y a industria, y que 
combine los aspectos de la prevención, la gestión y la reutilización, (…).” 

 
La indagación de un enfoque holístico como el propuesto podría ser asumida por la Comisión de 
Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, teniendo en cuenta  que una de sus 
funciones es analizar y apoyar propuestas dirigidas al manejo integral de la cuenca y verter 
criterio técnico especializado sobre actividades relacionadas  con el manejo de dicha cuenca. La 
Defensoría de los Habitantes podría cumplir en esa tarea el papel asesor al que se hizo 
referencia supra. Y debe establecerse el compromiso claro de transmitir lo indagado sobre el 
marco que ofrecen los derechos humanos en la gestión de las aguas residuales y la lucha contra 
la contaminación,  a los miembros de las Subcomisiones integrantes de la Comisión de Gestión 
Integral. La aspiración debe ser la de participar en la definición de lineamientos de políticas en el 
marco  del manejo de cuencas hidrográficas (Artículo 9 inciso a)  Decreto N° 38071-MINAE) y 
contribuir a una aplicación práctica de las normas que rigen la materia. 

 
En conclusión.  La documentación con la que se contó mostró la importancia de la Cuenca del 
río Grande de Tárcoles y de la microcuenca del río Siquiares que forma parte de ella; asimismo, 
los problemas de contaminación que ambas han presentado y que se mantienen al día de hoy a 
pesar de la existencia de normas jurídicas que la prohíben y obligan a disponer adecuadamente 
las aguas residuales -incluidas las pluviales-; de la existencia de estudios cuyos resultados 
alertan sobre la necesidad de tomar medidas para que se desista de esas prácticas; y de 
jurisprudencia que ordena que se ponga coto a la situación en tanto viola derechos humanos al 
medio ambiente, la salud y la vida de poblaciones adyacentes.  Los episodios de contaminación 
denunciados en el caso de la Cuenca del río Siquiares no son hechos fortuitos sino recurrentes 
desde que se instaló la zona industrial hace varios años y cuyos establecimientos no hacen una 
adecuada disposición de sus aguas residuales; situación a la que se ha sumado un desarrollo 
urbanístico acelerado con proyectos de considerable tamaño que tampoco disponen 
adecuadamente las aguas residuales. 

 
Como se indicó al día de hoy el problema de contaminación de las aguas del río Siquiares 
continúa manifestándose, lo cual ha sido corroborado con observaciones recientes, de  cambio 
de color de las aguas, olores que contaminan el aire, obras sin permisos y afectaciones del 
cauce, aumentos del caudal al punto de desbordarse y causar inundaciones, y daño directo e 
indirecto a los ecosistemas acuáticos al ser dañado un componente esencial como son los 
peces.  Si bien es cierto se reconocen los esfuerzos realizados para atender el problema tanto 
de la Comisión para la Gestión Integral como de la Subcomisión Alajuela  y de la Municipalidad 
de Alajuela. Se observa en dichos entes y por parte de las instituciones del Estado involucradas 
falta de ejercicio de las competencias de control y fiscalización y consecuentemente de la toma 
de medidas que ofrece el ordenamiento jurídico  y que permite desde el giro de ordenes 

                                                 
24 Ibíd, párr.23. 
 



 

 

 

sanitarias hasta la denuncia administrativa y judicial, el  retiro de patentes comerciales y el cierre 
del establecimiento. Las acciones dirigidas a atender los problemas de inundaciones con 
excepción de la recolección de residuos que si contribuye a su evitación, son escasas o poco 
claras. Las referencias a actividades relacionadas con la evaluación  de la calidad de los cuerpos 
de agua superficiales están casi ausentes, el ejemplo identificable es el del río Poás.             

  
Las obligaciones del  Estado y de las personas físicas y jurídicas de velar por la salud y no 
actuar dañando  la  salud de terceros ni el medio ambiente  son claras, así también la obligación 
de contar con adecuados sistemas sanitarios para eliminar desechos y no causar contaminación 
ni molestia a la población; no obstante, es esto precisamente lo que no se da en el lugar de 
interés, sin consecuencias en el funcionamiento de desarrollos urbanísticos, viviendas y 
establecimientos industriales (generadores) y sin que se ponga fin al peligro, incomodidad e 
insalubridad y daño al ambiente que han generado  por tanto tiempo.  Tal y como se ha indicado 
en el Informe  de la Relatora Especial sobre el Derecho Humano al Agua Potable  y el 
Saneamiento: “Los Estados deben cumplir su obligación de proteger  las personas para que sus 
derechos humanos no se vean vulnerados por la contaminación causada por otros.” 25 Contrario 
a esta obligación los derechos se ven vulnerados por la contaminación e inundaciones 
generadas.  

 
La falta de solución efectiva de las quejas presentadas desde hace años ante los entes 
competentes se debe considerar como manifestación de su ineficiencia por no cumplir con sus 
deberes legales y hasta constitucionales.  Debe tenerse presente que lo dejado de hacer 
(aplicación de normativa sobre la materia) puede operar a favor de los intereses de un 
permisionario o de un propietario de establecimiento industrial, agroindustrial o desarrollador de 
proyectos urbanísticos  y, aplica en detrimento de los derechos de los habitantes de un lugar. No 
es posible que el Poder Ejecutivo desmejore por falta de acción la calidad de vida de los vecinos 
de las cuencas en cuestión y proteja la contaminación que provocan los emisores de ella en 
perjuicio de los derechos a un ambiente sano, a la  vida, la salud y a condiciones de vida 
adecuadas.   

  
En el presente informe ha quedado demostrado que los entes competentes han tolerado a través 
de acciones y omisiones la contaminación que provoca la fuente emisora y con ello han sido 
copartícipes de violaciones de derechos humanos. Cuando un generador de contaminación  no 
se hace cargo de la ella, alguien asume esa externalidad. El costo lo asume en parte la 
administración pero quienes verdaderamente pagan por ella son los vecinos perjudicados con 
una violación a sus derechos.  Como se indicó en el apartado sobre la causas de la 
contaminación “el afán de desarrollo económico no debe conducir a violaciones de los derechos 
humanos, ni puede invocarse el derecho al desarrollo para justificar las violaciones del derecho 
humano al agua o de otros derechos humanos.” 

 
Con base en lo anterior y con fundamento en el artículo 14 de la Ley Nº 7319 del 17 de 
noviembre de 1992 y el artículo 32 del Decreto Ejecutivo Nº 22266-J,  

                                                 
25 Informe  de la Relatora Especial sobre el Derecho Humano al Agua Potable  y el Saneamiento. Catarina de Albuquerque. 
Párr. 87. 



 

 

 

 
LA DEFENSORA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA  

 
RECOMIENDA: 

 
Al Ministro de Ambiente y Energía: 

 
1.- Coordinar con el Departamento Legal la realización de las modificaciones necesarias en el 
artículo 4 inciso e) del Decreto que creó la Comisión de la Gestión Integral de la Cuenca del Río 
Grande de Tárcoles, en cumplimiento de lo establecido en los oficios DAJ-035-2014 de 11 de 
diciembre de 2014 y el DHR-002-2015 de 6 de enero de 2015; así como el oficio DM-0179-2015 de 
16 de febrero de 2015, suscrito por el Ministerio de la Presidencia y dirigido a la Defensora de los 
Habitantes, la Msc. Monsetrrat Solano Carboni, mediante el cual  brindó respuesta a su solicitud de 
no incluir a la Defensoría de los Habitantes dentro de comisiones interinstitucionales creadas vía 
Decreto Ejecutivo. 

 
2.-  Ejercer efectivamente las competencias relacionadas con la prohibición de contaminar y la 
obligación de tratar las aguas residuales especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en consideración a lo planteado en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”, ubicadas en la subcuenca del río Siquiares y en la 
cuenca del río Grande de Tárcoles.  Presentar una estrategia y plan de trabajo para abordar el 
problema y brindarle el seguimiento requerido.  

 
3.- Ejercer la competencia de evaluación de la calidad de las aguas de los ríos que son parte de 
la subcuenca del río Siquiares y la cuenca del río Tárcoles y de su clasificación para los 
diferentes usos. Si se tiene información sobre el particular hacerla del conocimiento de la 
Defensoría y de la Comisión de la Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles. 
Presentar una estrategia y plan de trabajo para abordar el problema y brindarle el seguimiento 
requerido. 

3.- Informar de las gestiones de coordinación con el  Ministerio de Salud, el AyA y las 
municipalidades para realizar y presentar las estrategias y planes de trabajos relacionados con 
la disposición de aguas residuales y pluviales y la evaluación de calidad de las aguas en la 
subcuenca del río Siquiares y la cuenca del río Grande de Tárcoles (puntos 1, 2 y 3 anteriores).   

4.- Indicar si ya se emitió la directriz ministerial sobre los procedimientos y criterios para la 
inversión de fondos del Canon Ambiental por Vertidos, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 34431. Si no se ha emitido indicar las razones. Si se ejecutó 
el monto recaudado por el canon indicar cuál fue el destino. 

 
5. Indicar las acciones que llevará a cabo la Institución que usted representa para fortalecer el 
trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, a fin de que 



 

 

 

ésta cumpla con lo dispuesto en el Voto Garabito, y que la Institución  cumpla con lo establecido 
en el artículo 7 del Decreto N° 38071-MINAE que creo dicha Comisión, sobre el aporte en la 
medida de las posibilidades de recursos logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse 
además a las acciones que se harían para que se reconozca el trabajo de protección y 
rehabilitación de la Cuenca del Tárcoles que debe hacer  la Comisión. 

 
6.- Especificar cual instancia lidera en este momento la coordinación de la Comisión de la 
Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tarcoles. 

7.-  Remitir el Informe del 2017 que presenta a la Sala Constitucional en cumplimiento del Voto 
Garabito. 

A la Ministra de Salud: 
 

1.- Ejercer efectivamente las competencias relacionadas con prohibición de contaminar y la 
obligación de tratar las aguas residuales especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en consideración de lo planteado en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”.  Asegurarse de que queden realizadas las 
gestiones sobre cada caso.  

 
2.- Ejercer las competencias en cuanto a la disposición de aguas pluviales en consideración a lo 
planteado en los mismos apartados y en coordinación con el Ministerio del Ambiente y Energía. 
Asegurarse de que queden registradas las gestiones sobre cada caso.  

 
3.- Ejercer la competencia de evaluación de la calidad de las aguas de los ríos que son parte de 
la Cuenca del río Tárcoles y de su clasificación para los diferentes usos en coordinación con el 
MINAE. Si se tiene información sobre el particular hacerla del conocimiento de la Defensoría y 
de la Comisión de la Gestión Integral. Asegurarse de registrar las gestiones realizadas sobre 
cada caso 

4.- Atender las solicitudes de coordinación del MINAE para llevar a cabo las estrategias y planes 
de trabajo relacionados con la disposición de aguas residuales y pluviales y la evaluación de 
calidad de las aguas. 



 

 

 

5. Indicar las acciones que llevará a cabo la Institución que usted representa para apoyar el 
trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles  a fin de que 
ésta cumpla con lo dispuesto en el Voto Garabito, y que la Institución  cumpla con lo establecido 
en el artículo 7 del Decreto N° 38071-MINAE que creo dicha Comisión, sobre el aporte en la 
medida de las posibilidades de recursos logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse a las 
acciones que se harían para que se reconozca el trabajo de protección y rehabilitación de la 
Cuenca del Tárcoles que debe hacer  la Comisión. 

 
Al Ministerio de Agricultura y Ganadería:  Única.- Indicar las acciones que llevará a cabo la 
Institución que usted representa para apoyar el trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la 
Cuenca del río Grande de Tárcoles, a fin de que ésta cumpla con lo dispuesto en el Voto 
Garabito, y que la Institución  cumpla con lo establecido en el artículo 7 del Decreto N° 38071-
MINAE que creo dicha Comisión, sobre el aporte en la medida de las posibilidades de recursos 
logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse a las acciones que se harían para que se 
reconozca el trabajo de protección y rehabilitación de la Cuenca del Tárcoles que debe hacer  la 
Comisión. 

 
A la Presidenta Ejecutiva del  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados: 

 
1.- Ejercer efectivamente las competencias relacionadas con prohibición de contaminar y la 
obligación de tratar las aguas residuales especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en consideración de lo planteado en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”.  Asegurarse de que queden realizadas las 
gestiones sobre cada caso, en la subcuencia del río Siquiares y la cuenca del río Grande de 
Tárcoles. 

 
2.- Ejercer efectivamente las competencias en cuanto a la disposición de aguas pluviales en 
consideración a lo planteado en los mismos apartados. Asegurarse de que queden registradas 
las gestiones sobre cada caso.  

3.- Atender las solicitudes de coordinación del MINAE para llevar a cabo las estrategias y planes 
de trabajo relacionados con la disposición de aguas residuales y pluviales y la evaluación de 
calidad de las aguas. 

4.-Indicar las acciones que llevará a cabo la Institución que usted representa para apoyar el 
trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles a fin de que 
ésta cumpla con lo dispuesto en el Voto Garabito, y que la Institución  cumpla con lo establecido 
en el artículo 7 del Decreto N° 38071-MINAE que creo dicha Comisión, sobre el aporte en la 
medida de las posibilidades de recursos logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse a las 
acciones que se harían para que se reconozca el trabajo de protección y rehabilitación de la 
Cuenca del Tárcoles que debe hacer  la Comisión. 

 



 

 

 

A  los Alcaldes y Concejos Municipales de las Municipalidades de Atenas, San Mateo, Orotina, 
Puriscal, Turrubares, Garabito, San Ramón, Palmares, Naranjo, Valverde Vega, Grecia, Alajuela, 
Mora, Poás, Barva, Santa Bárbara, Belén, Flores, San Rafael de Heredia, San Pablo de Heredia, 
Moravia, San Isidro de Heredia, santo Domingo, Vásquez de Coronado, Tibás, Montes de Oca, 
Curridabat, Alajuelita, Escazú, Santa Ana, Desamparados, La Unión de Tres Ríos, Cartago y 
San José: 

 
1.- Ejercer efectivamente las competencias relacionadas con la prohibición de contaminar y la 
obligación de tratar las aguas residuales especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en consideración de lo planteado en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”.  Asegurarse de que queden realizadas las 
gestiones sobre cada caso, en la subcuenca del río Siquiares y en la cuenca del río Grande de 
Tárcoles.  

 
2.- Ejercer efectivamente las competencias en cuanto a la disposición de aguas pluviales en 
consideración a lo planteado en los mismos apartados. Asegurarse de que queden realizadas 
las gestiones sobre cada caso, en la subcuenca del río Siquiares y en la cuenca del río Grande 
de Tárcoles.  

 
3.- Indicar las acciones que llevará a cabo la Corporación Municipal para apoyar el trabajo de la 
Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, a fin de que ésta cumpla 
con lo dispuesto en el Voto Garabito, y que la Corporación  cumpla con lo establecido en el 
artículo 7 del Decreto N° 38071-MINAE que creó dicha Comisión, sobre el aporte en la medida 
de las posibilidades de recursos logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse a las acciones 
que se harían para que se reconozca el trabajo de protección y rehabilitación de la Cuenca del 
Tárcoles que debe hacer  la Comisión. 
 
A la Municipalidad de Alajuela: 

 
1.- Ejercer efectivamente las competencias relacionadas con prohibición de contaminar y la 
obligación de tratar las aguas residuales especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en consideración de lo planteado en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”.  Asegurarse de que queden realizadas las 
gestiones para cada caso identificado. Lo anterior, de manera particular en el caso de la 
microcuenca del río Siquiares. 

 
2.- Ejercer las competencias en cuanto a la disposición de aguas pluviales en consideración a lo 
planteado en los mismos apartados. Asegurarse de que queden realizadas las gestiones sobre 
cada caso. De manera particular en el caso de la microcuenca del río Siquiares 



 

 

 

 
3.- Solicitar al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados la realización de un 
Informe Técnico sobre las captaciones en el río Siquiares, que son destinadas al abastecimiento 
poblacional y sobre la calidad de sus aguas; informe que la Municipalidad de Alajuela, deberá 
hacer del conocimiento de la Defensoría, del petente y sus vecinos, así como de los vecinos de 
los poblados que son abastecidos de las nacientes de que se trata.  

 
4.- Solicitarle al SENARA la realización de un estudio sobre la posible afectación de las 
nacientes en el río Siquiares por el contacto con las aguas contaminadas de éste; informe que 
deberá hacer del conocimiento de la Defensoría, del petente y sus vecinos. 

 
5.- Indicar cuáles fueron los resultados de lo indagado con respecto al desvío de cauce del río 
Siquiares a la altura de la autopista San Ramón San José por la Empresa Corten, sin aparente 
permiso y las medidas tomadas. 

 
6.- Realizar todas las gestiones necesarias para identificar la causa de contaminación del río 
Siquiares que ha llevado al cambio de color a rojizo, muerte de peces y contaminación del aire. 
 



 

 

 

7.-Emitir criterio sobre la necesidad de actualizar los Diagnósticos de Calidad del agua y 
Biofísico de la Cuenca del río Siquiares y de considerarlo así para cuando se tendría previsto. 

 
8.-Indicar si la Municipalidad de Alajuela ha realizado las gestiones para asegurar la 
disponibilidad de recursos en aras del cumplimiento con lo ordenado en el Voto Garabito, tal y 
como lo indicó en el Plan de Acción 2017 para la microcuenca del río Siquiares. 

 
9.- Indicar si ha realizado estudios del sistema de drenaje del río Siquiares  y si está 
demandando  el cumplimiento en los proyectos presentados para su aprobación con el estudio 
de la cuenca. 
 
A la Compañía Nacional de Fuerza y Luz:  Única.-  Indicar las acciones que llevara a cabo la 
Institución que usted representa para apoyar el trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la 
Cuenca del río Grande de Tárcoles  a fin de que ésta cumpla con lo dispuesto en el Voto 
Garabito, y que la Institución  cumpla con lo establecido en el artículo 7 del Decreto N° 38071-
MINAE que creo dicha Comisión, sobre el aporte en la medida de las posibilidades de recursos 
logísticos, presupuestarios y humanos. Referirse a las acciones que se harían para que se 
reconozca el trabajo de protección y rehabilitación de la Cuenca del Tárcoles que debe hacer  la 
Comisión.   
 
A la Caja Costarricense de Seguro Social:  Única.- Indicar que acciones llevará a cabo la 
Institución que usted representa para apoyar el trabajo de la Comisión de Gestión Integral de la 
Cuenca del río Grande de Tárcoles, considerando las aguas residuales provenientes de 
hospitales, clínicas y áreas de salud de la CCSS y a partir de lo definido en el voto Garabito, 
sobre el aporte en la medida de las posibilidades, de recursos logísticos, presupuestarios y 
humanos.  

 
A la Comisión de Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles.  Único.- Una vez 
definido por parte del Ministro de Ambiente, a quien corresponde actualmente la coordinación de 
la Comisión de la Gestión Integral de la Cuenca del río Grande de Tárcoles, se debe: 
 
1. Asegurar que las Subcomisiones incluyan en sus Planes de Acción y de Trabajo además de 
las metas de “levantamiento”, “estudio y mapeo del 100% de los desfogues”  y “su notificación” y 
de “control de pureza de las aguas”, metas y actividades  relacionadas con la prohibición de 
contaminar y la obligación de tratar especialmente por parte de industrias, agroindustrias y 
proyectos urbanísticos, en los términos en que se planteó en el apartado “3.- Acciones de la 
Municipalidad de Alajuela en  la Cuenca del río Siquiares”, en el apartado  “Sobre las 
competencias de los entes públicos involucrados”, “1.-Competencias en materia de aguas 
residuales”; “2.- Competencias con respecto a aguas pluviales”,  “3.- Sobre las competencias en 
materia de aguas residuales y los derechos”.   

2.- Asegurar la inclusión de metas claras en cuanto la determinación de calidad de las aguas de 
los ríos en las Subcomisiones. Determinación que debe darse en ríos de Subcuencas o 
microcuencas. 



 

 

 

3.- Asegurar de la inclusión de metas claras en cuanto a la disposición de aguas pluviales. 

4.- Indicar si se llevó a cabo el diagnóstico de la Cuenca del río Grande de Tárcoles; si se 
elaboró el Plan de Gestión para el Manejo de esa cuenca y si se desarrolló la guía metodológica 
para la implementación, monitoreo y seguimiento  del Plan de Gestión Integral de la Cuenca del 
río Grande de Tárcoles a nivel local.    

 
5.- Tener en forma separada y a disposición de los interesados: el Plan de Gestión de la 
Comisión CGICRG Tárcoles; la Política Nacional para la recuperación de la cobertura arbórea; 
los protocolos de reforestación y de indicadores para los planes de acción; y de haberlos 
realizado  el Diagnóstico de la cuenca del río Grande de Tárcoles, el  Plan de Gestión para el 
Manejo de dicha Cuenca y la guía metodológica.  

 
6.- Hacer las gestiones necesarias para que la información contenida en la tabla en que se 
registraron las actividades por Subcomisión  (Anexo 16 del Informe del MINAE de 2016) no 
repita errores de falta de claridad  tal y como se señaló en el apartado “Actividades por 
institución involucrada en la Comisión”.  

7.- Indicar si existen diagnósticos por subcuencas o microcuencas. De existir indicar ¿para 
cuáles de ellas?; asimismo, si existen diagnósticos  de áreas de protección, y de calidad del 
agua y biofísicos como los de la Cuenca del río Siquiares. 

 
8.- Referirse a lo proyectado con respecto a la realización de diagnósticos como los antes 
indicados y las posibilidades de contar con ellos. 

 
9.- Indicar si las instituciones del Estado destinaron recursos en apoyo al funcionamiento de la 
Secretaría Ejecutiva de la Comisión de Gestión Integral de la cuenca del río Grande de Tárcoles 
(inclusión en los presupuesto anuales de partidas) y si la Comisión ha gestionado recursos para 
una eficiente gestión de la Comisión ya fuera que provinieran de instituciones representadas en 
ella  o entes distintos como ONGs, empresas privadas u organismos internacionales.  De no 
haber sido así cuál es la razón y que se tiene previsto para la obtención de recursos 
presupuestarios  

10.- Asegurarse de cada Subcomisión se ocupe de tener registrado y debidamente foliados 
todos los documentos de las actividades que realiza y de dar seguimiento a sus Planes de 
Acción.  

11.- Asegurarse de que la Subcomisión Alajuela informe a la Defensoría, al petente y los vecinos 
sobre la ejecución del “Programa N° 5. Tratamiento de Aguas Residuales”, indicado en el 
Informe del MINAE de 2016.  

12.- Asumir la indagación sobre el marco que ofrecen los derechos humanos en la gestión de las 
aguas residuales y la lucha contra la contaminación y valorar la posibilidad de que sea 
incorporada al trabajo de la Comisión de Gestión Integral, las Subcomisiones y los 
Departamentos o áreas de las instituciones representadas en ella más directamente 



 

 

 

relacionados con el ejercio de competencias de prohibición de contaminación y obligación de 
tratamiento de aguas residuales y disposición de aguas pluviales.   

A la Contraloría General de la República:  Única.- Informar a la Defensoría sobre los resultados 
de la disposición de acatamiento obligatorio al Ministro de Ambiente en el cargo, en el sentido de 
que presentara “las directrices ministeriales que contengan los procedimientos y criterios para la 
inversión de fondos del Canon Ambiental por Vertidos, de conformidad  con lo establecido en el 
artículo 9 del Decreto Ejecutivo  No. 34431.”   

 
Se reitera a las Municipalidades, el Ministerio de Salud y sus Áreas Rectoras de Salud, al  AyA, 
al MINAE 

 
1.- Garantizar su deber de aplicar las leyes, vigilar que se cumplan, realizar inspecciones e 
imponer  sanciones en caso de incumplimiento para evitar la contaminación de las cuencas 
mencionadas e inundaciones. 

 
En relación con este informe final cabe interponer el recurso de reconsideración dentro de los 
OCHO DIAS HABILES posteriores a la notificación del documento.  Cualquier información 
relacionada con este informe puede ser consultada en la sede central de la Defensoría de los 
Habitantes de la República, ubicada en Bo. México, calle 22, avenidas 7 y 11.  Este informe fue 
preparado por Lorelly Arce Badilla, bajo la supervisión de la Msc. Tatiana Mora Rodríguez, 
Directora de Calidad de Vida. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Solicitar al Alcalde Municipal brindar respuesta a la 
Defensoría de los Habitantes y remitir a este Concejo Municipal una copia de la respuesta que se 
brinde. 

 
ARTÍCULO 16.  Se conoce el Oficio SCMG-641-12-2017 de Allan Sevilla, Secretario, Concejo 
Municipal, Municipalidad de Curridabat, allan.sevilla@curridabat.go.cr, dirigido a Lic. Luis 
Guillermo Solís Rivera - PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, Lic. Gonzalo Ramírez Zamora – 
PRESIDENTE - ASAMBLEA LEGISLATIVA, MAGISTRADOS SALA CONSTITUCIONAL CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA.   
 
PRIMERO: Que el Gobierno de la República a través del Instituto Costarricense de Pesca y 
Acuicultura INCOPESCA aprobó recientemente un acuerdo para permitir nuevas licencias de 
pesca semi-industrial de arrastre de camarón. 
 
CONSIDERANDO 
 
PRIMERO: Que la Sala Constitucional mediante la Resolución 2013-10540 había emitido un 
pronunciamiento prohibiendo dicha técnica hasta tanto no se realizara una reforma legal y por 
estimar que dicha técnica es de las más dañinas que puede utilizar el comercio. Para esos efectos 
se anularon por inconstitucionales los incisos 27 del punto d) del artículo 2 y el incido d) del 
artículo 43 y a y b) del ordinal 47 de la Ley de Pesca y Acuicultura del 1º de marzo del 2005. 
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SEGUNDO: Que, con ocasión de esta sentencia, en la Asamblea Legislativa se discute en la 
Comisión de Ambiente, el Proyecto de Ley Nº. 19838, Ley para el Desarrollo y Aprovechamiento 
Sostenible del Camarón en Costa Rica; que es precisamente una iniciativa del Poder Ejecutivo; 
quien conforme a la sentencia citada debe respaldarse en estudios científicos y tecnológicos para 
realizar un desarrollo sostenible democrático de la pesca del camarón; texto que está siendo 
revisado en forma cuidadosa por las diferentes fracciones representadas en la Asamblea 
Legislativa.  A pesar de lo anterior, el propio Gobierno de la República, a través del 
INCOPESCA, ha reconocido públicamente que no se han realizado todos los estudios ordenados 
por la Sala Constitucional en el 2013, cuando prohibió emitir más licencias para esta dañina 
técnica. 
 

Por su parte organizaciones como CIMAR y FUNDACIÓN MARVIVA ya señalaron que “la 
información científico-técnica publicada hasta la fecha sobre la pesca de arrastre de camarón en 
Costa Rica no evidencia la sostenibilidad de dicha pesquería “. Organizaciones como ya 
reclamaron y aseguraron que el acto DE INCOPESCA desobedece el fallo del 2013. 
 
TERCERO: Que no obstante lo anterior, diputados del Gobierno han presentado mociones en la 
Asamblea Legislativa para que se mantengan los artículos del texto del Poder Ejecutivo que 
autorizan la pesca de arrastre de camarón; evidenciando que es un posición gubernamental y no 
científica o técnica. 
 

CUARTO: Que existen sendos estudios realizados por el CENTRO DE INVESTIGACIÓN EN 
CIENCIAS DEL MAR Y LIMNOLOGÍA (CIMAR) DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA (UCR) 
COMO LA UNIVERSIDAD NACIONAL que han evidenciado los daños ambientales irreversibles 
que produce la pesca de arrastre de camarón. 
 
QUINTO: Que recientemente se ha presentado un recurso de amparo que se encuentra en 
estudio en la Sala Constitucional y que de forma temporal ha suspendido la aplicación del 
acuerdo que autoriza nuevas licencias por parte de INCOPESCA. 
 
POR TANTO, ESTE CONCEJO MUNICIPAL ACUERDA 
 
PRIMERO: En mérito de lo expuesto y con fundamento en los numerales 11 de la Constitución 
Política, 11 de la Ley General de la Administración Pública y con fundamento en los numerales 
13 del Código Municipal SE RESUELVE: 
 
A) Rechazar como Gobierno Local cualquier iniciativa gubernamental para implantar en suelo 
costarricense la pesca de arrastre de camarón. 
B) Solicitar fehacientemente a los Honorables Magistrados de la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia que prohíban en forma permanente la utilización de la técnica de pesca de 
arrastre de camarón, en procura del indubio pro natura y en resguardo de los futuros habitantes 
de Costa Rica. 



Municipalidad de Belén      BORRADOR 

 

 
C) Comunicar el presente acuerdo a la Asamblea Legislativa y a los medios de comunicación 
colectiva; así como a los demás Gobiernos Locales del país, invitándolos a pronunciarse de 
conformidad. 

 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, comparte la preocupación de la Municipalidad y 
considera que INCOPESCA no controla ni siquiera el diésel que le da las pangas de los 
pescadores y menos tener control con la pesca de arrastre y está a favor de la Municipalidad y 
piensa que es mejor dejar en estudio para estudiarla; supo que Costa Rica a nivel mundial tiene 
que dar información de lo que se está pescando. 
 
EL Regidor Propietario Gaspar Rodríguez manifiesta estar de acuerdo con la Regidora Maria 
Antonia Castro, que se deje en estudio. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Méndez propone se tome el acuerdo de dar por recibido el 
Oficio de la Municipalidad de Curridabat. 
 
SE ACUERDA CON DOS VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Elena 
González Y TRES EN CONTRA DE LOS REGIDORES Gaspar Rodriguez, Maria Antonia 
Castro, Jose Luis Venegas:   Rechazar la propuesta de la Presidencia Municipal. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gaspar Rodriguez, Maria 
Antonia Castro, Jose Luis Venegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Eddie 
Mendez, Elena González:  Dejar en estudio del Concejo Municipal. 

 
ARTÍCULO 17.  Se conoce el Oficio AL-CPSN-OFI-0237-2017 de Nery Agüero, Jefe Área, 
Comisiones Legislativas VII, Departamento Comisiones Legislativas, Asamblea Legislativa.  La 
Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico tiene para su estudio el proyecto de 
ley,  Expediente N.º 20.302. “Ley de fortalecimiento de la policía municipal" En sesión N.° 10 de 
fecha 9 de noviembre de 2017, se acordó consultar el  Dictamen Afirmativo a su representada, 
cuyo texto se adjunta.  Apreciaré  remitir la correspondiente opinión, dentro de los ocho días 
hábiles siguientes a la recepción de esta solicitud, y hacerla llegar a la Secretaría de la Comisión, 
ubicada en el tercer piso del edificio central (Comisión de Jurídicos), o al fax 2243-2432.  Ruégole 
remitirnos una versión digital, en texto abierto, a los siguientes correos electrónicos:  COMISION-
JURIDICOS@asamblea.go.cr   //  naguero@asamblea.go.cr 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO:  Consideramos que el texto del proyecto objeto 
de análisis debe ser mejorado en su redacción, es decir por la forma de mismo, siendo 
completamente recomendable y necesario lo pretendido por el fondo, por lo que no apoyamos el 
proyecto de ley hasta tanto las deficiencias del mismo no sean corregidas.  SEGUNDO:  Notificar 
a la Asamblea Legislativa.  TERCERO:  Enviar copia del acuerdo tomado en el Articulo 12 del 
Acta 41-2017, donde se transcribe el análisis del proyecto de ley. 
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Municipalidad de Belén      BORRADOR 

 

ARTÍCULO 18.  Se conoce invitación de la Escuela Fidel Chaves Murillo: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Agradecer la invitación de la Escuela Fidel 
Chaves.  SEGUNDO:  Se confirma la participación de la Sindica Lidiette Murillo Chaves y el 

Regidor Juan Luis Mena Venegas. 
 



Municipalidad de Belén      BORRADOR 

 

ARTÍCULO 19.  El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, sugiere modificar el Orden del Día para 
juramentar el miembro faltante de la Comisión Pro Teatro. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Modificar el orden del día. 
 
Juramentación miembro de comisiones 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Juan Alvarado Ortiz – Comisión Pro – Teatro. 
 

A las 7:00 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Berliot Quesada Vargas    Arq. Eddie Mendez Ulate    
Asistente de la Secretaria Municipal   Presidente Municipal 

 


